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PRESUPUESTO NACIONAL PERÍODO 2010 - 2014 


Reunión celebrada el día 21 de Setiembre de 2010 


(Asisten el señor Ministro y autoridades del Ministerio de Transporte y Obras Públicas) 
SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 7) 


—Para nosotros es un gusto recibir al querido Ministro de Transporte y Obras Públicas, señor Enrique 
Pintado; al Subsecretario, ingeniero Pablo Genta y a toda la delegación de la Cartera: señor Pablo Ferrer, 
Director General; contadora María Titina Batista, adscripta a la Dirección General; ingeniero Luis Lazo, 
Director Nacional de Vialidad; ingeniero Jorge Camaño, Director Nacional de Hidrografía; arquitecta Eneida 
de León, Directora Nacional de Arquitectura; señor Felipe Martín, encargado de despacho de la Dirección 
Nacional de Transporte; ingeniera Beatriz Tabacco, Directora Nacional de Logística, Planificación e 
Inversiones; ingeniero agrimensor Jorge Franco, Director Nacional de Topografía; ingeniera Eliana Embid, 
Directora Nacional de Transporte Carretero; ingeniera Gabriela Acosta, adscripta a la Dirección Nacional de 
Vialidad; arquitecto Jorge Lima, sociólogo Javier Silva e ingeniero Umberto Curi, asesores, y contador Juan 
Possamay, de la Contaduría General de la Nación. 


Con gusto cedemos el uso de la palabra al señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Sinceramente es un gusto 
encontrarnos con tantos colegas y amigos; más allá de que hoy estamos en comisión en el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas - como siempre digo, en broma-, me sigo sintiendo de esta Casa. 


Para posibilitar la mayor cantidad de preguntas posibles y manejarnos dentro del tiempo establecido por la 
Comisión, haremos una presentación general de parte de los objetivos del Ministerio, para después entrar en 
la fundamentación de los artículos del Inciso; algunos de ellos los vamos a fundamentar agrupados a los 
efectos de facilitar el trabajo de la Comisión. 


Como no podía ser de otra manera, la propuesta presupuestal del Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
se encuentra enmarcada en las estrategias generales definidas por el Gobierno Nacional y, por lo tanto, en los 
grandes lineamientos del Presupuesto que está a consideración del Parlamento. 


La presentación que vamos a hacer a continuación se estructura en dos partes. En la primera, presentaremos a 
la Comisión el Programa Sectorial para el presente Período de Gobierno y en la segunda, expondremos los 
fundamentos del articulado que corresponden a nuestro Inciso. 


El Programa Sectorial para el presente Período recoge continuidades lógicas con lo desarrollado en los 
últimos años, así como algunos cambios de énfasis y de profundización derivados, obviamente, de la 
priorización que ha hecho y que hace el Gobierno Nacional con respecto al área de infraestructura tal como lo 
ha fundado, entre otros, el Ministro de Economía y Finanzas-, con la consiguiente expresión presupuestal. 


Asimismo, nuestra presentación es consistente con los cambios generales que se introducen en la formulación 
y en la evaluación del Presupuesto, que pretenden orientar la administración hacia un esquema de gestión por 
resultados, con miras a un mejor cumplimiento de los fines fundamentales de las políticas públicas. En tal 


sentido, los marcos de referencia general de esta presentación tienen que ver, primero, con el proceso de 
recuperación del crecimiento, con importantes tasas de expansión económica y cambios en la estructura 
productiva del país que suponen desafíos adicionales para la infraestructura. Como estamos diciendo 
públicamente, las buenas noticias para el país productivo son problemas para el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas; son desafíos para nuestro Ministerio, pero son de los problemas y desafíos que queremos 
tener siempre. 


En segundo término, el Proyecto Nacional de Integración Social también requiere de infraestructuras y 
servicios que la posibiliten, y ello supone incorporar una dimensión social en el análisis y definición de las 
prioridades de obras a realizar. 


En tercer lugar, se debe tener en cuenta el impacto del cambio climático, con temporadas de lluvias intensas y 
temporales o bien de sequías, que también impactan en forma negativa sobre la infraestructura vial acortando 
su vida útil, lo cual es observable en gran parte de la red, no en su mayoría, afectando fundamentalmente 
aquella que tiene que ver con la accesibilidad a puertos o a las rutas más usadas por la producción de carga 
pesada. 


En cuarto término, hay una preocupación por el desarrollo integral de las personas, con un énfasis en la salud 
y en la propia vida, lo que nos obliga a tener una especial atención con la seguridad de circulación en la red 
vial, así como en la estrecha relación entre sus diferentes usos, y entre éstos y los centros urbanos, haciendo 
necesaria una mayor articulación en materia de ordenamiento territorial e involucrando en forma creciente a 
los diferentes niveles de Gobierno. 


Precisamente, los relativos a accidentes de tránsito son los titulares de prensa que no queremos tener, porque 
afectan en especial a las personas jóvenes, y en un país con un comportamiento demográfico al estilo 
europeo, que se está envejeciendo, la pérdida de vidas siempre es un drama, y si se trata de jóvenes, el drama 
se incrementa por todas las consecuencias para el futuro. 


Sin más, señor Presidente, vamos a ingresar al análisis de la presentación haciendo referencia a la primera 
parte, tal cual mencionamos. 


Tenemos una visión estratégica de una política de Estado de hecho, en la que nos proponemos, en un año y 
medio o dos, culminar firmando un documento no solo entre los Partidos políticos que compartimos esa 
visión cuyo horizonte es el año 2030, sino también entre empresarios y trabajadores sindicalizados. 


Creemos que la infraestructura y el transporte son la plataforma para el desarrollo del Proyecto Nacional que 
el Uruguay tiene en curso, y por eso nos planteamos esa visión estratégica, que tiene como resultado, desde 
nuestro punto de vista, incorporar una nueva dimensión al Uruguay en el año 2030, que es la del Uruguay 
logístico. Por lo tanto, nuestra plataforma para el desarrollo implicará fomentar y facilitar ese crecimiento 
económico en todos sus aspectos, es decir, en lo que tiene que ver con el país agrointeligente, agroindustrial, 
con el turismo, con los servicios y la logística en general, a los efectos de que se puedan instalar en el 
territorio nuevos emprendimientos, y podamos ser, en ese horizonte a 2030, ese gran centro de distribución 
del mundo a la región y de la región al mundo. Obviamente, esto implicará aumentar por qué no- en forma 
intensa toda la oferta de servicios, que tienen que ofrecerse con mayor eficiencia y una firme orientación 
hacia el usuario final como respuesta a la demanda en todas sus dimensiones, sea esta nacional, regional o 
internacional. 


¿Por qué creemos que el Uruguay tiene que plantearse el objetivo de ser un polo logístico regional, 
entendiendo la logística como el puente entre la producción y el mercado? Por la ubicación geográfica del 
Uruguay en la región, que no es determinante pero sí muy importante. En el eje Norte-Sur tenemos una 
posición privilegiada aunque no única- en la Hidrovía y, por lo tanto, estamos en una sana competencia con 
nuestros hermanos de la región que nos exigirá ser cada vez mejores. 


En el corredor que va de Oeste a Este, entre Valparaíso y San Pablo o Santos, nuestro país también ocupa una 
posición por la cual debe convertirse en un atractivo para que los transportes que comunican estas dos 
entidades portuarias del océano Pacífico y del océano Atlántico pasen por aquí, y eso implicará una demanda 
sobre la infraestructura. Las claves para alcanzar estos objetivos no pueden ser otras que la planificación, la 
inversión y la gestión, de las cuales vamos a hablar rápidamente. 


Respecto de la planificación, obviamente, tenemos que proyectar la demanda de transporte en función de las 
proyecciones anuales, de los principales productos de importación y exportación, del tránsito regional y 
extra-regional -el que tenemos y el que queremos captar-, así como de todas las cadenas logísticas y de costos 
asociados del país. 


También analizamos la oferta de infraestructura y servicios y su competitividad nacional y regional, porque 
para ser un polo logístico tenemos que ser competitivos en la región, obviamente que planificando las 
ampliaciones y las prioridades que se requieren para cumplir con este objetivo. Debemos trabajar en forma 
conjunta con los entes que están a nuestro cargo, a los efectos de que las políticas no solo tengan sinergia, 
sino que sean coherentes entre sí y con los objetivos del Gobierno Nacional. 


Para eso estamos formulando ese Plan Estratégico 2030, a todos sus niveles, nacional y regional. Entendemos 
que el plan que vamos a presentar en este Presupuesto 2010-2015 debe ser consistente con ese Plan 
Estratégico 2030. Mientras se firman los acuerdos de esta política de Estado de hecho entre partidos, 
empresarios y sindicatos, vamos elaborando un plan que va en camino a ese 2030, pero, por suerte, tenemos 
las Rendiciones de Cuentas, que, en el futuro, una vez firmados esos documentos, nos permitirán hacer los 
ajustes que se entiendan convenientes. 


También debemos tener un Plan de Obras de Conservación del Patrimonio Edilicio Público, lo que significará 
dar un nuevo rol un tanto más planificado y, por qué no, intenso, a la Dirección Nacional de Arquitectura en 
su vinculación y coordinación con los organismos del Estado que correspondan. 


A su vez, estamos avanzando en materia del Sistema de Datos Espaciales de carácter público, lo que nos va a 
proporcionar distinta información calificada de alta tecnología y uno de los rubros que en contabilidad no se 
manejan, pero que son fundamentales a la hora del desarrollo de un país: el conocimiento. Ese conocimiento 
y esta utilización de tecnología sobre la geografía nos permitirá anticiparnos a lo que va a venir para prever 
los cambios a hacer. Le damos una importancia sustancial a esto, no solo para nuestro Ministerio, sino 
también para compartir los datos que vamos obteniendo con otras ramas del Estado que son fundamentales. 


La segunda clave tiene que ver con la inversión. En esta materia, tenemos planteado lo siguiente. Por un lado, 
el mantenimiento de la red vial. Uno podría decir que este Ministerio, en este Período, está planteándose 
objetivos que no son los que tradicionalmente desea un Ministro de Transporte y Obras Públicas. En su 
imaginario, lo que más desea un Secretario de esa Cartera es inaugurar obras nuevas. Pero Uruguay tiene 
suficiente obra vial, por lo menos para este Período, lo que nos permite enfocar las inversiones de una manera 
distinta, que tiene que ver con el objetivo que nos planteamos de no ser un freno al desarrollo productivo. 
Sería una paradoja estimular los crecimientos productivos que se están generando en el Uruguay no solo con 
la forestación sino con la revolución de los granos y las explotaciones mineras instaladas en el país y que van 
a generar un incremento diríamos que exponencial de las cargas-, sin que se realice un mantenimiento y se 
logre un estado óptimo de toda la red principal durante este Período de Gobierno. Por eso, el principal 
objetivo que tenemos es llegar a 2015 con un nivel de mantenimiento en el grado de óptimo para las rutas, 
fundamentalmente aquellas que están vinculadas con la accesibilidad a puertos y las que transportan las 
mercaderías desde los centros productivos a aquellos. 


Es obvio que dentro de esta infraestructura también priorizamos la mejora de las condiciones de la seguridad 
que ya mencioné-, el apoyo a la infraestructura vial departamental determinado en el articulado- y el control 
del uso de la red de complemento con otros modos de transporte. Esto último tiene que ver con ir lentamente 
pero sin pausa- hacia el transporte multimodal, que no solo implica disponer de la infraestructura adecuada y 
de las unidades requeridas, sino también de un cambio de mentalidad que permita reposicionar los roles de 
cada uno de los actores del sistema de transporte. 


En este mapa se observa el estado de la red actual. Allí verán, en verde, lo que se considera en buen estado; 
en amarillo, en un estado regular y, en rojo, un estado malo o muy malo, con los correspondientes 
porcentajes. Esta es, quizás, la dimensión de la tarea que tenemos entre manos. 


La justificación económica del nivel de inversión tiene que ver con la tasa interna de retorno que tenemos 
propuesto, en el escenario del 22,91%. El resto nos va a requerir US$ 598:000.000 de recursos financieros 
para cubrir los costos de inversión, y US$ 154:500.000 para los costos de mantenimiento en el período 2011- 
2015, lo que va a generar beneficios netos descontado el 12% del valor actual neto- de US$ 274:740.000 para 


un horizonte de valoración de quince años. Aquí vemos la gráfica que respalda lo que estamos sosteniendo: 
por un lado, la inversión y, por otro, los beneficios obtenidos. 


Pasamos al financiamiento. ¿De dónde vamos a obtener los recursos para lograr estos niveles de inversión 
planteados? Obviamente, del Presupuesto Quinquenal actual, que corresponde al que está en vigencia más un 
incremento; la infraestructura departamental y la caminería forestal, para lo cual también se incrementan los 
recursos; las concesiones a privados, la Corporación Vial del Uruguay, más la Corporación Nacional para el 
Desarrollo y la Corporación Andina de Fomento, y la participación público-privada. 


¿Cómo va a evolucionar desde nuestro punto de vista la inversión en el sector vial? En lo que estamos 
viendo, la parte azul oscuro tiene que ver con lo que tenemos en el Presupuesto, mientras la parte celeste 
representa cómo se van incrementando los topes. Como se sabe, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
tiene créditos y topes: el crédito es el límite máximo del Presupuesto al que podemos acceder, el tope es el 
que podemos ejecutar, y la diferencia entre uno y otro va dependiendo de los factores económicos. 


En el día de ayer, anunciamos a la opinión pública que para el 2010 logramos un incremento de ese tope 
ubicado en la línea celeste- de $ 830:000.000, que nos permitirán adelantar el inicio de obras orientadas hacia 
la mejora de la accesibilidad a puertos, de algunas rutas de transporte de carga y de la seguridad vial. En el 
segmento amarillo están representados los aportes casi inelásticos que debemos volcar a la caminería 
departamental y forestal; en el color rojo claro figura la inversión de la Corporación Vial del Uruguay, la de 
la Corporación Nacional para el Desarrollo y la de la Corporación Andina de Fomento, y el rojo oscuro un 
segmento pequeño- refiere a las concesiones a privados y, el verde que como ven se va incrementando a 
medida que vamos llegando al final del Período-, a toda la participación público-privada o participación con 
privados. 


En el próximo cuadro, está la Inversión por Tipo de Red, ya sea tomando en cuenta la longitud o el monto, 
diferenciado por el corredor internacional que está representado por el color verde; además, se ve la red 
primaria de color rojo; la secundaria, de amarillo y la terciaria, de blanco. 


Aquí vemos el cuadro de Inversión por Tipo de Obra; estamos hablando de qué es lo que se haría. El color 
rojo revela el cambio de estándar granular a tratamiento bituminoso doble o carpeta asfáltica; el amarillo, la 
reconstrucción del tratamiento bituminoso; el celeste, la rehabilitación de capa asfáltica y el azul, el 
tratamiento preventivo, utilizando también en una parte la longitud y en otra, el monto. 


En el modo ferroviario voy a ser bien rápido, porque los legisladores tienen conocimiento- estamos 
trabajando para culminar la conexión Rivera-Montevideo, en el ramal 


Pintado-Rivera. Luego, a corto plazo vamos a encarar la línea Artigas, que comunica Rivera con Fray Bentos 
para no decirlo en términos de estaciones- y, esto tiene que ver con tratar de captar el incremento importante 
de producción de madera en 2011 y 2012 que tiene que llegar a la terminal de UPM. Por eso estamos tratando 
de que la segunda parte del Plan de Infraestructura Ferroviaria abarque la conexión Rivera-Fray Bentos que 
es donde está una de las mayores producciones de madera. También tomamos en cuenta las líneas que 
comunican Río Branco con Montevideo, Minas con Montevideo, pero con asociaciones pública-pública que 
estamos procurando lograr con ANCAP para trasladar algunos minerales. 


En el mediano plazo, es obvio que tenemos que tratar de conectar a Nueva Palmira, a través de la vía 
ferroviaria igual que a La Paloma-, con nuevas terminales, cumpliendo con los acuerdos de interconexión o 
los acuerdos Uruguay-Brasil. La interconexión con Brasil nos parece fundamental; ya los brasileños a través 
de su empresa privada están comenzando a construir los ciento cuarenta kilómetros de vía férrea que 
comunicarán a Livramento con el resto del Estado Río Grande do Sul, lo que nos permitirá también convertir 
a Rivera, dentro de los planes del puerto seco, en un centro de tránsito de un lado hacia otro de la frontera. 
Asimismo, tenemos planteadas algunas cuestiones con Argentina y, a mediano plazo, el desarrollo de 
terminales que corten en forma transversal el Uruguay. 


En este Período uno de los énfasis será la trazabilidad del transporte de cargas por carretera, lo que significa 
implementar un sistema de monitoreo y seguimiento de ese transporte para que cuando alcancemos un nivel 
de mantenimiento óptimo de las rutas, se puedan determinar los recorridos y no dejarlos a la libre decisión de 
quienes transportan la mercadería, de modo de distribuir las cargas en forma equitativa por la red. Esto 
implicará coordinar los sistemas de control operativo, aumentar las reglamentaciones y, obviamente una 


cuestión que nos está preocupando-, el fomento de la profesionalidad debido al crecimiento del transporte de 
carga. Luego de hablar con algunos empresarios tenemos que mejorar los sistemas de capacitación de los 
transportistas, porque la peligrosidad aumenta con la cantidad de cargas que se llevan. 


En materia de transporte de pasajeros, en este Plan para 2010-2015, el área metropolitana de Montevideo por 
ser la que afecta a la mayor parte de la población que usa el transporte colectivo- tendrá un énfasis 
importante. Es la continuidad de la Agenda Metropolitana que implicará una adaptación, respetando las 
normas constitucionales y legales vigentes, tratando de definir un esquema institucional a los efectos de que 
el usuario sea el principal contemplado de todas las transformaciones que estamos haciendo. Hemos dicho, 
tanto a empresarios como a sindicatos, que para nosotros lo principal es el usuario y, después, todo lo demás. 
Obviamente, esto significará mejorar las coordinaciones entre los distintos sistemas urbanos y suburbanos y 
también la complementación entre el ferrocarril, el ómnibus y otros. 


Con respecto al transporte interdepartamental de pasajeros, nos proponemos incorporar nuevas tecnologías, 
ampliar las ofertas de servicios a usuarios. Inclusive, estamos estudiando la posibilidad de conectar algunos 
puntos del interior con Maldonado, lo que ha sido requerido por vecinos y legisladores; en la medida que 
vemos esto con buenos ojos, se hará un proceso licitatorio y ganará el mejor. Asimismo, hay que perfeccionar 
los sistemas de controles. 


En lo que tiene que ver con la orientación al usuario, es fundamental la necesidad de estudiar la oferta y la 
demanda, la ocupación de servicios. Además, vamos a ampliar el subsidio al boleto de estudiantes iniciado en 
el Período anterior-, incorporando en forma progresiva y gradual a los de primer ciclo mayores de quince 
años, finalizando con la incorporación de los estudiantes de segundo ciclo. Es una contribución importante a 
los objetivos generales del Gobierno. 


Bajo esta responsabilidad social del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, vamos a ocuparnos del 
traslado de aquellos ciudadanos para distancias mayores a doscientos kilómetros- que no pueden desplazarse 
al Hospital de Ojos. 


En cuanto a los otros modos de transporte, fluvial y aéreo, vamos a promover la competencia regulada, 
aprovechar la infraestructura instalada, desarrollar nuevas infraestructuras, fomentar la marina mercante y 
fortalecer las capacidades reguladoras del Ministerio. 


En este cuadro figura el Sistema Nacional de Puertos. Los puertos indicados en verde son los que están bajo 
la órbita de la Administración Nacional de Puertos y, en rojo, el actual Puerto de La Paloma. Está allí porque 
lo consideramos comercial. Estamos apuntando a generar el desarrollo de esta terminal portuaria productiva 
para que sea compatible con el turismo, que es una de las fuentes de ingreso del departamento. 


Además, figuran todas las instalaciones portuarias de la Dirección Nacional de Hidrografía a las que nos 
vamos a referir en el articulado. Es una red muy importante que a algunos genera más beneficios que a otros, 
pero también contribuye al ingreso de turistas y desarrollo de servicios. 


En materia de puertos, nos proponemos incrementar y mantener el patrimonio portuario nacional, contribuir 
al desarrollo del turismo náutico, regular este desarrollo portuario planificando una logística de transporte 
eficiente con inversiones privadas, controlar el desarrollo de las obras, operar los puertos y controlar los 
operados bajo permisos o concesionados, mantener los puertos y las obras costeras y administrar y explotar 
los servicios portuarios propios o de terceros. 


Respecto de las vías navegables, también queremos, en principio, mantener, y si fuera posible, a partir de 
estudios, incrementar las vías navegables, fundamentalmente desarrollando las hidrovías internacionales, 
tanto la que nos liga con Brasil, como con la República Argentina. Esto implicará hacer un énfasis especial en 
el dragado, ya sea por administración directa o por terceros y las obras de balizamiento que correspondan. 


También las obras hidráulicas son fundamentales para la producción y la regulación hídrica y, en ese sentido, 
tenemos un plan de ejecución de obras de este tipo, obviamente, con algunos propósitos que, inclusive, 
trascienden el propio respaldo al país productivo, y tienen que ver con el control y protección contra las 
inundaciones, a partir de la situación climática existente. Sin duda, tenemos que mantener esas obras 
hidráulicas. 


En materia de obra pública edilicia, queremos que los fondos presupuestales se canalicen a través de la 
participación de nuestro Ministerio en los programas de asistencia a la emergencia social definidos por el 
Gobierno. Esto significará, en lo posible estamos trabajando en este sentido-, elaborar y ejecutar programas 
específicos con otros organismos públicos, para ser más eficientes en el uso y la racionalidad de esos recursos 
que en materia de infraestructura edilicia, también para ser coherentes con el programa de Gobierno, se 
concentrarán especialmente en centros de estudios, penitenciarios, de salud, etcétera. 


En las obras por convenio, tenemos algunas novedades. Vamos a incorporar en este instrumento lo que tiene 
que ver si estuviéramos hablando en términos privados- con la responsabilidad social del Ministerio. En este 
sentido, vamos a profundizar y democratizar estas obras, buscando que la ciudadanía se comprometa un poco 
más en su definición 


Obviamente, esto abarca dos capítulos; uno de ellos tiene que ver con la infraestructura deportiva, que la 
coordinaremos con el Ministerio de Turismo y Deporte. No nos parece lógico que encaremos obras de apoyo 
a clubes deportivos sin contar con la opinión especializada del Ministerio del ramo. Más allá de que 
manejemos los recursos, hemos planteado al Ministerio de Turismo y Deporte tener una respuesta ágil, a 
efectos de que las personas o colectivos que nos soliciten los referidos apoyos no sientan que estamos 
agregando un escalón burocrático, y por eso nos resulta vital tal coordinación. 


En el resto, en la infraestructura comunitaria, repartimos los recursos en tres partes, pero todavía no se ha 
definido qué dimensión tendrá cada una. La primera es continuar porque no se puede romper la tradición de 
un día para otro- con esas obras que nos solicita la comunidad o grupos de vecinos para distintos locales, que 
no tienen que ver con el deporte, que son analizadas en virtud de su impacto social en la comunidad. Otra 
parte corresponde a lo que llamamos Programa "Con todos", que son obras con marcos participativos 
establecidos. En este caso, pensamos distribuir los ochenta y nueve Municipios en el quinquenio, para que a 
estos les corresponda una obra. Más allá de que hayamos establecido, no solo porque lo prevé la ley sino por 
una racionalidad de gestión, que las comunicaciones entre las Alcaldías y las Intendencias Municipales se 
harán a través de estas últimas, vamos a firmar convenios con las Intendencias Municipales para que estas no 
terminen realizando un programa diferente al que eligió la gente en el Gobierno Departamental. Queremos 
cierta coherencia entre lo que proponen los Alcaldes al Ministerio, que tiene que pasar por las Intendencias 
Municipales. 


Esto ha sido bienvenido por todo el mundo, y a nosotros nos permite racionalizar el contacto, porque se 
imaginarán que si no tendríamos ciento ocho interlocutores, y si fuéramos a atender a todos una vez por día 
solo los Municipios nos consumirían todo el año. 


Por lo tanto, vamos a firmar un convenio con las Intendencias Municipales para materializar esta propuesta 
en la que los vecinos, Concejales y Alcaldes propondrán al Ministerio un conjunto de obras que la comunidad 
entienda necesarias. El Ministerio seleccionará tres o cuatro obras de las que estén dentro del plan de 
Gobierno, y la gente elegirá, a través del voto, cuál hacer. 


La tercera parte tiene que ver con el Programa "Raíces", proyectos concursables dirigidos a jóvenes, cuyo 
objetivo principal es favorecer la permanencia en sus lugares de origen. En este caso, pensamos constituir un 
jurado, con representantes del Parlamento, del Poder Ejecutivo, de las empresas y de los sindicatos, para que 
todos los años determine quiénes serán los ganadores del concurso y eventualmente se puedan hacer las obras 
en ese año. 


Me voy a referir a la gestión; como es obvio, este capítulo es fundamental. Las dos primeras claves son la 
planificación y la inversión; nada de esto se puede hacer con éxito, si no tenemos una gestión adecuada. Para 
ello, el fortalecimiento institucional, que en el articulado correspondiente al Inciso se hace mucho hincapié, 
es fundamental. En este caso, tenemos cuatro dimensiones para abordar: la horizontalidad es un Ministerio 
muy compartimentado, casi una federación de Direcciones, lo que atenta contra la eficiencia de los recursos-, 
la incorporación de tecnología, la capacitación como un elemento permanente, el rendimiento y la 
productividad, que tiene que ver con lo que planteamos al principio: la gestión por resultados. Para ello, 
vamos a implementar un sistema informático central, a trabajar en nuevas formas de gestión en las áreas de 
apoyo comunes a todo el Ministerio, reestructurando, obviamente, la organización, fomentando un cambio de 
cultura que nos lleve a valorizar y revalorizar la importancia del servicio y de la gestión pública, sin duda, 
analizando todos los cargos, con evaluaciones de desempeño y programas de motivación y de capacitación. 
Esto supone una coordinación horizontal interinstitucional con actores fuera del Ministerio, 


fundamentalmente, con el Gabinete Productivo, lo que nos permitirá implementar acciones en el marco de un 
uso racional y eficiente de la energía que estamos haciendo-, acciones conjuntas con actores públicos y 
privados para lograr una facilitación fronteriza y el apoyo a la actividad del transporte vinculado al 
intercambio comercial, turístico y social, y a la integración de grupos multisectoriales de trabajo o de estudio 
para proyectos de impacto ambiental, territorial y socioeconómico. 


En resumen, hemos planteado a todos los funcionarios, en las distintas asambleas que realizamos de 
participación voluntaria, en las que nucleamos a más de quinientos, entre todas, que nuestro propósito es 
hacer mejor lo que hay que hacer. 


Estoy a las órdenes de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recibimos con mucho gusto a los legisladores que no integran la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda. 


SEÑOR POSADA.- En primer lugar, saludo a la delegación que hoy nos visita. 


En segundo término, por cierto que la infraestructura y el desarrollo logístico del país constituyen una de las 
limitaciones bien importantes que tenemos por delante para lograr un desarrollo económico sostenido; la 
infraestructura logística del país cumple un rol fundamental. Por la importancia del Ministerio dentro del 
diseño institucional, estas restricciones son cosas básicas a superar. 


El señor Ministro ha hecho una exposición de carácter general y planteó los principales lineamientos de los 
objetivos de su Ministerio para este Período de Gobierno. En particular, más allá de que seguramente este 
tema ha sido analizado en el ámbito de la Comisión de Transporte y Obras Públicas, hay un aspecto que 
encierra especial importancia: el desarrollo de la infraestructura ferroviaria. 


En la presentación se hizo, a vuelo de pájaro, una referencia a este asunto. Creo que, en todo caso, el capítulo 
de la infraestructura ferroviaria, merece una especial atención y, en tal sentido, es una de las preguntas que 
queremos plantear al señor Ministro. 


Otro aspecto tiene que ver con la elección en materia de infraestructura vial. Uruguay basta mirar el mapa 
que se desplegó- básicamente cuenta con una infraestructura vial que tiene como centro a Montevideo. Las 
rutas que conectan las distintas ciudades del interior con Montevideo son las que, en general, salvo 
excepciones, mantienen un nivel de circulación adecuado y están en buen estado. Por otro lado, el país carece 
de un desarrollo armónico en cuanto a las rutas transversales. 


Por lo que acabo de escuchar en la exposición, se plantea una especial atención a la Ruta N* 26, por lo menos 
es lo que aparece allí como parte del desarrollo. Más que la Ruta N* 26 a mí me preocupa otra ruta de 
integración del país, que es la Ruta N* 14, con un potencial de desarrollo fundamental. Esta ruta tiene tramos 
absolutamente intransitables; un ejemplo es el tramo entre Sarandí del Yi y la conexión con la Ruta N*7. 
Además, desemboca en una zona que, a mediano plazo y desde el punto de vista de la potencialidad y del 
crecimiento del país, va a tener un desarrollo importante, pues llega a pocos kilómetros de La Coronilla que, 
junto con La Paloma, se considera como una de las opciones en materia de implantación de un puerto de 
aguas profundas. Por ello creo que importa conocer la opinión del señor Ministro al respecto. Inclusive, esa 
Ruta, si estuviera en mejores condiciones no tengo ninguna duda- tendría mucho más tránsito que la Ruta 

N* 26. 


Alguna vez hemos recorrido la Ruta N* 26 en toda su extensión, y es una ruta donde claramente para 


encontrar un alma hay que hacer un gran esfuerzo porque hay poco tránsito; uno se cruza con pocos 
vehículos en el camino y, sin embargo, allí se utiliza... 


(Interrupción del señor Representante Otegui.- Respuesta del orador) 


Como decía, ambas rutas no son comparables desde el punto de vista de ese potencial. Por tanto, creo 
que también debería hacerse otro esfuerzo para la Ruta N* 14, aunque sabemos que, cuando se administran 
recursos escasos, hay que tomar opciones. 


Nos gustaría tener respuesta en cuanto a estos dos aspectos, porque nos parece importante. Me refiero a la 
infraestructura ferroviaria, que es capital y, en particular, a la Ruta N” 14. Concatenados con la infraestructura 
vial hay otros aspectos que más bien son de opciones como, por ejemplo, el impacto por el ingreso de los 
camiones al puerto de Nueva Palmira, especialmente, el que se produce por las calles. Esta zona de ingreso 
de camiones se encuentra absolutamente en malas condiciones. Hay tránsito de camiones por la ciudad, lo 
que ha originado graves problemas a los vecinos que habitan dicha localidad. 


Por otra parte, rutas de carácter departamental por todo el impacto que ha tenido el desarrollo de la 
forestación-, han sufrido destrozos importantes, sobre todo, aquellos que tienen importancia desde el punto 
de vista forestal. Quisiera saber, para este tipo de situaciones que son bien puntuales de algunos 
departamentos como, por ejemplo, Durazno, cuáles son las perspectivas que se plantean por parte del 
Ministerio. 


SEÑOR MUJICA.- Me gustaría que el señor Diputado Posada describa el trayecto de la Ruta N' 14. 


SEÑOR POSADA.- La Ruta N' 14 llega hasta la Ruta N* 3; ahí comparte un tramo con la Ruta N* 3 
que va hasta Trinidad y de esta ciudad a Durazno. Luego, de Durazno pasa por Sarandí del Yi hasta la 
Ruta N” 7 une Sarandí del Yi con la Ruta N* 7- y llega a la altura de Batlle y Ordóñez. Después de esta 
localidad pasa por Zapicán y ese tramo termina en la Ruta N” 8 que coincide con el tramo de José 
Pedro Varela y llega hasta Lascano. De Lascano pasa por toda la zona de India Muerta y termina sobre 
la Ruta N” 9, a la altura de la aduana de La Coronilla. 


SEÑOR ABDALA.- Me sumo a la bienvenida del señor Ministro y su delegación. El señor Ministro es 
un hombre de esta Casa. Inclusive, hace pocos días tuvo la deferencia de recibir a una delegación de 
legisladores del Partido Nacional, precisamente a quienes integramos la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda y, también, a quienes integran la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas en representación de nuestra colectividad. En esa oportunidad, nos adelantó algunos de los 
contenidos que aquí han sido expuestos. 


Quiero hacer foco en la primera consulta que formulaba el señor Diputado Posada, que tiene que ver con el 
modo del transporte ferroviario. Notoriamente, esta ha sido una propuesta y una bandera política bien 
entendida en el sentido de definir prioridades programáticas y de gobierno desde el punto de vista del 
desarrollo de las infraestructuras, que el Gobierno nacional enarboló y levantó. Inclusive, el Presidente de la 
República ha sido enfático primero como candidato, luego como Presidente electo y posteriormente en el 
ejercicio de sus funciones- en cuanto a que esta sería una prioridad del Gobierno nacional. 


El señor Ministro ha hecho referencia en esta exposición de carácter general a los trayectos Pintado-Rivera y 
Rivera-Fray Bentos. Mi pregunta concreta engloba dos inquietudes. Por un lado, qué asignación presupuestal 
está proponiendo el Gobierno de la República al Parlamento para inversión en infraestructura ferroviaria. 
¿Qué porcentaje representa esa asignación presupuestal en el total de recursos del presupuesto del Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas? 


Por otro, como sé que la política no se agota en la inversión de recursos presupuestales, ¿cuál es la idea del 
Gobierno en cuanto a la participación privada en el desarrollo de estas infraestructuras desde el punto de vista 
de la proyectada norma de asociaciones entre capitales públicos y privados? Asimismo, teniendo en cuenta la 
redefinición del modelo de gestión que está planteada en esta programación general que ha presentado el 
Ministerio, ¿en qué medida podría pensarse en la posibilidad de que los privados pudieran tener injerencia 
tanto en la activación de las vías férreas como en la participación de privados en la tarea del transporte 
ferroviario? ¿Y cuál va a ser el papel de AFE? 


Me parece que todo hace a ese rediseño institucional que está mencionado como titular pero cuyos 
contenidos no conocemos. Por las razones que mencioné, sería interesante profundizar un poco la 
información. 


SEÑOR BEROIS.- Quiero extender la pregunta del señor Diputado sobre la participación público- 
privada a las carreteras, que también es una de las banderas importantes del Ministerio y sería bueno 
conocer algún detalle de la hoja de ruta que tiene en este sentido. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En materia de ferrocarril no dimos 
demasiados detalles como tampoco lo hicimos en cuanto a los puertos. También se podría preguntar 
qué inversión vamos a hacer en el Sistema de Puertos o cómo se va a incrementar en las distintas 
ramas del negocio aéreo que integra PLUNA Ente Autónomo. Tenemos tres entes, que tienen su 
correspondiente plan de inversiones, gestión y planificación, pero me quiero detener en el ferrocarril 
porque, como bien se ha señalado, es una prioridad del Gobierno. De todos modos, no todas las 
prioridades del Gobierno están incluidas en el Presupuesto Nacional. 


En primer lugar, estamos trabajando en tres aspectos. El primero tiene que ver con el nuevo modelo 
institucional del ferrocarril digo "ferrocarril"- y su correspondiente regulación; todavía no hemos llegado a 
una conclusión. Este tema está siendo analizado por un equipo integrado por gente del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, de la Corporación Ferroviaria del Uruguay, del Ministerio de Economía y 
Finanzas y de AFE que está analizando esto. Lo que tengamos que hacer, aunque todavía no sepamos qué, 
requerirá de un tratamiento específico y especial del Parlamento. En el futuro, el Parlamento tendrá que 
discutir una norma específica a este respecto. 


Mientras tanto, AFE está trabajando en la mejora de su capacidad de gestión, haciendo acuerdos entre 
públicos y entre público-privados de transportes de cargas. Inclusive, la Cámara de Diputados está 
discutiendo una norma que autoriza a la Administración Nacional de Puertos a adelantar obra de 
infraestructura obviamente no de gran envergadura- a cambio de tarifa. Vamos a solicitar la aprobación de 
una norma similar para AFE así lo planteamos en la Comisión-, con el propósito, por ejemplo, de incorporar 
material rodante en sociedad con otros. Estamos sumamente abiertos para cumplir el objetivo. 


Sin duda, debemos trabajar en la mejora de la capacidad de gestión. Es necesario incorporar nuevas 
tecnologías en materia de información y comunicación para la corrida de los trenes, seguimiento de vagones 
por GPS, modernización del sistema de autorización de vías; todo esto lo tenemos que mejorar, al igual que 
debemos recuperar estaciones y dotar de infraestructura necesaria. Inclusive, en Rivera tuvimos una jornada 
técnica con la Intendencia y una de las cosas que estuvimos viendo fue la localización de una terminal 
logística que retire del centro de la ciudad la carga de madera que hoy opera allí, con todas las 
complicaciones que ello supone. 


Va a haber un proyecto específico para AFE que vamos a tener que discutir especialmente. De todos modos, 
sabemos que las inversiones necesarias van a requerir recursos extrapresupuestales; al respecto no hay 
ninguna duda. No quiero adelantar más que esto porque estamos en un proceso de búsqueda, pero puedo 
informarles acerca de las necesidades. 


Vamos a contar con $ 604:000.000 más US$ 60:000.000 para terminar en mayo de 2011 el tramo Rivera- 
Montevideo, cuyo énfasis principal está en el tramo que comunica la estación Pintado con Rivera. Debemos 
recuperar 1.400 kilómetros de vía para dejar a AFE en un nivel de operatividad que le permita no competir 
sino aumentar los niveles de transporte de carga a una velocidad de 30 o 40 kilómetros por hora con 16 o 18 
toneladas de carga por eje, aunque yo todavía no me juego a las 18 toneladas. Eso demandará una inversión 
de más de US$ 300:000.000 y, obviamente, vamos a tener que recurrir a fondos extrapresupuestales mediante 
la utilización de todos los instrumentos legales que tengamos a disposición y que el Parlamento nos vote. 


Entonces, no insistimos demasiado en el tema del ferrocarril porque estamos en pleno proceso de discusión. 
Todavía no se ha llegado a una conclusión definitiva pero cuando la tengamos, obviamente, requeriremos de 
una intervención del Parlamento. 


Con respecto al tema vial, hay varios instrumentos. Una parte es netamente del Presupuesto; otra, de las 
concesiones que hacemos habitualmente, y otra es la inversión que puedan hacer los privados. Intentamos 
recorrer algunas experiencias de colaboración público-privada, no solo para la red principal sino también 
para cierta caminería rural, que nos permitirá avanzar en la mejora de la calidad y en el desembolso menor de 
algunas ayudas que damos por lo general. 


Además, tenemos lo que la ley de participación público-privada nos va a permitir y, más allá de la 
Corporación Vial del Uruguay, la Corporación Nacional para el Desarrollo y todos esos instrumentos 
financieros, estamos tratando de idear un sistema que nos permita encarar, no una nueva modalidad sino la 
misma para algunas ramas de accesibilidad, con nuevas exigencias. Actualmente, tenemos concesionados 


algunos tramos como, por ejemplo, en las Rutas N* 1, N* 5 y N? 8 y en la Interbalnearia. Allí pagamos en dos 
partes: el peaje y un subsidio. 


Pensamos concesionar algunas mallas de accesibilidad -no necesariamente rutas-, que nos permitan exigir 
niveles de servicio y no tanto de recuperación de capital; obviamente, en el nivel de servicio estará la 
recuperación de capital. En estos casos, el pago de la cuota anual estará determinado en un cien por ciento 
por el nivel de excelencia que tenga el mantenimiento de la ruta. Si no está en un nivel de excelencia pero 
supera determinado mínimo -lo tendremos que establecer-, se pagará menos, y si no alcanza el mínimo, no se 
pagará nada. Con esto estamos incorporando el riesgo del privado a la hora de la construcción, 
mantenimiento, rehabilitación, reparación o recuperación de parte de la red vial. 


El otro complemento de pago tiene que ver con los tránsitos. Lentamente, la idea es ir hacia el pago por uso. 
Por eso, en el articulado solicitamos al Parlamento algunos instrumentos para analizar todo el sistema de 
peajes. 


Cuando digo "peajes", no quiero que se imaginen la barrera deteniendo el tránsito. Hoy la tecnología permite 
ser muy selectivos, sin necesidad de parar la marcha de ningún vehículo; por ejemplo, se podría hasta 
exonerar a los automóviles, ya que casi no gastan infraestructura. Lo concreto es que permite cobrar por uso, 
por desgaste y por kilómetro recorrido, amén de las bonificaciones que se podrían eventualmente establecer. 


Por ahora, todo esto es una teoría. Se trata de un instrumento que vamos a utilizar. Por eso ponemos el énfasis 
en algunos corredores. Esto no está orientado al plan de obras -que presentamos con carácter nacional y 
general- sino a determinados puntos que hoy pueden no tener mucho tránsito pero que, con algunas mejoras 
en la planificación y proyección de algunas vías y algunas acciones posteriores, pueden tener un incremento 
en este sentido. 


Es obvio que el puerto seco de Rivera va a tener un impacto en la comunicación entre Argentina y Brasil; 
nosotros deseamos que pase por Uruguay. Y es mucho más obvio que si alcanzamos algún acuerdo aduanero 
con Brasil, de modo tal que los funcionarios que controlan brasileños puedan estar en la frontera uruguayo- 
argentina y, a través del precintado electrónico -en esto estamos trabajando con la Aduana-, se facilite la 
circulación rápida de los camiones que vienen desde Argentina, pasan por Uruguay y se dirigen a Brasil, los 
impactos sobre ese corredor van a ser muy importantes. 


En el articulado también solicitamos algunas autorizaciones para el uso del espacio que circunda la carretera. 
Me refiero a las áreas de faja. Eventualmente -lo estoy diciendo en términos hipotéticos- podríamos 
concesionar la Ruta N* 26 para que quien tenga la concesión pueda planificar la doble vía, y darle en 
comodato servicios que se puedan poner en ese espacio intermedio: estaciones de servicio, restoranes o 
puestos de descanso para los camioneros, que a veces están descansando a la vera de los caminos. Todo eso 
puede ser parte del patrimonio que incorpore la concesión. Además, una obra de ese tipo tiene un gran 
impacto sobre los tránsitos. 


Ahora bien; esto no quiere decir que nosotros descuidemos otras dos rutas que son importantes. Una de ellas 
es la Ruta N* 14. En este caso tenemos algún inconveniente porque el tramo comprendido entre las Rutas 
N* 6 y N? 8 es departamental. Por tanto, esa parte no depende del Ministerio sino que es responsabilidad del 
gobierno departamental. La otra -que es transversal pero llega antes-, es la Ruta N* 12. 


Estamos trabajando en estas Rutas. En el caso de la Ruta N* 14, pensamos en la reconstrucción con 
tratamiento bituminoso y carpeta asfáltica -según corresponda- atendiendo, precisamente, a lo que planteaba 
el señor legislador. Lo ideal sería que estas rutas, que son discontinuas, tuvieran continuidad. Sin embargo, 
no quiero mentir al Parlamento: no vamos a tener los recursos suficientes para hacer todas las expropiaciones 
necesarias a los efectos de darles continuidad. Digo esto porque estas rutas se cortan; si bien tienen un 
trazado original que comunica dos puntos, no tienen continuidad. Es cierto que algunos tramos tienen una 
recarga importante de tránsito, pero en otros no hay más remedio que hacer desvíos. 


Precisamente, los corredores transversales son una de nuestras preocupaciones, porque hacen a la 
comunicación entre Valparaíso y Santos, que es el objetivo estratégico. 


Como decía, también estamos trabajando en la Ruta N* 12, en la que existen responsabilidades 
departamentales, concretamente en Maldonado. La parte de proyección jardín de la ruta, donde se están 


alojando grandes chacras o emprendimientos turísticos, es de jurisdicción departamental; está ubicada en el 
tramo comprendido entre las Rutas N* 9 y N* 10. Si la Ruta N* 12 estuviera completa, comunicaría Nueva 
Palmira con Punta del Este; esto no es menor. 


Para la Ruta N* 14 tenemos prevista una inversión en el quinquenio de US$ 24:621.123; esta es la proyección 
de inversión para la recuperación de tratamiento bituminoso y carpeta asfáltica, según corresponda. 


SEÑOR POSADA.- El señor Ministro hizo referencia a algunas dificultades en cuanto a que ciertos 
tramos de las Rutas N” 12 y N” 14 tienen competencia departamental. Esa competencia está definida 
por la ley. Por tanto, sería oportuno -si hay voluntad de parte del Ministerio- establecer modificaciones 
en ese sentido. Está claro que estas rutas son nacionales y tienen particular importancia -sobre todo, la 
N” 14- en lo que tiene que ver con la integración de nuestro país. Quizás esta sea la oportunidad de 
incorporar en la ley de Presupuestos una referencia expresa en este sentido. Me gustaría conocer la 
opinión del señor Ministro sobre este tema. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En primer lugar, nosotros estamos 
para atender lo que tenemos que atender. Además, como verán en el esquema, con recursos 
exclusivamente presupuestales no lo vamos a poder atender. La facultad de avanzar en otros 
compromisos de atención la podemos utilizar año a año en la medida en que el plan avance. 


Me parece que esta no es la oportunidad adecuada, porque no nos gustaría asumir nuevos compromisos que 
no vamos a poder atender. En la medida en que avance esta nueva modalidad de incorporación de actores que 
no son del sector público a la construcción de carreteras y nos deje disponibilidad, podremos asumir nuevos 
compromisos. 


Entonces, por un lado están las rutas transversales y por otro, la accesibilidad a los puertos en general, no 
exclusivamente al Puerto de Montevideo. Recién se hizo referencia a Nueva Palmira. Precisamente, al 
principio de la reunión informé que en el día de ayer anunciamos un incremento del tope de ejecución 
presupuestal de $ 830:000.000 para atender el inicio de obras que afectan Nueva Palmira, la ruta perimetral a 
la ciudad y la reparación de rutas preexistentes, para que los camiones no pasen por la casa de los vecinos. 
Asimismo, queremos apoyar el desarrollo de Fray Bentos, especialmente su puerto, no solo para que sea un 
auxilio de Nueva Palmira, porque aún para los más optimistas, el crecimiento de Nueva Palmira tiene una 
limitación geográfica, lo que nos obliga a mejorar el desarrollo del funcionamiento portuario de Fray Bentos 
y de Paysandú; para ello, resultan fundamentales los dragados y la promoción del transporte fluvial de 
algunas cargas. Obviamente, eso requerirá inversiones portuarias y será necesario que la ecuación económica 
del productor que envía las mercancías a puertos resulte rentable. En este sentido, también está la promoción 
del transporte fluvial de madera desde las costas de Rocha -precisamente, desde La Paloma- hasta UPM, a 
través del Río de la Plata y del Río Uruguay, volviendo con celulosa, para lo cual será necesario hacer allí 
algún puerto de atraco. 


En el día de ayer anunciamos todos los trabajos que tienen que ver con la accesibilidad de Nueva Palmira, 
que incluyen a la ciudad pero que no se agotan exclusivamente allí. En ese sentido, recibimos de la 
Intendencia Municipal de Colonia una propuesta provisoria para evitar el tránsito por Carmelo, que es una 
ciudad que se está viendo afectada por el desarrollo del puerto de Nueva Palmira. Asimismo, anunciamos 
mejoras en la Ruta N* 90, que comunica Guichón con Paysandú, ruta forestal por excelencia -¡ni qué 
hablar!-; la construcción de puentes en la Ruta N* 6, sobre el Arroyo Aguas Sucias y sobre el Río Santa 
Lucía, y trabajos de accesibilidad a un puente que teníamos previsto construir en el año 2010, en la Ruta 
N?* 11 sobre el Río Santa Lucía, que está en su fase final -habrán visto en los diarios la publicación de la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente convocando para cumplir con los requisitos que exige la Ley de 
Medio Ambiente- e implica todo un proceso. Para ello, hemos solicitado este incremento del tope de 
ejecución. Por suerte, logramos persuadir, y contar con el apoyo del Ministerio de Economía y Finanzas y del 
señor Presidente de la República para estas obras. 


Señor Presidente: no quiero entrar en la casuística de cada ruta. Es cierto que la demanda departamental es 
muy grande, pero lo que estamos presentando aquí, en términos generales, es la distribución en todo el 
territorio nacional de la rehabilitación y reparación de rutas -como dijimos y mostramos en la gráfica, no solo 
en la longitud sino en el tipo de obra y en los montos de cada una-, porque nuestro objetivo es lograr para el 


año 2015, un nivel de mantenimiento que no frene la producción. Obviamente, cumplir este objetivo 
demanda una distribución de esfuerzos en todo el territorio nacional. 


SEÑOR PARDIÑAS.-- Si bien es cierto lo que acaba de decir el señor Ministro, que no se debe entrar en 
la casuística de cada ruta, a veces no hay mejor oportunidad que la comparecencia de un Ministro y su 
equipo para analizar en profundidad los temas y, cuando se analizan en profundidad, sin duda, se cae 
en los detalles, porque el sostén de la explicación de estos hace a la comprensión conceptual del plan 
que se esboza para encarar el quinquenio. 


Los detalles importan, porque, modestamente, desde nuestra visión, entendemos que el desarrollo y la 
construcción de este país pasan por ir corrigiendo inequidades históricas. Si bien es cierto que esas 
inequidades indican hoy la concentración de algunas actividades económicas en determinadas zonas del país 
y que hay que atenderlas como políticas de Estado, creo que pensando, precisamente, en esa proyección de 
Uruguay para el año 2030 o más, debemos tratar de equilibrar la adjudicación y la asignación de los recursos. 
Claramente, el noreste del país ha quedado atrás. Si vemos la malla de conexiones, tanto de rutas nacionales 
como departamentales, del sur y del litoral, advertiremos que es muy distinta a la del noreste. Ello no es 
producto de que los Gobiernos Departamentales o los regionales del Ministerio no hayan tenido interés, o 
capacidad de gestión para hacerlas bien, sino de que la asignación de recursos siempre fue desequilibrada. 
Entonces, en esa visión que mencionó recién el señor Ministro, de la conexión transversal, es importante 
tener nuevas prioridades para la ejecución de esas rutas. 


La Ruta N* 26 es de gran desarrollo -estoy de acuerdo- y ya hoy está teniendo una importancia significativa, 
que ha quedado demostrada no solo por el incremento de tránsito, tanto forestal como de granos y demás 
insumos, sino por su deterioro. Por eso, comparto que es una ruta principal para la interconexión del país. 
Pero en el Uruguay profundo también se están desarrollando nuevos emprendimientos que, sin lugar a dudas, 
van a tener un impacto social, económico y ambiental, como sucede con toda la zona minera que se 
desarrolla o tiene grandes probabilidades de hacerlo- en el centro del país, que más allá de que no va a 
transportar sus insumos por rutas, necesitará una atención especial porque habrá más actividad económica y, 
por ende, la población tendrá mayor movimiento. Por ello, la Ruta N* 7 deberá ser visualizada en ese 
concepto de integración social. 


Como Representante del interior del país, de esa zona que históricamente ha quedado para atrás -reitero-, 
quiero expresar esta inquietud para que se adopte esa visión estratégica que creemos importante. 


Vinculado con lo expresado, deseo saber si en esta idea de malla de accesibilidad que planteó el señor 
Ministro está previsto sostener la zona de las Rutas N* 26 y N* 7, con proximidad a Rivera y a Río Branco 
que sin duda son los dos principales puntos de intercambio de transporte de mercadería que tenemos con 
Brasil. 


Otro elemento que se esbozó en la presentación fue la realización de obras hidráulicas por parte del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas en este quinquenio. No podemos dejar pasar esta oportunidad para 
confirmar directamente lo que, en cierta manera, el señor Ministro planteó en algún momento en la Comisión 
de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas de la Cámara de Representantes con relación a una obra 
que ha venido integrando varios presupuestos, pero, lamentablemente, no se ha ejecutado, que es el proyecto 
de Itacuruzú, obra de saneamiento de la ciudad de Melo; no es una obra de producción, sino de saneamiento. 
Queremos saber si realmente hay una línea estratégica de apoyo a ese trabajo. 


Por otra parte, en esa gestión interinstitucional que planteó el señor Ministro, quiero saber cómo se está 
visualizando y proyectando la integración y las responsabilidades que hoy tiene la Dirección Nacional de 
Hidrografía con la Dirección Nacional de Aguas que crea el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente en este Presupuesto, cambiando la modalidad de la anterior Dirección. 


Estas son las preguntas que quiero formular ante la presentación general que realizó y fundamentó el señor 
Ministro. 


SEÑOR OTEGUL.- En primer término, quiero saludar especialmente al señor Ministro y a la 
delegación. 


En segundo lugar, un pedido expreso de disculpas al señor Diputado Posada, a quien respeto y conozco desde 
hace años; lo mío fue un comentario inconsciente, por falta de experiencia, sobre la referencia que hizo al 
tramo de la Ruta N* 26. Coincido con el señor Diputado Pardiñas en el sentido de que lo forestal y agrícola 
tiene un movimiento muy especial. 


En lo que refiere a algunas conexiones con las rutas, pude observar que se manejaba algún porcentaje de 
bituminización, recuperación de bitumen y de carpeta asfáltica. Quería consultar si en esa bituminización está 
contemplada la Ruta N* 108, entre la Ruta N* 12 y Zapicán, así como en la zona de Cerro Chato, la Ruta 

N* 26; estoy hablando de los Departamentos de Paysandú y Lavalleja. 


En lo que tiene que ver con la hidrovía y los puertos del Río Uruguay, evidentemente está planteado el 
dragado porque el señor Ministro lo manifestó, pero me interesa saber cuál es la idea de profundidad y de 
inversión. Además, quisiera saber si los puertos del Río Uruguay están contemplados como desarrollo 
turístico en puertos de yates, además de los de transporte de mercaderías. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Las respuestas serán dadas con la 
relatividad que tiene el hecho de que estamos discutiendo los recursos. Hasta no saber qué recursos 
definitivos el Parlamento nos va a otorgar, no podemos establecer demasiados compromisos. Espero 
que no nos recorten; soy parte del Gobierno, comparto la propuesta presupuestal, y no aspiro a que me 
den más recursos presupuestales, solo espero que no me recorten ninguno. 


Tenemos un plan general que abarca todo el país. Dependerá de los recursos de que dispongamos y de las 
prioridades que cada uno tenga, porque se imaginarán que los recursos no son ilimitados, no estamos 
manejando acá el presupuesto de Estados Unidos para la infraestructura, ni estamos en la situación de ese 
país. Nos tenemos que manejar con recursos escasos para los cuales hay prioridades -que todos 
compartimos-, como el apoyo a la vivienda, los recursos extraordinarios para la educación, para la seguridad 
y todo eso implica que esa masa de recursos se distribuya más o menos igual. 


Tenemos un incremento de los recursos respecto del quinquenio pasado. No es el que deseamos si lo miramos 
solo desde nuestro punto de vista egoísta y subjetivo, pero es el que podemos, de acuerdo a la realidad 
presupuestal nacional. Por eso es que no nos resignamos y vamos a la búsqueda de nuevos instrumentos que 
permitan a otros, que no son el Estado, participar en el cumplimiento de los objetivos que se plantean. 


Es obvio que si hemos planteado el desarrollo de la hidrovía Uruguay-Brasil -así fue como lo acordamos con 
los brasileños-, demandará esfuerzos de infraestructura que apunten a comunicar esos puntos de la hidrovía 
con la producción. Sería paradójico que construyéramos terminales portuarias en la hidrovía Uruguay-Brasil 
y no pudiéramos llegar a ellas. 


Entonces, hay una preocupación nuestra respecto a la accesibilidad. Cuando decimos accesibilidad a puertos, 
no estamos mirando exclusivamente la accesibilidad a los puertos del Río Uruguay; nombré el de La Paloma 
y los de la hidrovía, porque ya sabemos que en la Charqueada va a haber un emprendimiento privado para 
instalar un puerto y hay que darle accesibilidad. 


Estamos tratando de incorporar alguna ruta de las que mencionaban los legisladores de Cerro Largo, 
justamente en este nuevo modelo de concesión que estábamos estableciendo. A lo mejor no es solo con una 
de las rutas; capaz que hay que agarrar más de una para que pueda ser una oferta atractiva para los agentes no 
estatales, que nos permita tener un horizonte de mantenimiento de quince años. Esta es la otra cuestión que 
me olvidé de resaltar y aprovecho la oportunidad para hacerlo. Los presupuestos se empiezan a ejecutar en 
enero del año siguiente al que ingresan los Gobiernos, tienen una cadencia de planificación y su ejecución 
termina acumulándose en el último año, que coincide con el año electoral. A veces se piensa que se hace a 
propósito para que la gente tenga una especie de viento a favor sobre el gobernante. Sinceramente no creo en 
eso; no creo que dé ningún resultado. He visto Gobiernos que en el último año han hecho muchas obras 
departamentales y han perdido las elecciones porque, por suerte, el ciudadano es inteligente. Es más, en 
algunos casos tiene un efecto contrario; la gente se enoja porque esas obras se acumulan. 


Con este esquema de quince años, nosotros estamos rompiendo con la lógica que el presupuesto otorga, 
porque el plan de obras de mantenimiento queda estable, independientemente de quien gane la elección, 
cuándo empiece a trabajar, etcétera. Hay una malla que está asegurada en su mantenimiento y su nivel óptimo 


por quince años. Este es un nuevo esquema que, desde el punto de vista país, funciona muchísimo y da 
resultados. Le permite a las empresas planificar su estrategia durante un plazo mayor que la entrada o salida 
de un Gobierno, y a los trabajadores les está asegurando una perspectiva de mantenimiento del empleo que 
no se lo pueden asegurar los planes de cinco años. Estamos rompiendo con esa lógica. Por lo tanto, estos 
planteos de tratamiento bituminoso y demás, en la medida en que esté aprobado el Presupuesto, no tenemos 
inconveniente en compartirlos. 


Estamos realizando jornadas técnicas con las Intendencias -las vamos a hacer con todas- a efectos de conocer 
las demandas de estas hacia nuestro Ministerio y mostrar nuestros planes sobre el territorio de esos 
departamentos. De la comparación, surgirán las similitudes y diferencias, para ver si podemos llegar a 
acuerdos respecto a estas últimas, quitando prioridad a algunas cosas a pedido de las Intendencias; tiene que 
quedar claro que tal cosa no se hace porque la Intendencia lo pidió, y quiere hacer otras. Las diferencias que 
persistan, se canalizarían a través del Fondo de Desarrollo del Interior, el que dirá si dispone o no de recursos 
para estas obras que se tiene que encarar. En esta etapa queremos tirar abajo esa idea de que el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas lo puede todo y tiene recursos para todo. Obviamente, los legisladores saben que 
no es así, porque el Presupuesto está clarísimo, pero no es la percepción ciudadana. Simultáneamente se nos 
pide la rebaja del Estado, la reducción del gasto, etcétera, y se nos está pidiendo el techo, la piscina, la pista 
para el club, que se arregle tal teatro para la Comisión vecinal tal; en fin: se pide una serie de recursos, lo cual 
entra en contradicción con esa solicitud de achique de los gastos. 


Con respecto a lo que está planteado para el arroyo Conventos, hemos aprobado el plan ejecutivo, pero 
también estamos en la búsqueda de recursos, porque esa obra cuesta US$ 14:000.000, más las 
expropiaciones. Esa suma significa casi 20 kilómetros de ruta. 


(Interrupciones) 


—¿US$ 4:000.000 más? Así que estamos hablando de unos US$ 18:000.000. Por lo tanto, estamos buscando 
otras alternativas que sean un poco más rentables o, en su defecto, socios público-privados que nos permitan 
participar de algunos beneficios. 


Yo me quedé contento cuando se dijo que era una obra de saneamiento, porque inmediatamente pensé en 
pasársela a la OSE. Pero se trata de una obra que tiene que ver con una cuestión muy sentida, que son las 
inundaciones que se pueden generar en determinadas épocas, y con cómo se maneja el recurso agua. 
Créaseme que tengo toda la pasión puesta en esto, pero también tengo los pies en la realidad, porque es un 
arroyo al que quiero mucho. Y lo quiero más que nada por mi padre, que hizo uno de los poemas más lindos 
que conocí en mi vida sobre el arroyo Conventos; él fue criado en el barrio Arpí en Melo 


Ahora bien; podemos adelantar hasta cierto punto. Somos bastante reacios a los anuncios rimbombantes; 
preferimos la humildad de las concreciones y solo decimos que estamos trabajando. Tenemos el plan 
ejecutivo: estamos buscando alternativas a estas cuestiones que son muy sentidas y sé que vamos a tener la 
colaboración de la Intendencia, porque hemos hablado con el Intendente Botana, quien también está 
buscando algunas vías para concretar la obra; quizás en una primera instancia no será la obra ideal que habría 
que hacer, sino alguna otra que mitigue la problemática y nos permita ganar tiempo mientras conseguimos los 
recursos. 


SEÑOR OTEGUI.- El Ministro hizo referencia al acuerdo con las Intendencias y a que esto lo 
resolviera el Fondo de Desarrollo del Interior. Quisiera saber si cuando menciona a este Fondo, está 
aludiendo a la cuota parte que le corresponde a las Intendencias o a lo que es del Ministerio. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Yo establecí claramente que la 
intervención en los departamentos la tenemos a través del Presupuesto mediante tres instrumentos: la 
acción presupuestal, la caminería departamental y el Fondo Forestal. Por lo general, las demandas de 
las Intendencias van más allá de las previsiones presupuestales. En las jornadas técnicas establecemos 
si es posible hacer algún cambio de plan; ante las solicitudes de la Intendencia, se acuerda y se 
establece qué se deja de hacer a pedido de la Comuna -y eso es conocido por todo el mundo- y qué es lo 
que se hará. Cuando hay diferencias que se sostienen, o cuando no tenemos los recursos para 
abarcarlas, decimos que hay que canalizarlas hacia el Fondo de Desarrollo del Interior. Se trata, pues, 
de que ese Fondo pueda asumir incrementalmente más recursos de los que ya tiene por la aportación 


del acuerdo Congreso de Intendentes-Gobierno, en cumplimiento de los artículos constitucionales. O 
sea que los nuevos recursos que se dispongan, obviamente contra proyectos, los tendrá que resolver el 
Fondo de Desarrollo del Interior o quien sea: puede ser colaboración internacional u otros 
mecanismos. 


Lo que queremos que quede bien claro es que lo que el Ministerio no puede asumir no lo va a financiar; 
colaboraremos, pero los recursos no van a venir de acá: los canalizaremos por otro lado. El primer camino es 
el Fondo de Desarrollo del Interior, que tendrá que analizar si incrementa las ayudas a ese departamento por 
encima de lo que tiene asignado por el acuerdo. 


En el Presupuesto pasado se separó la Dirección Nacional de Aguas y Saneamiento, que es una hija de 
nuestra Dirección Nacional de Hidrografía, y ahora está culminando el proceso de los funcionarios para que 
emigren al Ministerio correspondiente. En ese sentido, en este articulado hemos fijado una serie de normas 
que delimitan aún más las competencias de unos y otros; esto lo vamos a ver detalladamente. Todo lo atinente 
a Obras hidráulicas, su control y todo eso es nuestro, y la policía medioambiental sobre el tema del agua -sé 
que mucha gente no quiere ser policía, pero a cada uno le toca su rol- lo llevará a cabo la DINASA. Nosotros 
nos vamos a ocupar de las obras hidráulicas que están detalladas en el articulado en varias normas 
correspondiente a la Dirección Nacional de Hidrografía. 


Creo que con esto he contestado a todas las preguntas formuladas. 


SEÑOR YANES.- Al trabajar en el tema de turismo, me detuve en el apoyo que va a tener el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas, en el trabajo conjunto con el Ministerio de Turismo, en el tema de los 
deportes náuticos. Como cada uno acá viene de una chacrita, por más que intente ver todo el país, nos 
preocupa saber qué espacio de trabajo puede existir -no hablo de plata, sino de voluntad- para la 
construcción del puerto en Atlántida que venimos pidiendo desde hace tantos años. En el Presupuesto 
pasado el Ministerio de Transporte y Obras Públicas ya había previsto favorecer todo lo que implicara 
avanzar hacia un puerto deportivo en Atlántida. 


Entonces, quisiera saber qué espacios existen para trabajar en conjunto en este sentido, ya sea con inversión 
pública, público-privada o con colaboración internacional, y qué voluntad hay en el Ministerio para facilitar 
esos trabajos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Estamos disponiendo de 
US$ 500.000 para los estudios básicos de ese puerto deportivo. Además, estamos teniendo 
conversaciones con inversores privados. Con el Director de Hidrografía, ingeniero Jorge Camaño, 
estuvimos reunidos con un representante chileno de empresas españolas que pueden estar interesadas 
en invertir en ese puerto, que tendrá un atractivo inmobiliario sobre alguna propiedad que tiene el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas en esa localidad, precisamente en la cabecera del puerto, 
para poder hacerlo atractivo. El proyecto está; lo decíamos en el plan general: este es uno de los 
puertos que creemos que hay que hacer a través de la concesión a inversores privados. Aunque no fue 
el tema principal de la reunión, cuando lo planteamos despertó un interés relativo, que esperamos se 
concrete para hacer un llamado a licitación que nos permita contar con un instrumento más para el 
desarrollo turístico del Uruguay en general, y en particular, del departamento de Canelones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comenzamos con el análisis del articulado del Inciso 10, "Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas". 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En primer lugar, quiero aclarar que 
por problemas informáticos, que ya fueron señalados, el orden de los artículos no quedó con la lógica 
que nos hubiera gustado. 


Llegado el momento vamos a pedir que el artículo 458 se suprima, porque entra en contradicción con algunos 
que están planteados como normas generales, y en tanto tenemos aseguradas ciertas cosas, no nos preocupa 
su supresión. 


El artículo 446 tiene que ver con las adscripciones. La idea es dar igual tratamiento a las Direcciones 
Nacionales del Ministerio, generando en aquellas que a la fecha no cuentan con la figura del adscripto la 
posibilidad de contar con este, a excepción de la Dirección Nacional de Transporte, que es la única que 
cuenta con otros cargos de particular confianza, como lo son los Directores Generales que tienen la Dirección 
General de Transporte Carretero, la Dirección General de Transporte Aéreo y la Dirección General de 
Transporte Fluvial y Marítimo. En esas tres Direcciones Generales se hace innecesaria la figura del adscripto, 
obviamente, por una racionalidad administrativa. 


Nosotros valoramos muy positivamente esta figura en los lugares donde ya existe, porque promueve el 
trabajo de equipo y facilita el relevo en ocasiones de la ausencia temporal del Director Nacional. 


SEÑOR ABDALA.- Tengo entendido que a través del tiempo se fueron suprimiendo cargos de 
Subdirector Nacional en las distintas unidades, pero subsiste el de Director Nacional de Topografía, 
que cesa al vacar. Pido que se me confirme si es así. 


SEÑOR FERRER.- Es correcto. Históricamente ese fue el proceso que se dio. Es cierto que está 
provisto el cargo de Subdirector de la Dirección Nacional de Topografía. Actualmente el Subdirector 
está haciendo uso de sus últimos días de licencia previo a la concreción de su jubilación. El cargo cesa 
al vacar. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El artículo 447 refiere a las partidas 
de alimentación y pago por terceros. En los pliegos de condiciones particulares para la contratación de 
obra, mantenimiento y explotación de concesiones de obra pública, así como demás contratos y 
convenios que celebra el Ministerio se incluyen cláusulas específicas en las que el contratista 
concesionario asume la obligación de proporcionar alojamiento y/o alimentación al personal que 
integra o está afectado a la Dirección de Obra o a los organismos de contralor actuantes. 


A partir de los cambios normativos operados en los conceptos retributivos de ordenamiento financiero y de 
imposición tributaria, corresponde disponer que estos fondos pasen a constituir recursos específicos pagos 
por terceros y afectados a un fin específico. 


El artículo 448 refiere a la faja de dominios y terrenos sujetos a servidumbres. Esto lo estuvimos hablando 
lateralmente 


Lo que estamos planteando aquí es ampliar una facultad, que nos fue concedida por el artículo 207 de la Ley 
N? 17.930, procurando que el Ministerio pueda poner en valor diferentes terrenos que por un motivo u otro 
deben permanecer en su poder, en la medida que no afecten la seguridad vial, como forma de obtener mejores 
rendimientos de su patrimonio, que serían volcados a la realización de nuevas y mejores inversiones. 


Esto se vincula con la internalización de las externalidades de la inversión que se realiza o con el 
aprovechamiento de lo que se denomina la plusvalía de la inversión pública, es decir, el incremento de valor 
de la inversión pública, que hasta el momento no lo hemos aprovechado en todas sus posibilidades. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero saber cuál es la innovación con relación a la Ley de Presupuesto pasada. 
SEÑOR BEROIS.- ¿Qué utilidad ha prestado la aplicación del artículo 207 que mencionó? 


SEÑOR FERRER.- En cuanto al artículo 207, debo decir que estamos en vías de reglamentarlo. En 
realidad no se ha aplicado hasta la fecha; se está reglamentando a partir de la iniciativa de algunas 
solicitudes de tendido de fibra óptica. 


La novedad que se introduce aquí es, fundamentalmente, que no solo se autoriza el cobro del canon por parte 
del Ministerio sino la posibilidad de incorporarlo, entre otras cosas, en un proceso de concesión. Esto es, 
incorporar la faja de dominio público junto con la concesión de la respectiva ruta. Es eso lo que en definitiva 
se está habilitando. 


A su vez, debemos aclarar que hay disposiciones generales que establecen la imposibilidad de conceder 
comodato sobre bienes públicos a los efectos de su explotación comercial en el caso de la Administración 
Central y Entes autónomos. Eso también se está revirtiendo con esta norma. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Los ejemplos de cómo puede operar 
este artículo los dimos en la discusión inicial sobre algunas rutas. 


El artículo 449 refiere a la transferencia de créditos a la Dirección Nacional de Arquitectura de otras 
Unidades Ejecutoras del Ministerio. 


Este artículo pretende dotar de la misma agilidad para la ejecución de obras edilicias a las obras de las 
diferentes Unidades Ejecutoras del Ministerio, que la que tienen otros organismos públicos por convenio con 
la Dirección Nacional de Arquitectura, y que a la fecha no es posible por falta del marco jurídico habilitante. 
Queremos dentro del Ministerio lo mismo que tienen otros organismos públicos. 


El artículo 450 es el relativo a las compensaciones especiales, al establecimiento de plazos y a los 
compromisos de gestión. 


La norma que proyectamos procura introducir progresivamente los compromisos de gestión como un 
elemento decisivo en el otorgamiento de las compensaciones especiales que la normativa vigente autoriza a 
conceder a los funcionarios del Ministerio, estableciendo además la necesaria ratificación expresa sujeta a 
evaluación del grado de cumplimiento de los mismos para la renovación de las compensaciones 
mencionadas. 


En resumen, queremos utilizar el instrumento -que disponemos ahora- de las compensaciones como modo de 
pago por la gestión por resultado. 


El artículo 451 trata de la regularización presupuestal correspondiente a los concursos inconclusos. Lo que 
queremos es dar una solución a la situación de los funcionarios que se encuentran presupuestados a partir del 
1 de enero de 2008, desde el punto de vista formal, pero que, en la medida en que los concursos han sufrido 
alguna demora en su culminación, se encuentran aún figurando como contratados permanentes en los 
padrones funcionales correspondientes. Lo que procuramos es que la situación formal coincida con los 
padrones, que es lo que no ocurre en la actualidad. 


Los artículos 452, 453 y 454 refieren a la Dirección Nacional de Planificación y Logística. A través de estas 
disposiciones queremos transformar a la Dirección Nacional de Inversiones y Planificación en Dirección 
Nacional de Planificación y Logística, incorporándole competencias que procuran posicionarla como un actor 
central en las áreas de la planificación estratégica del Ministerio, en la coordinación con empresas públicas, 
en la promoción de la inversión privada y en el desarrollo de la actividad logística nacional. Esto se dará 
mediante una lógica de articulación con los actores vinculados a este sector de actividad, en la actualidad a 
través de la CONALOG y en el futuro a través de la INALOG, si el Parlamento aprueba la ley 
correspondiente. 


La estructura que estamos proponiendo tiene un fuerte perfil técnico profesional, de dimensiones acotadas. 


SEÑOR ABDALA.- Sería bueno detenernos un instante en el análisis de este tema, ya que estamos 
frente a la creación de una nueva Unidad Ejecutora, de un nuevo cargo de confianza. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Aclaro que no es una Unidad 
Ejecutora. 


SEÑOR ABDALA.- Está bien, es un nuevo cargo de confianza. Asimismo, esto conlleva la creación de 
otros cargos, como administrativos, técnicos, profesionales, etcétera. 


Desde el punto de vista de la fundamentación, sería bueno escuchar alguna explicación adicional. Recién 
estamos tomando contacto con el análisis de este planteamiento del señor Ministro. Aquí se describen 
algunos cometidos. Más allá de la importancia que todos asignamos y, sin duda, reconocemos al desarrollo de 


los servicios logísticos, la significación en el desarrollo económico y su participación en el Producto Bruto 
Interno, hoy el Ministerio de Transporte y Obras Públicas tiene estos cometidos, puede asumirlos y abocarse 
a ellos, sin necesidad de crear una estructura de estas características. Puede optarse por este camino; por 
supuesto que es legítimo. Simplemente, estamos pidiendo alguna justificación adicional. 


Además, debemos tener en cuenta otro elemento a incorporar al análisis. El Parlamento nacional está 
analizando la creación de un instituto específicamente referido a la logística, que tiene media sanción 
legislativa. Este Instituto se crea como persona de derecho público no estatal. Acabo de consultar al señor 
Diputado Saravia, quien trabajó en este tema en la Comisión de Transporte y Obras Públicas, al igual que el 
señor Diputado Rodríguez Servetto y nos informaban que si bien se trataría en la medida en que reciba 
sanción legislativa definitiva- de una persona de derecho público no estatal, el control del Estado, en 
particular del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, sería ostensible en la medida en que el Consejo 
Directivo tendría mayoría estatal como corresponde-, esa repartición estaría presidida por el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y, además, el gerente general sería designado por el Poder Ejecutivo a través de 
ese Consejo Directivo. Naturalmente se me dirá y yo lo acepto- que son roles distintos y que esta Dirección 
estará orientada a definir la política pública, la política del Gobierno, a este respecto. Eso lo sé; pero me 
parece que sería bueno que recibiéramos alguna fundamentación adicional en función de que el Ministerio ya 
tiene estos cometidos. Podrá justificarse que en tal caso será indispensable crear toda esta estructura paralela, 
adicional o complementaria a las distintas Direcciones Nacionales que ya existen en el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Acá estamos reformulando una 
realidad que hoy tenemos; no innovando demasiado. Suprimimos un cargo de alta prioridad y lo 
estamos cambiando por una Dirección dependiente de la Dirección General de Secretaría. O sea que el 
andamiaje está funcionando, solo queremos dar un nuevo estatus, en primer lugar, de planificación 
interna del Ministerio. 


En la presentación general, en lo relativo a la gestión, hablamos de la horizontalidad de un Ministerio que ha 
avanzado en los aspectos de coordinaciones internas esto va a requerir de otros artículos que pueden estar en 
discusión-, pero las reparticiones siguen funcionando por la historia, por cómo nació, por cómo se fue 
formando- como entidades relativamente autónomas unas de otras. 


Estamos incorporando un nuevo estatus. Estamos suprimiendo un cargo de alta prioridad para hacer lo que se 
debe desde otra institucionalidad, no como una especie de oficina asesora, sino como una oficina con todas 
las características, que permita coordinar, en primer lugar, la planificación interna del Ministerio. 


¿Cuáles son los beneficios de esto? Se gana en eficiencia, se evita la duplicación y hasta triplicación de 
esfuerzos, y se ayuda a fortalecer las áreas centralizadas de apoyo. Además, esta oficina coordinará los planes 
sectoriales con otros Ministerios, porque la horizontalidad hay que promoverla internamente. Esta oficina 
también tiene un rol de planificación dentro del Ministerio con el Uruguay logístico, cuyo horizonte es 2030, 
que implica la coordinación de varias instituciones públicas y privadas y el impulso de la logística con el 
sector privado. Esto incluye la participación hoy en CONALOG, mañana en INALOG, ya que esos institutos 
también deben tener un sustento estatal como motor que funcione eficientemente en ese impulso a la 
logística, que es un sector estratégico para el Uruguay. 


Estamos cambiando el estatus de esta Dirección para que opere como una especie de Inteligencia en el buen 
sentido de la palabra; no en el sentido de espionaje- que se adelanta con sus estudios y conocimientos al 
Uruguay que va a venir y plantea las distintas estrategias. 


Desde el punto de vista económico, no representa mayores erogaciones para el Ministerio, en la medida en 
que se suprime una cosa y se cambia por otra. Quienes han estado en la función pública saben que no es lo 
mismo tener en el organigrama una acción bien concreta, claramente definida, que no tenerla. Eso es lo que 
estamos planteando. Sé que hay aprensión por este tipo de normas; yo también la tendría. Pero en nuestro 
caso se justifica enormemente esta estructura, que además presenta dimensiones acotadas, un perfil 
extremadamente técnico, con un funcionamiento interno que imaginamos más de roles y trabajos cumplidos 
que de funciones estáticas, que hacen que la gente quede eternamente en una función y no pueda moverse de 
un lado a otro. 


Acá hay mucha transversalidad, inclusive en el funcionamiento de la unidad, con equipos que se proponen 
metas, las gestionan, las cumplen, las desarman, arman otras, según los objetivos. Esta Dirección inteligente 
es quizás una muestra de lo que queremos para el futuro de nuestro fortalecimiento institucional. Siempre se 
funciona mejor con ejemplos concretos y comprobables que con elaboraciones teóricas. 


Hoy, la Dirección, en las condiciones en que está, nos da un resultado muy bueno desde el punto de vista 
externo; tenemos que fortalecerla desde el punto de vista interno. 


Con respecto al Capítulo de la descentralización geográfica, que va desde el artículo 455 hasta el 457, el 
Ministerio tiene una extendida presencia territorial a través de sus diferentes Unidades Ejecutoras: Vialidad, 
Arquitectura, Hidrografía y Transporte. [No obstante, esta extendida presencia no se estructura en forma 
coordinada y se superponen diferentes lógicas de regionalización en función de características peculiares de 
cada Unidad Ejecutora que ni siquiera respetan los límites departamentales. Esta falta de coordinación en lo 
territorial que se suma a una fuerte lógica de autonomía excesiva por parte de las Unidades Ejecutoras, 
constituye una limitación fuerte a la coordinación interna o transversal del Ministerio así como a la 
coordinación externa, entendiendo como tal tanto a la relativa a otros Incisos de la Administración Central 
como con otros organismos públicos nacionales, departamentales, locales y actores privados, comunidades 
locales, etcétera. La ausencia de coordinación interna sumada a la existencia de estructuras duplicadas, 
diferentes procesos de configuración, inexistencia de unidad administrativa de apoyos comunes a todo el 
Inciso, y en algunos casos de las diferentes Unidades Ejecutoras, redunda en ineficiencia por multiplicación 
de estructuras y procedimientos, desaprovechamiento de las posibilidades de escala y en ineficientes 
controles administrativos. A ello tenemos que agregar la permanente necesidad de salidas al interior por parte 
de la administración centralizada de Montevideo para el cumplimiento de tareas administrativas que podrían 
resolverse en cada departamento de existir una estructura adecuada, con los consiguientes sobrecostos que 
todos estos desplazamientos implican. 


Frente a esta situación, la propuesta se orienta a la creación de la Unidad de Descentralización y 
Coordinación Departamental, dependiente de la Unidad Ejecutora 001, Despacho General de Secretaría, que 
estará encabezada por un cargo de particular confianza y contará con dieciocho funciones de Coordinador 
Departamental para los departamentos del país, excluido Montevideo, que deberá estar radicado en el 
departamento correspondiente y cuyos cometidos serán los siguientes: coordinar las acciones de los 
diferentes servicios dependientes de las distintas Unidades Ejecutoras del Inciso que tengan presencia 
permanente o realicen acciones en el departamento; ser la máxima autoridad administrativa del Ministerio en 
el Departamento; brindar a través de la Unidad Administrativa Departamental bajo su dependencia el apoyo 
requerido para el cumplimiento eficaz y eficiente de los diferentes cometidos del Ministerio; coordinar y 
relacionarse con los diferentes actores públicos y privados, dando cuenta al Director General de Secretaría y 
entablando un ágil canal de comunicación entre el Ministerio y la comunidad departamental; elaborar y 
elevar a aprobación del Director General de Secretaría el Plan Departamental Anual de acción en el 
respectivo departamento y su correspondiente evaluación. Las unidades administrativas departamentales se 
conformarán a través de la redistribución de funcionarios que se estime necesarios. 


En cuanto al procedimiento de selección para estas funciones de Coordinador Departamental que se crean, 
estamos sujetos a los procedimientos generales que se dispongan, los que habrá que armonizar con las 
disposiciones que prevé la propia ley presupuestal. Es intención del Ministerio al respecto que dicho 
procedimiento y selección incluya en primera instancia a los actuales funcionarios del Ministerio a efectos de 
aprovechar la experiencia de estos recursos humanos que se encuentran cumpliendo funciones en la 
Administración Pública en la medida en que estos cumplan con los perfiles adecuados para el desempeño de 
estas funciones. Si realizado el procedimiento de selección, la función no pudiera ser provista con un 
funcionario público, se realizaría una convocatoria abierta. Asimismo, contar con un procedimiento de 
evaluación anual del desempeño de la función que permita confirmar o remover a quien la desempeña en 
función del cumplimiento de los objetivos y compromiso de gestión inicial. 


Por los fundamentos expuestos, estamos planteando lo que Ministerios de un tamaño o Importancia como el 
de Transporte y Obras Públicas actualmente tienen: Directores Departamentales. Nosotros no vamos al 
esquema de Director Departamental sino al de una función que nos permita evaluar anualmente su trabajo y 
si no estamos conformes, removerlo. Es decir, tener más flexibilidad, pero que nos permita una acción 
coordinada en el departamento con una autoridad departamental que coordine las distintas Direcciones en la 


acción del departamento. Queremos decir muy claramente que no estamos planteando la creación de 
dieciocho cargos de particular confianza, es uno, el de responsabilidad de la Unidad. 


Los mecanismos de selección se harán, en primer lugar, entre los cuadros del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas y si no hay posibilidades de proveerlo internamente, se hará una convocatoria abierta, pero 
esto nada tiene que ver con las predilecciones personales o de otro tipo del Ministro. Los procesos de 
selección son claros para todo el mundo; por lo tanto, esta es una característica que queremos dar 
aprovechando una carencia que teníamos respecto a otros Ministerios, dando un salto en calidad. 


SEÑOR BEROJIS.- Con respecto a este artículo, quiero hacer algunas manifestaciones. 


Puedo llegar a entender las aspiraciones del señor Ministro respecto a la coordinación y eficiencia, pero a lo 
largo de todos estos años, la vinculación del interior a través de sus Directores Regionales con el Ministerio 
ha sido buena. Desde el punto de vista personal y de acuerdo con lo que ha sido la gestión en sí, creo que ha 
sido productiva. A través de los Directores Regionales, de las Intendencias, se ha creado esa coordinación 
permanente por la cooperación del Ministerio de Transporte y Obras Públicas con las Intendencias y con los 
ingenieros regionales. Es una excelente relación y creo que ha sido muy positiva para la función del 
Ministerio. Digo esto independientemente de si va a ser cargo de confianza, etcétera. Yo no estoy 
cuestionando eso, no me importa ni quiero introducirme en ello. 


Con respecto a la función en sí, creo que es totalmente innecesaria. Me parece que es crear más 
infraestructura. S1 analizamos cada uno de los Ministerios, prácticamente podemos decir que hay un pequeño 
gabinete ministerial en cada uno de los departamentos que a esto se suma, que no contribuye, que 
simplemente viene a agregar una función que se hace y bien y a lo largo de mucho tiempo. 


Sé que el Ministerio tiene todo el derecho de hacer el planteamiento y de entender la necesidad del caso, pero 
la experiencia que como legislador del interior tengo, realmente avala nuestra posición. Pienso que es por el 
buen funcionamiento y no estoy hablando, como decía recién, de quién va a ocupar el cargo y cómo se va a 
ocupar. Mi aporte simplemente es para tratar de que las cosas sigan caminando como hasta ahora; la relación 
que el Ministerio ha tenido con los Gobiernos Departamentales y con cada uno de los departamentos ha sido 
excelente, independientemente de que se puedan hacer o no las cosas, pues eso depende siempre de la 
cantidad de recursos que se tengan. 


SEÑOR ABDALA.- En el mismo sentido que el señor Diputado Berois y, por supuesto, sin el ánimo de 
que se interprete que nuestra pregunta conlleva alguna forma de suspicacia o de duda en cuanto al 
verdadero sentido, utilidad o conveniencia de esta propuesta es que nos interesa ahondar en este 
aspecto. En materia de Derecho Administrativo y Derecho Público en general, se entiende que aquello 
que se promueve y consagra en la norma es porque tiene una finalidad concreta y específica y el 
Ministro ha adelantado sin duda argumentos en esa dirección, pero yo quisiera profundizar en alguno 
de ellos. 


Concretamente, el literal B) definiría esta figura del Coordinador Departamental el señor Ministro se 
apresuró a decir, muy bien, que se trata de una función, y no de la creación de un nuevo cargo de confianza; 
cualquier similitud con la propuesta del Poder Ejecutivo contenida en el artículo 87 podría decirse que es 
mera coincidencia- y pregunto cómo quedarán determinados los roles en el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, que es una Cartera compleja, con una estructura muy grande, que tiene, por lo menos, cinco o seis 
Direcciones Nacionales con presencia, por lo tanto, en todos los departamentos e, inclusive, hoy tiene Jefes 
Regionales en distintas Direcciones. Entonces, quiero saber cómo se amalgamaría, cómo se equilibraría, 
cómo se compensaría, precisamente, la irrupción de este coordinador departamental con las figuras que 
existen hoy que, supongo, sobrevivirán, porque el señor Ministro no ha dicho que vayan a desaparecer ni 
tampoco está previsto en la norma presupuestal. 


Esta pregunta me parece muy importante, y en ese sentido me pregunto si, en el caso de este literal B), tal 
como está concebido, sería prudente que aparecieran definidos los roles y cometidos de esta función y, al 
mismo tiempo, qué ocurrirá con los demás estamentos que actualmente componen la estructura ministerial. 


En cuanto a la partida que se incluye en el Presupuesto para la contratación de personal, el señor Ministro ha 
dicho que en aquellos casos donde no se verifique la existencia de un funcionario con el perfil suficiente, 


iremos por el camino de la contratación. Está bien; me parece totalmente legítimo también, ¿pero qué 
avizora, proyecta o advierte el Ministerio a este respecto? Es decir, esto, en todo caso, ¿será una alternativa 
excepcional o nos encontraremos con la realidad de tener que contratar dieciocho Coordinadores 
Departamentales o diecisiete? Aunque desde el punto de vista de la forma estaría bien preverlo así, de la 
forma a la realidad, por supuesto, hay un trecho bastante más largo y podrían definirse escenarios bien 
diferentes. 


SEÑOR PARDIÑAS.- En cierta manera, esta experiencia ya se transitó en el Período anterior, y el 
Ministro de entonces había creado, en ciertos lugares, alguna figura de coordinación, precisamente, 
encomendándole, en calidad de función y no como cargo, porque no había norma al respecto. La 
experiencia que se vivió tal vez estuvo condicionada por la falta de norma que la respaldara, pero no 
dio resultados efectivos. Uno de los motivos es, precisamente, porque existe otra estructura dentro del 
Ministerio que es mucho más jerárquica, que son sus respectivas Direcciones Regionales, y advertimos, 
a la luz del literal que mencionó el señor Diputado Abdala, que se podrían estar generando dos cadenas 
de mando. Es decir, ¿a quién rendirán cuentas los equipos de la Dirección Nacional de Arquitectura 
que trabajen en un departamento y que dependan de una Regional? ¿A quién darán cuenta los equipos 
de Dirección Nacional de Vialidad que estén trabajando en un departamento y estén vinculados a esta 
función del Coordinador Departamental? 


Todos sabemos que si en la Administración no hay una cadena de mando, única, identificada por sus 
dependientes, se empiezan a generar las controversias y la ineficacia en la gestión, en la función y en la 
realización de la tarea. 


Entonces, esta razón ampliamente justificada de que debemos mejorar la ejecución de las políticas públicas 
en el territorio, que pasa por coordinar mejor, inclusive, dentro de los Ministerios- no justifica este camino de 
creación de nuevos cargos. Cuando se dice que la disponibilidad de recursos para hacer obras, reclamada por 
la sociedad, es limitada, pero se vuelcan a la creación de cargos, no se está enviando una buena señal a la 
sociedad, que necesitamos que nos apoye, al igual que precisamos un sector privado que apoye la política 
pública que queremos impulsar. Esto nos preocupa. 


Por otra parte, se está contratando por función, pero sabemos qué peso tiene esto desde el punto de vista 
administrativo como jerarquía, que es muy relativo, sobre todo cuando se dice que el Coordinador 
Departamental tendrá que orientar, supervisar y mandar a funcionarios que son presupuestados, que tienen 
otra calidad, otro vínculo con el Estado. Creo que acá no se están contando los innumerables recursos 
administrativos que se podrían presentar, al tratarse de jerarquías por función; no debemos olvidar que en el 
interior hay muchos funcionarios del Ministerio de Transporte y Obras Públicas presupuestados, que tienen 
otro carácter. Es decir, se podría generar un conflicto. Sin ser experto en estas cosas, temo que la ley deba 
favorecer a aquel funcionario que está en todo su derecho porque es presupuestado. 


Por otra parte, si el Ministerio de Transporte y Obras Públicas no encontrara a alguien con el perfil definido 
para el cargo dentro de su personal y fuera a contratar a alguien de afuera, quien será evaluado anualmente, 
quiero saber qué vínculo contractual se establecerá. En el mensaje presupuestal la Oficina Nacional del 
Servicio Civil plantea una serie de vínculos, pero acá no aparece cuáles son. Entonces, pregunto si esto 
generará o no consecuencias. En este caso, ¿se quiere aplicar el contrato de función pública, el permanente o 
el eventual? No sabemos. Creo que esto es importante. 


Además, este tipo de contratación sujeta a evaluación tiene otro problema. Cuando se contrata a alguien de 
afuera, se podría caer en la lógica de que todos los años, o cada dos o tres años, se cambie al jerarca 
administrativo máximo, lo que no daría continuidad alguna a la gestión. 


Siempre digo que si el Estado tiene funcionarios presupuestados es para hacer valer su función y, a su vez, 
para que su jerarquía se gane con el tiempo, y siempre se le puede exigir más al funcionario presupuestado 
que al contrato eventual, que tiene una base lógica y muy loable en algunos ámbitos, por cuanto si no sirve lo 
rescindimos, aunque esto no sirve a un jerarca para dar permanencia a la función. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Luego voy a pedir la colaboración 
del Director General del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, señor Ferrer, para terminar de 


contestar algunas preguntas, que están claras en el articulado, pero al parecer no quedaron muy 
claras. 


En primer lugar, nuestro lema es "hacer mejor lo que hay que hacer", y esto es parte de hacer mejor lo que 
hay que hacer. Aspiramos a que el llamado abierto sea excepcional, pero no podemos estar jugados a una sola 
carta, sería para que nos echaran si planteáramos esa única hipótesis. Estamos jugados a esto, pero lo que 
haga la gente es otra cosa. Yo no tengo la bola de cristal para prever el comportamiento de los funcionarios 
del Ministerio respecto de qué atractivos sentirán para participar de una función que está claramente definida 
como la máxima autoridad administrativa del departamento, concepto que está muy claramente establecido: 
lo que es técnico va por la Dirección correspondiente y lo administrativo por acá. Quizás por esto fracasaron 
los coordinadores, porque no tenían el bastón de mando de lo administrativo. Habría que preguntarse qué 
problemas han tenido en la gestión los Ministerios que hoy tienen Directores Departamentales, qué drama 
han tenido por contar con Directores Departamentales. Y estamos hablando de Ministerios complejísimos 
como, por ejemplo, el de Salud Pública. Creo que, al contrario: estos Directores Departamentales han 
representado una racionalidad, una eficiencia en el manejo del recurso donde está claro el rol de cada uno. 


SEÑOR PARDIÑAS.- ¿Me permite una interrupción, señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Prefiero terminar de contestar, 
señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Como se ha dicho, con esta 
propuesta vamos a redistribuir los recursos existentes no se va a crear una nueva oficina-, para que 
quienes tengan una función específica y especializada se dediquen exclusivamente a eso y no al trámite 
burocrático administrativo. Inclusive, acá se está mirando la acción del Ministerio a través de una sola 
Dirección que puede ser, fundamentalmente, la de Vialidad, pero el Ministerio abarca mucho más que 
eso. 


Aquí se dice "en mi departamento ha funcionado bien", y sí, yo no digo que funcionen mal. Pero las cosas 
que funcionan bien pueden funcionar mejor. Ahora: ¿qué pasa si la acción de Direcciones distintas en un 
departamento tienen contradicciones entre sí? ¿Quién lauda? Nosotros queremos una autoridad 
administrativa que laude aspectos administrativos, y en la cercanía del territorio, porque, además, se ahorran 
de recursos al evitar estos traslados permanentes desde Montevideo, que cuestan mucho dinero. Nosotros 
preferimos ver esto como una inversión, no como un gasto; una inversión que genera nuevos recursos para 
hacer las nuevas obras que necesitamos. Porque si seguimos así, hay ahorros que no se van a producir. 


¿Y por qué la sujeción a la evaluación? Para que nadie se duerma en el cargo y para que esté 
permanentemente exigido a una nueva actividad. Es como los Ministros: en teoría estamos en el cargo 
durante cinco años, pero si no funcionamos, nos sacan, y eso no altera a los funcionarios presupuestados. El 
cargo de Ministro, de Subsecretario, de Director General de Secretaría, todos los cargos de confianza del 
Ministerio, que mandan a funcionarios presupuestados, no ven mellada su autoridad por esta condición de 
que se pueden ir en cualquier momento. 


Esa es un poco la idea que estamos planteando: queremos ir a una perfección. Además, tenemos una acción 
regional que no coincide, porque las regiones para algunas Direcciones significan unos departamentos y para 
otras, otros. Y nosotros queremos hacer una política eficiente de acción sobre el territorio, mancomunada, 
inclusive, internamente mancomunada. 


Para nosotros esta es una cuestión central. No nos importa si hay coincidencia con otras cosas. Honestamente 
no nos importa: si es para bien de la ciudadanía, bienvenida la coincidencia. Solo decimos que es otra 
característica, distinta. No estamos creando cargos de confianza, estamos intentando redistribuir recursos 
generar acciones convergentes, sinérgicas en un departamento- de Direcciones que tienen autonomía, que 
pueden funcionar muy bien todas, individualmente consideradas, respecto de las Intendencias, que no es el 
único mundo que existe en un departamento, pero que en la interna deben funcionar mejor, tener mejores 
acciones administrativas, y ahorrar los recursos que se generan por tener que mandar personas de manera 


permanente al interior, lo que implica pagar viáticos, gastos por alimentación, etcétera. Es mucho más barato 
tener un Coordinador Departamental que hacer todo ese gasto. 


Inclusive, lo hicimos así pensando en mejorar la experiencia de otros Ministerios y nunca se ha levantado ni 
una sola voz contraria siendo que son de tanta complejidad como el nuestro, y algunos más pequeños que el 
nuestro. Por tanto, nos parece que es vital contar con esta posibilidad. 


Me gustaría que el Director Ferrer conteste otras interrogantes. 


SEÑOR FERRER.- Está dicho: en realidad también puede ser que sea un funcionario presupuestado 
debe quedar claro- al que se le asignará una función en caso de que, a través del procedimiento de 
selección competitivo, se evalúe que reúne los requisitos; si es un funcionario presupuestado, pasaría a 
ejercer otra función. Quiero aclarar que esta es la tendencia que viene planteando la Oficina Nacional 
del Servicio Civil en cuanto a la asignación de cargos de responsabilidad de jefatura y de dirección en 
el marco del rediseño de la carrera administrativa. Los cargos de Jefatura y de Dirección se concursan, 
se asignan y son reversibles; por lo tanto, en caso de que el funcionario presupuestado sea evaluado 
negativamente, vuelve a su cargo de origen. Esa es la tendencia que está planteando la Oficina 
Nacional del Servicio Civil en este marco general. 


Por otra parte, si no es con funcionarios, como de todas maneras el Ministerio entiende que necesita 
proveerlos, se procurará hacerlo a través de un concurso abierto, cuyo resultado general será la suscripción de 
un contrato temporal de función pública, que es lo que está previsto en el Presupuesto en el Capítulo 
correspondiente. 


Esas son las dos figuras previstas desde el punto de vista presupuestal: será mediante asignación de 
funciones, en ese caso complementando el salario que se le fije a la función, y, en el otro caso, con un 
contrato temporal de función pública. En definitiva, estas son las dos líneas que se plantean en el marco de la 
tendencia en reforma en materia de carrera administrativa. 


Cuando decimos que es la máxima jerarquía administrativa, queremos decir que es la cabeza de la unidad de 
apoyo departamental que se está creando. Aquí pretendemos centralizar todo el apoyo desde el punto de vista 
administrativo y que no tengamos apoyos diferentes, uno para Vialidad, otro para Transporte y otro para 
Hidrografía. Esto supone, como bien decía el señor Ministro, situaciones en las cuales, por ejemplo, la 
Dirección Nacional de Transporte envía a un funcionario a Bella Unión a notificar y, simultáneamente, la 
Dirección Nacional de Hidrografía hace lo propio enviando a un funcionario a la misma localidad. La 
diferencia es que son funcionarios de distintas Unidades Ejecutoras y, por lo tanto, el traslado se duplica. Lo 
que pretendemos es canalizar todo el trámite departamental desde el punto de vista administrativo a través de 
una oficina. No es más complejo que esto. 


El señor Ministro decía con claridad que acá hay una cuestión que hace a la jerarquía técnica y otra que hace 
al manejo administrativo y a la actuación administrativa. En ese sentido estamos tratando de que la cuestión 
que tiene que ver con lo técnico se especialice y se dedique a eso, y que lo administrativo también se 
especialice y se dedique a ello. Nos consta que los Directores Regionales a los que aludía el señor Diputado 
Berois eran los de Vialidad, que tienen una magnífica relación y nada obsta que esto se siga trabajando en ese 
sentido. A la vez, la Intendencia tendrá un referente más permanente, ya que será uno por departamento, y los 
Directores Regionales de Vialidad, como los otros que los hay-, no tienen referencia exclusiva a un 
departamento. Lo que se procurará, en definitiva, es fortalecer el apoyo a otros aspectos que no refieren 
exclusivamente a la vialidad, pero sí al Ministerio de Transporte y Obras Públicas en sus otras áreas, que 
también pretendemos mejorar con la coordinación. 


Eso es básicamente lo que se está planteando. Creo que se han contestado las dudas expresadas. 


SEÑOR PARDIÑAS.- No quisiera armar una polémica sobre este tema, porque, además, hay una 
historia muy extensa en cuanto a estas cosas en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Hemos visto y creo que esto no se cambia con la figura de un Coordinador Departamental- que se han 
trasladado camiones de la Dirección Nacional de Arquitectura para llevar tres tarros de pintura a una escuela 
rural que se está pintando en obra por convenio. No de ahora, ¿eh? Mire que estoy hablando de historias 


anteriores en el tiempo. Y eso no va a cambiar con la figura de un Coordinador Departamental. Creo que acá 
lo que necesitamos es que realmente las Direcciones coordinen y que las Jefaturas Regionales coordinen; es 
decir, que el propio Ministerio adopte una política institucional de sostener como lo presentó el señor 
Ministro-, de horizontalizar la acción. Esto no genera la horizontalización; lo digo humildemente. 


Conociendo el accionar del Ministerio en el interior, me parece que hay que trabajar en esa línea, porque, en 
definitiva, también el Gobierno está haciendo un gran esfuerzo lo veíamos el otro día cuando Presidencia 
hizo la presentación- en lo relativo al Gobierno electrónico. Hoy no podemos estar pensando en que el ahorro 
de viáticos tenga que ser por la creación de una figura departamental cuando tenemos el recurso de la 
informática, para lo cual también estamos dotando de recursos al Ministerio a fin de que mejore en ese 
sentido. Creo que hoy existen numerosas formas de solucionar este aspecto. No sé si podemos hablar de 
abaratar, porque por lo menos yo no veo esto desde el punto de vista economicista. Lo veo desde el punto de 
vista político, de una lógica institucional en la cual transversalizar no quiere decir crear cargos de 
coordinadores, sino que las instituciones que hoy tenemos trabajen más integradamente en sus divisiones. A 
eso es a lo que me refiero. Es una visión conceptual. 


Quiero aclarar especificamente al señor Ministro que no se trata de un problema de costos lo que estamos 
evidenciando en este tema, sino una visión institucional y de visión de Gobierno, que, para nosotros, debe 
tener otro fundamento. Simplemente quería dejar esta constancia. 


SEÑOR YANES.- A cuenta de la discusión que tendremos, quiero dejar una constancia con respecto a 
lo que se planteó en Sala. 


Nosotros no somos del interior de verdad; para algunos no somos gauchos ni cajetillas, pero siempre hemos 
escuchado decir que vienen los "maracanases del pueblo", de Montevideo y de la capital, a decirnos las cosas 
del interior. Creo que acá hay un esfuerzo por descentralizar; como bien decían el Ministro y sus 
acompañantes, el jerarca no va a ir desde Montevideo a Bella Unión para ver qué está pasando y decir cómo 
resolverlo, no solo por los costos. Esta es una cuestión que se arregla en forma descentralizada, con los 
riesgos que implica tener estos problemitas que se pueden estar generando, más allá de la historia que hay al 
respecto y según la instrumentación que se haga. Es algo hecho por hombres y mujeres, así que será 
perfectible. Yo me juego a que en el nuevo Estado al que aspiro quiero empezar a eliminar algunas cosas. Por 
ejemplo, hablando de Canelones, cuando tenemos que resolver cada cosa en la capital del departamento es un 
lío bárbaro y la distancia es de 70 u 80 kilómetros, por lo que me imagino lo que puede significar estar a 300 
o 400 kilómetros. 


Entonces, a modo de constancia política, asumo que los riesgos de superposición de actividades, etcétera, 
etcétera, dependerán de la capacidad que tengan los compañeros del Ministerio para aceitar el mecanismo, 
pero ya me jugué a la descentralización, y esta implica sacar papeles y expedientes del medio y poner al 
pueblo y a la jerarquía en una relación lo más directa posible. De este modo, habrá gente de cada 
departamento, de cada región, poniendo la cara y no alguien que, como siempre nos han dicho, hace y 
deshace desde un escritorio de Montevideo. 


Quería dejar esa constancia aunque después lo discutamos internamente y/o en oportunidad de que lo 
considere la Comisión. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ASTI.- El Director General Ferrer profundizó sobre la consideración que quería hacer cuando 
me anoté para hacer uso de la palabra, al decir que este concepto no es innovación de este Ministerio 
sino que responde a los cambios que se plantean en la tarea pública, precisamente determinando 
funciones evaluables para mejorar la gestión. No voy a reiterar la explicación, porque ya la dio quizás 
mejor- el Director General, pero quiero recordar que una de las exigencias, la radicación en el 
departamento, es lo que puede aclarar algunas de las cosas en las que no se ha profundizado. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer solo una anotación adicional desde el punto de vista formal o 
jurídico. Más allá de las dudas que sobre el fondo del asunto ya planteamos, quiero trasmitir lo 
siguiente. 


El Ministro ha dicho con énfasis por supuesto, lo creo y lo tomo como que esa es la voluntad política del 
Ministerio- que el propósito es asignar prioritariamente estas funciones a funcionarios del Ministerio y que 
solo se iría a la contratación por vía excepcional. Me da la impresión, sin embargo, que el artículo 456 no 
está redactado sobre la base de ese criterio. Creo que la redacción, desde ese punto de vista no es la más feliz 
se podría decir así-, en la medida en que se crea la función, después se habla de la contratación para la 
función y se dice: "Será condición para la contratación en la función que se crea en este artículo la radicación 
en el respectivo departamento"; y, finalmente, se asigna una partida para las contrataciones correspondientes. 
De ningún lado surge lo que el Ministro acaba de expresar y, repito, esto no va dicho en función de ninguna 
desconfianza, consta en la versión taquigráfica, pero repito que sería mucho más prudente, razonable u 
ortodoxo que si esa es la solución que se va a promover estuviera contenida en el texto del artículo. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- En principio, estoy de acuerdo con el planteo. Creo que está en línea 
con el objetivo de descentralizar y horizontalizar. Pero no sé por qué se exceptúa a Montevideo y 
quisiera que me lo explicaran. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Como en el caso de la pregunta 
anterior, yo voy a contestar algunas cosas y otras el señor Ferrer. 


La realidad que tenemos hasta ahora es que, por una vía u otra, la coordinación entre distintas unidades del 
Ministerio en los departamentos no ha sido la mejor. Me refiero a la coordinación; no es lo mismo que la 
relación con un Director Regional, que a veces vive en el departamento, que puede ser buena, aunque habría 
que ver qué opinan en el departamento en que no vive el Director. 


No tenemos cómo comparar la nueva estructura como para decir que va a ser mala o no, pero tenemos una 
ventaja con respecto a experiencias anteriores; por eso, insistimos en la función de coordinación. Si ponemos 
un Director como tienen otros Ministerios, eso queda fijo, estático, y es muy dificil volver atrás si la 
evaluación es mala. Yo prefiero hacer los cambios cuando detecto que algo anda mal que morir con los ojos 
abiertos por mantener la continuidad. No es lo mejor. 


Entonces, hoy no tenemos la posibilidad de decir que esta función de Coordinador Departamental que 
estamos creando no cumple con los objetivos, porque no tenemos con qué compararla. Pero si eventualmente 
fuera un fracaso más, tenemos la posibilidad de evaluar y de eliminarla de manera rápida, es decir, no cubrir 
esa función, cosa que no creemos que suceda. El criterio que guía la propuesta es lograr una acción más 
eficiente y más eficaz del Ministerio en cada uno de los departamentos, porque cuando los recursos no son 
abundantes se trata de hacerlos rendir, de que lo que vale cien rinda ciento veinte o ciento treinta. 


Acá estamos enfatizando la gestión, y cuando hablamos de transversalidad y horizontalidad no significa que 
no haya elementos que jueguen como coordinadores, como pivots de lo distinto. En la horizontalidad alguien 
tiene que convocar a los distintos; como se dice en el truco, alguien tiene que "ir al pie" porque si no, la 
lógica de las autonomías sigue de largo y no hay decreto ni imposición desde la lejanía que pueda resolverlo. 
Solo se resuelve en el territorio y en la gestión particular de todos los días. 


Cedo la palabra al Director General Ferrer. 


SEÑOR FERRER.- Antes que nada, si la redacción del artículo no refleja lo expresado en la 
fundamentación que se ha hecho, obviamente que estamos abiertos a mejorarla en lo que sea posible a 
efectos de dar mayor tranquilidad, si es que fuera necesario. Advierto, además, que en la medida en 
que hubo transformaciones simultáneas con respecto a cuál iba a ser la situación a futuro y al esquema 
que se planteaba en materia de normas generales, también surgieron a la hora de hilar con mayor 
precisión la redacción del artículo. 


Creo que claramente está expresado cuál es el procedimiento que se va a seguir. Los recursos establecidos 
prevén financiar la totalidad de las funciones asignadas en el horizonte de máximo gasto posible. No 
necesariamente va a ser esa la asignación para cada uno de los casos, sino que habrá una asignación salarial a 
la función y, como explicaba antes, de tratarse de funcionarios presupuestados se abonará la diferencia con el 
sueldo del cargo de origen. La previsión debe ser por el máximo total porque no hay otra forma de hacerla; si 
lo que se quiere es buscar que la redacción precise la intención de que las convocatorias se harán en forma 


progresiva por decirlo de alguna manera-, no hay mayor inconveniente de nuestra parte en mejorarla o en 
trabajar conjuntamente con algunos legisladores en ese sentido. 


Por otra parte, la excepción de Montevideo tiene que ver fundamentalmente con que la sede del Ministerio y 
del Gobierno Nacional están en la capital del país. Esto hace, entre otras cosas, que en Montevideo el 
Ministerio tenga una dimensión mayor, al igual que cada una de sus unidades ejecutoras, lo que justifica que 
tengan un desarrollo pleno desde todo punto de vista: del andamiaje administrativo, de apoyo y demás. En el 
interior esto no sucede y por eso entendemos que es necesaria la creación de estas unidades de apoyo y de 
coordinación de las actividades. En el caso de Montevideo, esta coordinación se da básicamente a través de 
las cabezas de las distintas unidades ejecutoras. A su vez, algunas de las funciones que aquí se plantean para 
estos ámbitos departamentales se desarrollan directamente por el Director General, y a futuro se podrán 
respaldar con la acción del Director de la unidad de descentralización y coordinación departamental que se 
crea. 


Por estas razones, entendimos que en Montevideo no era necesario dar lugar a la creación de esta función. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En virtud de que el artículo 458 fue suprimido, está en discusión el 
artículo 459. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Este artículo refiere a los Servicios 
Vacacionales. 


El Ministerio concibe los servicios vacacionales que brinda a los funcionarios y a sus familiares como un 
componente importante de la responsabilidad social de la Administración. Sin embargo, estamos convencidos 
de que tenemos que ir hacia un modelo distinto de gestión, que procure en forma prioritaria que los 
funcionarios participen y estén involucrados directamente, y que evite la dispersión de esfuerzos por parte de 
la Administración en una actividad que no se encuentra entre sus cometidos principales. El artículo está 
redactado casi que con las mismas prevenciones que el anterior. 


Nuestra propuesta, que realizamos el 15 de abril y que reiteramos en varias oportunidades, tanto a los 
sindicatos como a la Comisión de amigos de la colonia de vacaciones, es conformar una Colonia de 
Vacaciones al estilo de las ya existentes -como la de UTE y ANTEL-, donde los funcionarios tengan sus 
elecciones, participen en la administración y demás actividades. El Ministerio asumiría determinados 
compromisos de apoyo, pero serían ellos los que se autorregularían, autofinanciarían, crecerían, etcétera. 
Obviamente, contarían con la infraestructura necesaria. Si ello no fuera posible -reitero que lo planteamos el 
15 de abril y no generamos demasiado entusiasmo; aunque en los últimos días ha habido ciertos movimientos 
en este sentido-, nuestra intención es analizar la posibilidad de realizar convenios con los departamentos 
turísticos de las Intendencias en las que están los territorios en los que tenemos las colonias. 


La intención es preservar el objetivo de que los funcionarios tengan vacaciones, pero partiendo de la base de 
que esa no es nuestra función fundamental. Tenemos un lugar muy importante en La Coronilla, pero no es el 
único. También hay en La Paloma, y creo que en otros departamentos. Son lugares exclusivos para las 
vacaciones de los funcionarios. 


Me aclaran que son los dos que he mencionado porque los otros son alojamientos para los funcionarios que 
van a trabajar. 


Entonces, la idea es ir pasando funciones que no son nuestras a quienes son sus principales protagonistas, en 
este caso, a los trabajadores del Ministerio. Si no quieren que esto sea así -porque no se puede obligar a 
nadie-, habrá que buscar otras alternativas que nos eviten dedicar energías a este tema, que no se crea que son 
pocas. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a hacer un comentario para comprender el alcance del artículo en función de 
lo que explica el señor Ministro. El propósito que está detrás de esta propuesta es, eventualmente, 
llegar a una solución de concesión de la actual colonia de vacaciones en La Coronilla. Esto implicaría 
transferir toda la infraestructura, todos los bienes incorporados y accesorios. Pero este instrumento se 
utilizaría en la medida en que hubiera un consenso con los trabajadores. ¿Es así? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Buscamos el consenso, pero no 
estamos atados a él. Si no hay consenso, lo que plantea el artículo es que, de alguna forma, resolvamos 
este asunto. No es función del Ministerio de Transporte y Obras Públicas administrar colonias de 
vacaciones y destinar recursos para ello. Sí es su función tener la responsabilidad social de asegurar el 
máximo posible de confort para que sus funcionarios tengan vacaciones en las mejores condiciones. 
Entonces, el escenario ideal es que los funcionarios participen y armen su colonia de vacaciones; 
nosotros les transferiremos lo necesario. Si no fuera posible, buscaríamos otros interesados en 
proporcionar el mismo servicio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 460. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Por este artículo se asigna una 
partida al financiamiento del futuro INALOG -proyecto que está a consideración del Parlamento-, que 
se crea a partir del antecedente de la CONALOG. Hasta tanto no se concrete el nuevo instituto, esta 
Comisión podrá disponer de estos recursos para las actividades de promoción y desarrollo del sector 
logístico a través del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


A continuación voy a referirme a los artículos 461, 462 y 463, que tienen que ver con los peajes. Al principio 
de la reunión discutimos lateralmente sobre este punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión los artículos referidos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- La construcción de infraestructura 
vial nacional tiene por finalidad satisfacer las necesidades económicas de transporte y garantizar la 
libertad de circulación de las personas y de los bienes, por lo que en atención a esa trascendencia social 
y económica se entiende aconsejable establecer criterios orientadores que regulen el sistema de tarifas 
a nivel legal. Se busca que el sistema de tarifas se haga en función del uso de la infraestructura vial 
como forma de generar mayor justicia entre los usuarios, así como asociar los valores tarifarios al uso 
de la infraestructura, de manera que se pague de acuerdo con un criterio asociado a la frecuencia con 
que se usa la red y al peso de los vehículos. Este es un factor fundamental. Ello va a determinar 
diferentes valores según la categoría de usuarios que resulte de relevar la frecuencia del uso y el peso 
de los vehículos ya referidos. 


Pretendemos que se posibilite que el Poder Ejecutivo establezca una reglamentación de tales beneficios, de 
acuerdo con las características operativas de los puestos de recaudación, lo cual no se puede establecer en la 
ley específicamente a efectos de dar cierta flexibilidad. Actualmente, la ley establece las causales para otorgar 
exoneraciones y bonificaciones, en cuyo marco se debe reglamentar su otorgamiento. Precisamente, eso es lo 
que estamos proponiendo. Asimismo, se mantiene una facultad de la que ya era titular el Poder Ejecutivo 
desde 1964, en virtud del artículo 6” de la Ley N* 13.297. 


En resumen, se procura reforzar el capítulo sancionatorio, incorporando esta norma a nivel legal para poder 
sancionar a los usuarios que cometen irregularidades o usan en forma indebida el beneficio que se les ha 
otorgado. 


Ahora vamos a referirnos a un grupo de artículos referidos a los puertos en general, cuya fundamentación es 
distinta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión los artículos 464, 465, 466, 467 y 468. 

SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Voy a referirme al artículo 464. 
La costa de Rocha tiene una gran potencialidad para el desarrollo portuario en razón de ofrecer facilidades 
para operar con buques de gran porte y obtener grandes profundidades en cercanías a la costa. Lo que 


estamos haciendo aquí es reservar, de acuerdo con las reglas que se indican, los puertos que encuadren en la 
política nacional portuaria de estímulo al desarrollo de una logística de transporte eficiente que dinamice el 


desarrollo de la producción y la economía nacional, o que se ubiquen en la costa oceánica del departamento 
de Rocha, entre el Cabo Santa María y el arroyo Chuy. 


Con el artículo 465 pretendemos estimular el desarrollo portuario de la hidrovía de la Laguna Merín como 
potenciador del desarrollo productivo de una vasta zona del país -de la que hemos hablado en abundancia-, 
basados en el acuerdo alcanzado con la República Federativa de Brasil. 


En cuanto al artículo 466, proponemos que se haga un agregado al final del artículo. Para nosotros está claro, 
pero hay casos en que lo que redunda no daña. Por eso, proponemos que luego de la expresión "a la fecha de 
la promulgación de la presente ley", se ponga una coma y se agregue: "sin perjuicio de las atribuciones 
asignadas por la normativa vigente al área de zonas francas de la Dirección General de Comercio". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito que se acerque la redacción por escrito. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El mencionado artículo refiere a que 
es competencia del Ministerio de Transporte y Obras Públicas el establecimiento de la política 
portuaria y su ejecución, así como el estímulo a la inversión privada en el desarrollo de las terminales 
portuarias, considerándose conveniente reafirmar que su contralor está en las competencias del 
Ministerio, eliminando alguna ambigiúedad que al respecto se introdujo por el artículo 214 de la Ley 
N? 17.930. 


El artículo 467 refiere a lo siguiente. Las obras de atraque, instalación e infraestructura portuaria tienen un 
alto costo, tanto de construcción como de mantenimiento, que es solventado por las partidas asignadas por las 
leyes de presupuesto y, por tanto, por toda la sociedad. Se considera que la contribución debe ser no solo de 
la sociedad en su conjunto, sino de quienes se benefician con su uso, que deben contribuir, por lo menos, a su 
mantenimiento. Por tal motivo, se plantea que los usuarios de estas obras abonen tarifas que tendrán en 
cuenta el interés social de la actividad que desarrollen. 


El artículo 468 establece que los servicios portuarios comprenden el amarre, en cuyo caso la embarcación se 
amarra por sus propios medios a un puesto de atraque asignado por la autoridad portuaria y aceptado por el 
responsable de ella, propietario o representante, siendo de su responsabilidad las maniobras de atraque y la 
permanencia posterior de la embarcación en condiciones adecuadas. Asimismo, comprenden el caso de que la 
embarcación esté varada en explanada, en cuyo caso el responsable de la embarcación deberá proporcionar 
los medios físicos para su varado; en caso de que sean proporcionados por la autoridad portuaria, se prestará 
el consentimiento previo a las condiciones en que se efectúa. Por lo tanto, no son de responsabilidad 
portuaria los eventuales deterioros que por diversos motivos -climatológicos, cabos de amarre inadecuados o 
faltos de mantenimiento, etcétera- pueda sufrir la embarcación durante su estadía en puerto. Con este artículo 
queremos dar certeza para evitar algunos juicios que, por responsabilidad de las embarcaciones, terminan 
queriéndose asignar a la Dirección Nacional de Hidrografía y al Ministerio de Transporte y Obras Públicas; 
inclusive, ha habido naves a las que se le han desatado los cabos y han chocado con otras, pretendiéndose 
hacer responsable de ello al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Se trata de juicios millonarios. Por lo 
tanto, en estos casos, queremos dar certeza de las responsabilidades. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero formular dos preguntas concretas sobre los artículos 464, 465 y 466, 
referidos a la habilitación de nuevas terminales portuarias. 


En primer lugar, ¿cuál será la naturaleza de estas terminales? La norma es muy genérica, por lo que quiero 
saber si estamos hablando de puertos privados o públicos que se construirán por la vía de la concesión de 
obra pública. 


En segundo término, ¿quién ejercerá, en una situación o en la otra, la administración y el control? ¿El 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas o la Administración Nacional de Puertos? Sabido es que, de 
acuerdo con lo establecido en la Ley de Puertos, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas tiene la 
potestad de conferir la administración a la Administración Nacional de Puertos, que por norma legal tiene 
exclusivamente la administración del puerto de Montevideo y, por supuesto, de aquellas terminales que el 
Poder Ejecutivo le confiera. Concretamente, en función de la política de Gobierno, quiero saber en qué se 
está pensando a la hora de proponer este artículo. Me parece que sería de toda ilustración poder conocerlo. 


SEÑOR BEROIS.- ¿Quiere decir que, en el futuro, esta zona del Río Uruguay quedará bajo la 
jurisdicción del Ministerio de Transporte y Obras Públicas y no de la Administración Nacional de 
Puertos? 


SEÑOR PARDIÑAS.- Vinculado con el artículo 465 que, como bien expresó el señor Ministro, refiere a 
potencializar a la Laguna Merín, quiero saber cómo está visualizando el Ministerio el rol de la 
Comisión Técnico Mixta de esa Laguna. Sin duda, el protocolo firmado va a conferir a esa Comisión 
un rol importante y nos consta que se ha tramitado en el Ministerio la posibilidad de que se la 
jerarquice, pero no tiene grandes recursos para su trabajo. Se debe tener en cuenta que desde el lado 
de Brasil se hace una valoración muy grande de la Comisión, contando nada más y nada menos que 
con la actuación de la Universidad de Pelotas -la UPEL-, que no solo da un apoyo académico muy 
fuerte a su trabajo, sino que le da respaldo en recursos humanos. 


SEÑOR CAMAÑO.- En realidad, se formularon tres preguntas. 


En lo que refiere a la habilitación de tramos de costa, ya viene siendo una tradición -digamos así- que en las 
sucesivas Leyes de Presupuesto y en las Rendiciones de Cuentas incorporemos tramos de costa que 
declaramos que en ellos es pasible habilitar puertos, lo cual se deberá presentar a la Asamblea General, una 
vez que cumplen con los estudios técnicos y ambientales necesarios. Este tipo de artículo lo que hace es dar 
una preaprobación en lo que refiere a la zona geográfica, pero no inhibe que la Asamblea General deba 
expresarse tácita o explícitamente sobre cada puerto en particular. Esto está basado en que para determinado 
tipo de instalación portuaria, tanto privada como de la Administración Nacional de Puertos, se necesita 
conseguir grandes financiamientos, requiriéndose tener certeza en cuanto a las habilitaciones. De esta forma, 
se clarifica que las habilitaciones saldrán, por lo menos en determinado plazo, limitando las incertidumbres 
de los posibles inversores. Esto sirve tanto para puertos públicos como para puertos privados; en particular, 
hay proyectos que todos conocemos, algunos en la costa de Rocha, otro en la costa del Río Uruguay, dos 
proyectos en la zona de la Laguna Merín y sus afluentes -uno en la boca del Río Tacuarí y otro en el Río 
Cebollatí, en La Charqueada-, que van a ser objeto de designación concreta, y así serán presentados a la 
Asamblea General, tal como prevé el artículo. 


En cuanto a si la responsabilidad es de la Administración Nacional de Puertos o del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas es la entidad rectora, la que asigna los espejos 
de agua, los álveos y las autoridades portuarias. En aquellos lugares en los que se ha concedido la 
administración a la Administración Nacional de Puertos, obviamente, corresponde a la ANP y esta, en 
cualquier caso, puede solicitar ampliaciones y la incorporación de nuevos espacios; eso es absolutamente 
normal. 


En una mala redacción de alguna ley anterior se estableció que el puerto de Fray Bentos tenía, por ejemplo, 
25 kilómetros de longitud y el Puerto de Nueva Palmira también, pero esa no es la realidad y ha complicado a 
todos los operadores de la zona. Entonces, para clarificar el asunto, se señala que la entidad rectora es el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas y este es el que habilita a la Administración Nacional de Puertos o 
a los distintos operadores privados los proyectos respectivos a lo largo de toda la costa del país, excepto una 
zona portuaria de la Bahía de Montevideo, puesto que en un Decreto de los años cincuenta se estableció que 
desde Punta Carretas hasta El Cerro es de iniciativa portuaria de la Administración Nacional de Puertos. O 
sea que esto simplemente lo que busca es clarificar y dar mayor luz sobre una norma que quedó mal 
redactada en una ley anterior. 


En lo que hace a la Hidrovía Brasil-Uruguay -así se llama la Hidrovía Laguna Merín-Laguna de los Patos- en 
el Tratado quedó establecido que la parte técnica por el lado uruguayo corresponde a la Comisión de la 
Laguna Merín. La Dirección Nacional de Hidrografía está haciendo un convenio con la Comisión de la 
Laguna Merín y nosotros le daremos el soporte técnico que hoy por hoy la Comisión no tiene en el marco de 
sus recursos. Tenemos gente en Treinta y Tres; hay un ingeniero bastante capacitado en esa zona que va a 
ejercer la secretaría técnica; seguramente, a la hora que empiece a haber tráfico en esa nueva vía, se tendrá 
que reforzar ese apoyo técnico. De hecho, estamos redactando un convenio con la Comisión para que la 
Dirección Nacional de Hidrografía se ocupe de brindarle el apoyo técnico necesario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguimos con la consideración del artículo 469. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Se trata de Obras Hidráulicas, 
Fluviales y Marítimas que comprenden los artículos 469 y 470. 


El artículo 469 refiere a que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas es el competente en el estudio, 
proyecto, dirección superior, ejecución y conservación o, en su caso, contralor de la ejecución y conservación 
de las obras públicas realizadas por el Estado, independientemente del carácter público o privado de los 
recursos con que se financie. 


El artículo 470 refiere a que es necesario precisar el contenido de la disposición establecida por el 
artículo 264 de la Ley N* 18.362 en cuanto al alcance del inventario de obras hidráulicas a ser llevado por el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR BEROJIS.- ¿Esta competencia que tenía el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente ahora pasa al Ministerio de Transporte y Obras Públicas? 


SEÑOR CAMAÑO.- Esto lo que busca es clarificar. 


Ustedes saben que las competencias y el personal de lo que era la Gerencia de Recursos Hídricos de la 
Dirección Nacional de Hidrografía pasó a la DINASA. Entonces, esto trata de aclarar algunos temas en zonas 
grises que han quedado de por medio. Nosotros, como Ministerio de Transporte y Obras Públicas, nos 
hacemos cargo de la construcción y el mantenimiento de las obras públicas hidráulicas, no así de las obras 
privadas. Ya no damos las autorizaciones para las tomas de agua, no damos las autorizaciones para las 
canalizaciones privadas realizadas sobre predios privados porque la gente que se ocupaba de eso pasó a la 
DINASA. Por tanto, nos quedamos con la obra hidráulica pública, no así con la obra privada. Como se 
hablaba de un inventario y no quedaba claro en qué consistía -el inventario sí nos interesa llevarlo, para saber 
lo que hay sobre el territorio- acá aclaramos qué entendemos por inventario. Quien hoy por hoy se ocupa del 
recurso agua, de la gestión de cuencas y de los escurrimientos a nivel de la superficie, es la DINASA. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con el artículo 471. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El artículo 471 tiene que ver con los 
créditos de la Dirección Nacional de Arquitectura. Estamos proponiendo agregar una nueva frase que 
diga "los montos excedentes se considerarán recursos de libre disponibilidad del Inciso". La 
fundamentación de este artículo es que a partir del año 2007 con la presupuestación de los funcionarios 
eventuales de obra con cargo al rubro "Inversiones" del Ministerio, se genera un remanente de 
recursos para cubrir los respectivos costos de mano de obra. Con la presente norma se pretende dar 
solución a esta situación disponiendo que por el monto equivalente a lo que se financia con cargo a 
Rentas Generales, se verterán los créditos a la Tesorería General de la Nación y por el excedente se 
considerarán recursos de libre disponibilidad. 


El artículo 472 refiere a la "Coordinación del Desarrollo del Plan Director del Área Metropolitana de 
Montevideo" y sus cometidos. En los últimos tiempos se han procesado significativos avances en los niveles 
de coordinación entre los diferentes ámbitos de Gobierno que han permitido avanzar en la delimitación y el 
desarrollo de una política de transporte público de pasajeros que atienda las particularidades que presenta el 
área metropolitana de Montevideo. No obstante, la posibilidad de continuar avanzando en esta línea 
estratégica de largo aliento, encuentra como una de sus limitaciones la necesidad de crear una autoridad 
metropolitana que deberá ser consecuencia de acuerdos que se alcancen por los diferentes actores 
involucrados en un marco de respeto a las competencias de cada parte y a las normas constitucionales y 
legales vigentes. Esta norma pretende materializar el aporte desde el Gobierno nacional al afianzamiento de 
esta línea estratégica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 473. 
SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- A través de la presente disposición se 


consolida y se amplía el subsidio del boleto de estudiantes a nivel nacional, alcanzando la totalidad del 
estudiantado de enseñanza media como fuerte apoyo a la promoción y facilitación del acceso a la 


educación. Se prevé una ampliación gradual, alcanzando en primer lugar a los estudiantes de primer 
ciclo mayores de 15 años y, en segundo término, a la totalidad de los estudiantes de enseñanza media. 


En lo que refiere al artículo 474, vehículos armados por partes, la norma que proyectamos busca solucionar 
un problema de larga data consistente en el armado de vehículos en plaza con partes usadas de otros que se 
pretenden registrar como vehículos cero kilómetro. En las inspecciones técnicas vehiculares se detectaron 
irregularidades, como fatiga de los materiales debido al uso de muchos de ellos provenientes de vehículos 
siniestrados o en desuso, soldaduras mal hechas y ocultas, constituyendo así un serio riesgo para la seguridad 
en la circulación vial por las rutas nacionales. La disposición persigue impedir el ingreso a la actividad del 
transporte a vehículos que no hayan sido armados en origen o en el país con partes nuevas identificables y 
desprovistas de cualquier deterioro por el uso. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quisiera ampliar la explicación que realizara el señor Ministro en cuanto a si la 
norma incorporada restringe algún aspecto que tiene que ver más con el control regular y la 
habilitación de los servicios. Cuando tenemos un sistema de control vehicular técnico que está 
operando, por el cual están obligados a pasar todos los vehículos y allí se les autoriza o no la 
circulación, según las condiciones que presenten en esa inspección, o sea, se resuelve si pueden seguir 
habilitados o no, en la realidad de hoy del transporte, altamente competitiva, donde las grandes 
empresas están ejerciendo un desplazamiento de las pequeñas empresas unipersonales o familiares, 
que esto quede tan rígidamente establecido en una ley, no sé si no va en contra de un funcionamiento 
en el cual las pequeñas empresas del transporte se verán perjudicadas porque no siempre tienen la 
posibilidad de acceder al recambio de unidades. 


No sé si el Ministerio sopesó esto adecuadamente. La reglamentación siempre tiene la posibilidad de ser 
modificada por la propia autoridad y en el caso de la ley siempre la tendrá que modificar el Parlamento 
Nacional. 


SEÑOR MARTÍN.- Queremos señalar que lo que este artículo marca no es el intento de restringir la 
posibilidad de que se pueda desarrollar a nivel nacional el ensamble o armado de remolques cero 
kilómetro. Lo que queremos es contar con respaldo ante las situaciones irregulares que se vienen 
verificando toda vez que un vehículo tiene que ir a control en la SUCTA, sea a la planta fija o a la 
móvil. Entonces, por razones sobre las cuales no nos corresponde establecer juicios, nos encontramos 
con remolques que vienen empadronados como cero kilómetro, que han sido armados con piezas de 
otros vehículos, sobre los que inclusive saltan otros números de chasis. Podemos hasta preguntarnos si 
atrás de eso no hay también una defraudación tributaria, porque esto implica desarmar un vehículo y 
fundir las piezas en uno nuevo. 


La Dirección Nacional de Transporte está rechazando todas estas situaciones y documentándolas con la parte 
gráfica, en el lugar donde se realizan los controles, con una valoración técnica que por lo menos nos deja 
muchas dudas. Prácticamente no existe supervisión de ningún ingeniero civil acerca de la seguridad de estos 
remolques 


En el mes de junio, por el Decreto N* 210 del Ministerio de Economía y Finanzas, conjuntamente con los 
Ministerios de Industria, Energía y Minería y de Transporte y Obras Públicas, a los vehículos o remolques 
armados en el país se les ha pasado a otorgar los mismos beneficios desde el punto de vista tributario que a 
los que vienen armados en origen; por lo tanto, también son pasibles de deducción del IVA mediante un 
mecanismo a través del cual, presentando la factura pro forma, se emite un certificado de necesidad para que 
el vendedor pueda obtener la deducción del IVA ante el Ministerio de Economía y Finanzas para que, por lo 
tanto, no sea trasladable al operador de los servicios de carga. Ese es el único objeto que pretende este 
artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con el análisis del artículo 475. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El artículo 208 de la Ley_N* 17.930 
permitió celebrar convenios de pago por deudas de todas las Unidades Ejecutoras al Ministerio hasta 
en sesenta cuotas en Unidades Indexadas. No obstante, en la medida en que las normas que imponen 
las sanciones que aplica la Dirección Nacional de Transporte refieren a Unidades Reajustables y a 


dólares, no ha sido posible cristalizar dicha autorización debido a la dificultad para encontrar criterios 
adecuados para las sucesivas conversiones que debían realizarse. 


Lo que proyectamos en el artículo 475 pretende facilitar esta operativa, teniendo presente que a futuro deberá 
tenderse a aplicar las sanciones en alguna unidad más adecuada a las que se utilizan actualmente. 


SEÑOR ASTI.- Quisiera hacer una pregunta al señor Ministro sobre este tema. En general, cuando en 
estos artículos del Presupuesto se establece la posibilidad de hacer convenios, siempre determinamos 
por ley la posibilidad de rescindirlos en caso de atrasos en los pagos. Si no hay inconvenientes, 
redactaríamos la norma complementaria, que dice que el atraso en dos o más meses habilitará la 
cancelación del convenio. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Precisamente, eso está previsto en el 
artículo 208 de la Ley N” 17.930 al que hacíamos referencia, porque no lo estamos derogando. 


SEÑOR ASTI.- Pero la ley no está referida en el artículo. 


SEÑOR FERRER.- Efectivamente: quizás alcance con referir a la norma que da origen a esto, que es 
el artículo 208 de la Ley N” 17.930. Sin duda que se puede mejorar la redacción con el aporte del señor 
Diputado Asti. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Señor Presidente: no hay ningún 
problema en incorporar aquello que aporte claridad y que no nos cambie el objetivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, si hay acuerdo, el Diputado Asti se encargaría de ajustar la 
redacción de este artículo. 


(Apoyados) 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El registro de empresas de 
transporte fluvial abarca los artículos 476 a 478. Se fundamenta que la autorización de permisos para 
transporte por agua de servicios nacionales o internacionales, debe verificar la observación por parte 
de la empresa de un conjunto de requisitos legales de índole notarial, fiscal y contable, cuyo 
incumplimiento es causa de revocación de dichos servicios. Las unidades de transporte con que se van 
a realizar tales servicios deben cumplir con las habilitaciones técnicas correspondientes y acreditar el 
vínculo jurídico que mantienen con la empresa responsable de su utilización. Este instrumento 
registral cumplirá una función necesaria en la política nacional de transporte, en particular, del 
transporte fluvial y marítimo, permitiendo el control de la legalidad de la actividad y una actualización 
permanente de datos en cumplimiento de los cometidos asignados a la Dirección General de 
Transporte Fluvial y Marítimo por el Decreto N” 247/997. 


El artículo 479 tiene que ver con el Fondo de Fomento de la Marina Mercante. La modificación que se 
propone conforma una adecuación a la vieja ley sobre fomento y desarrollo de la Marina Mercante de forma 
que las solicitudes de préstamo con destino a adquisición, construcción, reparaciones mayores, renovación, 
transformación y modernización de unidades sean acompañadas por un respaldo técnico que otorgue un 
margen de seguridad acotado en base a un informe pericial en cuanto a la necesidad y a los precios que se 
manejan en las diferentes operaciones por parte de los interesados. 


El artículo 480, que es la última norma, señor Presidente, tiene que ver con los topes de ejecución 
presupuestal. Aquí vamos a pedir la eliminación de un término. En el segundo párrafo, donde se establecen 
los montos, después de: 'Mantenimiento de la Red Vial Departamental' por $ 350:000.000 (trescientos 
cincuenta millones de pesos) anuales", dice "y un mínimo" de tanto. Habría que sacar ese término "y un 
mínimo", etcétera, porque esto es un mínimo y un máximo: es todo. 


Este artículo establece los topes de ejecución presupuestal de las asignaciones correspondientes a los gastos 
de inversión del Ministerio, partiendo de una asignación base de tope de inversiones equivalente a 


$ 3.625:000.000 y alcanza en el final del período a la asignación de $ 4.800:000.000, habilitando al Poder 
Ejecutivo a incrementar dichos topes en función de los ingresos del Gobierno Central. 


Asimismo, las partidas destinadas a vialidad departamental, tanto en el "Mantenimiento de la Red vial 
Departamental" como en la caminería rural forestal, pasan de unos $ 270:000.000 y $ 146:000.000 en el 
presente Ejercicio a $ 350:000.000 y $ 150:000.000 respectivamente a partir del año 2011. 


Voy a hacer una consideración final. 


Agradezco a la Comisión y en particular al señor Presidente por la conducción durante el desarrollo de esta 
sesión. 


Quiero dejar expresa constancia de nuestro reconocimiento a las distintas Direcciones y equipos que nos 
acompañaron en la elaboración del presupuesto: a la Directora Nacional de Arquitectura, arquitecta Eneida de 
León; al Director Nacional de Transporte y a sus Directores Generales, ingeniera Eliana Embid y señora 
Helena Rodríguez, y los señores Felipe Martín y Gustavo Figueredo; al Director Nacional de Vialidad, 
ingeniero Luis Lazo; al Director Nacional de Hidrografía, ingeniero Jorge Camaño; a la ingeniera adscrita de 
la Dirección Nacional de Vialidad, Gabriela Acosta; a la Dirección Nacional de Planificación y Logística a 
cargo de la ingeniera Beatriz Tabacco, con la adscripción del sociólogo Javier Silva; a la Dirección Nacional 
de Topografía que en el día de mañana se incorpora al Día del Patrimonio, a cargo del ingeniero Jorge 
Franco; y a la Dirección General de Secretaría, destacando especialmente el trabajo realizado por dos 
compañeros que están aquí, la contadora María Titina Batista y el señor Pablo Ferrer. 


Obviamente, siempre contamos con la imprescindible colaboración del señor Subsecretario del Ministerio, 
ingeniero Pablo Genta. 


Quería hacer mención especial de los integrantes del equipo porque estas obras que parecen tan simples y 
sencillas insumen horas y horas de trabajo intenso -a veces tenso-, interno y externo, en el que cada uno deja 
lo mejor de sí, no solo en función de lo que entiende mejor para el Ministerio sino para el país en su conjunto. 


Espero haber contestado todas las inquietudes de los señores legisladores. Deseo que la Comisión y la 
Cámara de Diputados hagan el mejor trabajo. No pido que nos aumenten los recursos pero sí que no nos los 
rebajen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia del señor Ministro y Subsecretario de 
Transporte y Obras Públicas y de los Directores y Directoras que lo acompañan. Realmente ha sido 
una buena jornada. Dicho sea de paso este es uno de los Incisos cuya exposición ha sido de las más 
prolijas que hemos recibido; eso, sin duda, los va a halagar. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro y demás autoridades del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas.) 


La Comisión pasa a intermedio. 
(Es la hora 12 y 35) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 14 y 20) 


(Ingresa a Sala una delegación del Congreso de Intendentes) 


Damos la bienvenida a la delegación del Congreso de Intendentes, integrada por el señor Omar Lafluf, 
Intendente de Río Negro; el señor Oscar de los Santos, Intendente de Maldonado; los contadores Linder 
Reyes y Daniel Sureda, asesores, y el señor Angel Alegre, Consejero del Congreso. 


Estaba mirando que, en lo que hace al Inciso 24, "Diversos Créditos", en los artículos 715 a 719 hay algunas 
partidas relativas a los Gobiernos Departamentales. Vamos a ceder la palabra a los señores Intendentes, luego 


analizaremos en profundidad los planteamientos que nos hagan y, si fuera necesario, los distintos artículos. 
SEÑOR LAFLUF.- Antes que nada, agradecemos que nos hayan recibido. 


Tenemos que hacer una aclaración previa. El Presidente del Congreso de Intendentes, el Intendente Ezquerra, 
está en el exterior; el Primer Vicepresidente, el Intendente Carámbula, se encuentra enfermo, y el Segundo 
Vicepresidente, el Intendente de Salto, no podía concurrir. Por lo tanto, vinimos con el Intendente de los 
Santos, puesto que había que aprovechar la instancia, en la medida en que no se podía cambiar la fecha de la 
reunión. 


El Congreso de Intendentes trabajó con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, con la delegación del 
Poder Ejecutivo y del Ministerio de Economía y Finanzas. De todos los puntos que planteamos, logramos un 
acuerdo con respecto a lo que establece el artículo 214 de la Constitución. Se mantiene el 3,33% con un piso 
de $ 5.000:000.000 y con un compromiso de gestión que tenemos la obligación de cumplir para poder recibir 
ese porcentaje. El compromiso de gestión es a partir del 1* de enero de 2011 e implica estar al día con los 
consumos corrientes de UTE, OSE y ANTEL. En el caso de que alguna Intendencia no cumpla con ese 
compromiso de gestión, el porcentaje será de 2,9%. 


El otro acuerdo tiene que ver con el artículo 298 de la Constitución, relativo al fondo presupuestal destinado 
al desarrollo del interior, que pasa de $ 500:000.000 a $ 750:000.000. En la Comisión Sectorial de 
Descentralización se acordó reglamentar esa diferencia de $ 250:000.000 y habría una partida que iría a los 
municipios. 


Por otra parte, nosotros tenemos dos programas de caminería. Uno es el Programa 008, con el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, y el otro es el Programa de Caminería Forestal, que se terminó en 2009 y se 
logró reincorporar en 2010, quedando para todos los años. 


Habíamos planteado otra cantidad de puntos pero no alcanzamos un acuerdo para plasmarlos en este 
Presupuesto. 


El descuento de la cuota del Congreso también esta ahí: va a ser descontada de la partida nacional. 


Es bueno aclarar que, en el caso de los consumos, no se refiere a las deudas anteriores que tengan las 
Intendencias sino a los consumos corrientes de UTE, OSE y ANTEL. 


SEÑOR REYES.- Simplemente, quiero ubicar los cambios que existen con respecto al Presupuesto 
anterior. 


Al final del artículo 480 está la partida de $ 150:000.000 que corresponde al Fondo Forestal que, hasta ahora, 
se lograba año a año. Es decir, el Congreso tenía que hacer la gestión pertinente ante el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas para que esa partida se efectivizara año a año. 


El otro punto es que, con relación al 3,33% establecido en el artículo 214 de la Constitución, se mantiene lo 
mismo que habíamos acordado para el Presupuesto anterior. Se determina un mínimo; es decir que las 
Intendencias, cumpliendo esos compromisos de gestión, van a recibir todos los años $ 5.000:000.000 como 
mínimo, aun cuando el 3,33% represente un monto inferior. Para aquellas que no puedan cumplir, si bien se 
baja el porcentaje al 2,9%, también se asegura el piso de $ 4.500:000.000. Digo esto complementando lo que 
manifestó el Intendente Lafluf. 


SEÑOR ASTI.- ¿En 2005 ese piso era de $ 3.000:000.000? 


SEÑOR REYES.- Era de $ 3.400:000.000, que actualizado representaba $ 4.400:000.000 o 
$ 4.500:000.000, es decir, a los mismos valores a que están los $ 5.000:000.000. Se logró obtener una 
mejora en cuanto al piso. No solo se actualizó el piso, sino que se logró una mejora de él. 


En cuanto a la cuota del Congreso, es lo primero que se descuenta, de tal manera de evitar el 
desfinanciamiento que muchas veces se producía en el Congreso como consecuencia de que unos Gobiernos 


Departamentales pagaban la cuota correspondiente y otros no. Eso lo van a encontrar dos veces: en el 

literal A) del artículo 716, que habla de la cuota parte de Montevideo, que siempre fue considerado aparte por 
la forma en que se distribuye, y en el literal A) del artículo 717. Lo primero que se descuenta es la cuota del 
Congreso. Se puede descontar hasta el mismo monto en que se está actualmente, desde julio de 2010, 
actualizado por el IPC. Esa fue la condición del Ministerio de Economía y Finanzas para evitar el 
desfinanciamiento. Lo que está asegurado es el mismo monto actual de la cuota del Congreso, actualizado. 


Lo otro que corresponde aclarar es que en el Fondo de Desarrollo del Interior se logró pasar de $ 550:000.000 
a $ 750:000.000. Eso se ve reflejado en el artículo 718, al establecerse la forma de distribución entre el Poder 
Ejecutivo y las Intendencias. Antes, el 75% se ejecutaba por el Poder Ejecutivo y el 25% se ejecutaba por las 

Intendencias. Ahora, el 75% se baja a 66,65%, por lo que la participación de las Intendencias pasa del 25% al 
33,35%. Este es el resultado del pasaje de $ 550:000.000 a $ 750:000.000. 


Con respecto al Fondo de Incentivo de la Gestión de los Municipios, el acuerdo consiste en 14 partidas de 
$ 40.000 anuales por cada Municipio. A todos los Municipios se les otorga una partida igual. Esto está 
previsto en el artículo 719. De acuerdo con la ley de descentralización, esto se remitirá a los Gobiernos 
Departamentales, según la cantidad de Municipios que tenga cada uno. 


En cuanto al incremento de este Fondo, la ejecución siempre va a estar a cargo del Gobierno Departamental, 
no del Municipio. El acuerdo es que en la Comisión Sectorial se destinará un porcentaje de este incremento 
de $ 200:000.000 a obras a realizar en territorio de los actuales 89 Municipios. Este acuerdo también se hizo 
con el Poder Ejecutivo. 


Por otra parte, el Congreso acompañó la aspiración de la Intendencia Municipal de Montevideo de obtener 
una partida que colabore con el gasto de todas las actividades que se tienen que realizar en la capital. Hay que 
tener en cuenta que Montevideo no participa del Fondo de Desarrollo del Interior; es solo para los otros 18 
departamentos. 


Además, como el subsidio del alumbrado ya estaba determinado por ley, en carácter permanente, se mantiene 
esa modificación presupuestal de 2007. Es decir, se mantiene el subsidio del 30% del alumbrado, con las 
condiciones establecidas en aquel momento. 


SEÑOR LAFLUEF.- Con respecto al artículo 298, relativo al Fondo de Desarrollo del Interior, queremos 
plantear lo siguiente. Preguntamos cómo se actualizaba este Fondo, que se constituye a través de un 
porcentaje del total de los tributos que se recaudan en el interior del país. Nos fue prácticamente 
imposible acceder a esta información. Nosotros estamos convencidos de que en estos últimos cinco o 
seis años el interior ha tenido un crecimiento tremendo. A lo único que llegamos fue a lo siguiente: la 
participación del Producto Bruto total en Montevideo era del 60% y en el interior, del 40% y hoy, por 
los datos que nos dan, es 55% y 45%; pero queremos saber qué se produce en el interior, cuál es la 
recaudación del interior. El problema está radicado en que el Ministerio de Economía y Finanzas toma 
la residencia fiscal de la empresa. Entonces, nos parece totalmente injusto porque la empresa produce 
y -hablando en criollo- rompe la caminería en el interior, pero al tener la residencia fiscal en 
Montevideo, ese tributo, ese ingreso es percibido por la Intendencia de Montevideo. 


Queremos dejar planteado este tema en la Comisión porque nos parece importante que se busque -no sé cuál 
es la forma- la manera de solucionarlo. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- No cabe duda de que Uruguay va a tener que evolucionar en el estudio de 
una serie de criterios por los cuales se distribuyen los distintos recursos. Uno tiene que ver con la 
extensión del territorio, la población y las necesidades básicas insatisfechas y la relación con el PBI, 
que planteaba el señor Intendente de Río Negro, pero es notorio que hay un corrimiento de la 
población del país hacia el sur, el este y el litoral. A través de los nuevos datos que dé esta encuesta de 
hogares y de familia a realizarse, se podrá identificar en un escenario con mayor información, que uno 
de los criterios significa que cuanto más corrimiento y movilidad de la población hay, más acumulación 
de problemas habrá en infraestructura educativa, en resolución de los problemas de vivienda y otros 
servicios básicos. Este aspecto está planteado en el Congreso de Intendentes y habrá que esperar, pero 
es un elemento no menor a tener en cuenta respecto de una distribución de cargas con criterios y 
porcentajes que coincidan con la realidad del país. 


La segunda cuestión que se planteó en el Congreso de Intendentes y está en discusión con la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, es que en el concepto de seguridad, las Intendencias aportan mucho desde el 
punto de vista del alumbrado público. El Gobierno anterior avanzó decididamente en el subsidio del 30%; es 
decir que el Estado subsidia a las redes con contador, que se pueden contabilizar, pero buena parte de ellas 
pagan por un ficto. La idea que maneja el Congreso de Intendentes es ir hacia un acuerdo, en el marco del 
ahorro energético, que nos permita un mecanismo para financiar el cambio de la estructura que se utiliza, 
para reducir los costos y el gasto de energía eléctrica, que nos permita amortizar en ese proceso la inversión y 
ser considerado un gran consumidor. Al poder contabilizarse en contadores distintos y pagar por algunos 
fictos, seguimos pagando una serie de sumas que impactan de forma muy importante. El subsidio fue un paso 
muy significativo en el período de gobierno anterior, pero creemos que debería haber una estrategia país 
donde esté el aporte de los Gobiernos Departamentales en materia de energía eléctrica pero además una 
estrategia de concepto de ahorro energético. 


El tercer y cuarto tema tienen que ver con un planteo -supongo que debe estar a consideración de la 
Comisión- del señor Diputado Pérez González. 


Existe una vieja ley que prevé que cualquier contrato que suscriba la Intendencia de monto superior a los 

$ 2.000, debe contar con la anuencia de la Junta. En nuestra Intendencia hubo un fallo del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo apelando a esa vieja ley, pero las Intendencias estaríamos en buena medida 
violándola, porque sería imposible hacer un contrato de $ 2.000 con anuncia previa de la Junta. Nos parece 
que sería importante incorporarlo desde el punto de vista presupuestal. 


El otro aspecto que afecta a varias Intendencias, particularmente las de vocación turística, tiene que ver con 
el concepto de contribución inmobiliaria rural que se fija a través de los organismos del Estado nacional. En 
el marco de la nueva ley de ordenamiento territorial, aun cuando ella habilita a que los Gobiernos 
Departamentales en actos complejos categoricen a los suelos como rurales potencialmente transformables en 
suburbanos, incorporar otros aspectos nos daría una herramienta tributaria importante. Esta consulta que el 
señor Diputado Pérez González envió al Congreso de Intendentes, que al igual que la anterior fue aprobada 
por unanimidad, tiene que ver con la posibilidad de incorporar al concepto, junto con el del Índice CONEAT 
y otros que se definen para fijar el valor del territorio rural, el valor inmobiliario que hay encima del predio 
rural. Hay que tener en cuenta que un fraccionamiento de cinco hectáreas puede considerarse un predio rural, 
pero puede ser una extraordinaria finca, que hay que prestarla de servicios -esto corre por cuenta de los 
Gobiernos Departamentales, en este caso ahora el tercer nivel de los Municipios- y el concepto de tributación 
es absolutamente injusto comparado con otras partes del territorio con viviendas menos suntuosas. 


Nos parece que estos aspectos respaldados por el Congreso de Intendentes con la idea de generar otros 
mecanismos que nos den mayores garantías, eficiencias y mayor justicia tributaria, son importantes en 
materia de presupuestación nacional. 


SEÑOR LAFLUF.- Complementando lo que expresó el Intendente de los Santos, respecto al 
alumbrado público, aspiramos a que ese subsidio no esté limitado a las líneas por medición, porque si 
bien es cierto lo del ahorro energético, el concepto por el cual se dio el subsidio es el de seguridad 
pública, que es lo que las Intendencias podemos aportar. Sea el subsidio por medición o por un ficto, en 
definitiva a la seguridad pública le importa muy poco, por lo que aspiramos a que sea por el total del 
alumbrado que tenemos en nuestras ciudades, porque es por seguridad pública. 


Hoy no hice referencia para no extenderme, pero respecto a las partidas de caminería rural el Parlamento 
tendría que trabajar muy duro -sé que hoy concurrieron autoridades del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas-, porque estamos muy preocupados. El sábado lo hablamos con el Ministro de Ganadería, 
Agricultura y Pesca en la Asociación Rural del Uruguay, y él lo dijo en su discurso: el país corre el riesgo de 
no poder sacar la producción de los campos a los puertos. En 2004, en total se transportaron en el país tres 
millones y medio de toneladas de producción agropecuaria, de todo tipo: madera, grano, leche, carne. En 
2009 se transportaron dieciséis millones y medio de toneladas, y la previsión es que en 2014, 2015 se van a 
transportar veintiséis a veintisiete millones de toneladas de producción. Estamos todos felices por el 
crecimiento del país, pero en cinco años todavía no nos adaptamos a este crecimiento -se produjo en cinco o 
seis años-, sobre todo en el litoral, donde la producción agrícola, con la venida de productores argentinos, ha 
sido tremenda. Entonces, ese es un tema que no puede demorar, como tampoco el de los puertos del litoral, 
en nuestro caso especialmente el Puerto de Fray Bentos, que tiene que lograr el dragado necesario para que 


puedan salir barcos graneleros. Alrededor de Fray Bentos, a setenta kilómetros de radio del Puerto, hay 
setecientas mil toneladas de acopio de granos. Para cualquier país del mundo, tener esa logística de 
abastecimiento a puerto es brutal, es una ventaja tremenda, pero como no tenemos dragado no puede salir un 
barco completo y a las empresas no les sirve salir en barcos chicos o barcazas de Fray Bentos a Nueva 
Palmira y ahí hacer el traspaso. 


El último planteo es el anuncio, que entendemos razonable, de que se grave con el 1% únicamente la última 
enajenación de semovientes. Hace unos años este impuesto era del 3%, luego se pasó al 1% y hoy se paga en 
cada comercialización que se hace. Parece razonable: se vende un ternero, se paga un 1%; ese mismo ternero 
se vende como novillo recriado, se paga otra vez el 1% y después se vende al frigorífico y se vuelve a pagar 
el 1%. El señor Ministro también dijo que hay que acordar con el Ministerio de Economía y Finanzas y con 
las Intendencias Municipales para saber cómo se restituye lo que se deja de recibir. 


SEÑOR YANES.- En primer lugar, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas nos informó esta 
mañana, y ahora lo confirma el Congreso de Intendentes, que se logró un acuerdo para distribuir a los 
Municipios, a los territorios. Recién me entero de la existencia de este acuerdo. 


Quienes trabajamos en la ley de descentralización no podemos darnos cuenta de qué forma se distribuiría en 
cada departamento para que no vaya en contra de un mecanismo de distribución. El señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas planteó que debía existir cierta coordinación, y por eso se acordaba con los 
Intendentes Municipales un trabajo en territorio que no fuera en contra del programa general de trabajo de las 
Comunas. Obviamente, no da para discutir filosóficamente acerca de la descentralización, pero como se trata 
de una reivindicación del Congreso de Intendentes y ahora se subdivide hacia los Municipios, quiero saber, 
para poder legislar y aprobar estos acuerdos alcanzados, cuáles son las garantías de las Intendencias 
Municipales de hacer valer las prioridades definidas en sus presupuestos participativos o en otros 
mecanismos. 


En segundo término, quiero comentar una preocupación que compartimos con el señor Diputado Souza. 
Quiero saber si el Congreso de Intendentes -tal vez no, porque los departamentos tienen diferentes realidades- 
ha considerado el peso que representan los guardavidas en este concepto turístico de Uruguay Natural y de 
seguridad. Sabemos que las playas están vigiladas por marineros, que están a cargo del Gobierno central, 
pero los sueldos de los guardavidas los tienen que pagar las Intendencias Municipales. Si el Congreso de 
Intendentes no ha considerado este tema, solicitaría que lo conversara y nos pusiéramos en contacto porque, 
por ejemplo, a la Intendencia de mi departamento le resulta muy pesado mantener a los guardavidas. 


Como en el caso del alumbrado público, quizás el Congreso de Intendentes pueda analizarlo en el futuro, ya 
que las playas seguras son muy importantes para el Uruguay turístico y un aspecto diferencial. A la luz de lo 
que aporta actualmente el turismo al país -ya que se maneja tanto la incidencia en el PBI-, habría que analizar 
algún mecanismo para beneficiar a las Intendencias Municipales, más allá de esa coordinación departamental 
de la que se habla, porque las playas, los ríos y las piscinas las conoce cada Gobierno Departamental. 


SEÑOR BEROIS.- Ya que el Intendente de los Santos habló de la necesidad de generalizar el uso de 
medidores para las Intendencias Municipales, quiero decir que siempre se planteó que fueran 
consideradas grandes consumidores, pero este reclamo siempre quedó en el debe de UTE. 


Esta medida representaría un alivio muy importante para las Intendencias Municipales. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- A propósito de los planteamientos del señor Intendente Municipal de 
los Santos, quiero decir que trasladamos estos temas al señor Ministro de Economía y Finanzas a 
quien, en principio, le pareció correcto. De todas formas, hicimos llegar una copia del planteamiento 
para que nos respondieran definitivamente. 


Con respecto a la Ley Orgánica Municipal, y su artículo correspondiente, no habría ningún inconveniente con 
el límite de $ 2.000; creo que la solución era eliminar esa última oración al artículo y se resolvería el 
problema. 


Con relación a la valoración de la Contribución Inmobiliaria Rural, la Dirección Nacional de Catastro ya 
estaba considerándolo y se encargaría de intensificar los esfuerzos para culminar este trabajo antes de que el 
proyecto de Presupuesto pasara al Senado. Analizarían la forma -nada sencilla- de incorporar ese aspecto de 
las construcciones en los medios rurales para que no represente una carga tributaria para los predios 
productivos. Si bien existía alguna dificultad al respecto, se trataría de llegar a alguna redacción que 
permitiera solucionar este problema. 


Por otra parte, quisiera dejar a consideración del Congreso de Intendentes dos aspectos más. Uno tiene que 
ver con la regularización de los adeudos de la Contribución Inmobiliaria Rural. En Maldonado, por lo que se 
nos informó, la Intendencia Municipal recibió observaciones del Tribunal de Cuentas por asimilar la 
refinanciación que se realiza a las deudas de los predios urbanos y suburbanos cuando se trata de la 
Contribución Inmobiliaria Rural, porque como se fija por ley, también se establece por ley la regularización 
de adeudos, y como no está permitido, no son incorporados. Creo que debe ser un problema nacional, y tengo 
entendido que en otros lugares igual se hace, pero se observa. Como podría resultar en un problema jurídico 
bastante importante, correspondería que todas las refinanciaciones de adeudos de la Contribución 
Inmobiliaria Rural se asimilen a la Contribución Inmobiliaria urbana y suburbana. En este sentido, el 
Ministerio de Economía y Finanzas no tenía problemas cuando se lo planteamos. De todas maneras, hay que 
encontrar una formulación, que no será nada complicada. 


Por último, como se sabe, en este Presupuesto se plantea la disminución gradual de la cantidad de horas de 
Servicio 222 que cumple la Policía. Esta disminución viene acompañada de un aumento de salarios, que 
permitirá al policía al final del período percibir prácticamente el mismo salario por ocho horas de trabajo y, a 
su vez, el Servicio 222 se va a limitar solo a cincuenta horas mensuales. Entonces, la pregunta es cómo se 
sustituye el servicio que la Policía realiza en distintos lugares, tanto a nivel privado como público. 


Trasladamos esta preocupación al Ministerio del Interior cuando compareció a esta Comisión y el señor 
Ministro planteó que una ley de 1953 establece que serán de cargo de los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados del Estado y de las empresas particulares, los servicios especiales que requieran de las 
Jefaturas de Policía, y que el pago de estos servicios deberá realizarse semestralmente y por adelantado. 
Asimismo, en 1957 se modifica esta ley y se dice que además del pago de los sueldos para los servicios, los 
contratantes de los mismos deberán abonar el costo de los equipos, debiendo la Jefatura de Policía entregar lo 
percibido por este último concepto directamente en la Intendencia General de Policías, a los fines de las 
adquisiciones de los renglones necesarios para el equipamiento del servicio contratado o con destino a la 
reposición de las existencias con las cuales se hubiese atendido la necesidad. 


Asimismo, hay un par de decretos más que no vienen al caso leer en este momento. Simplemente quería 
señalar que es de interés, o por lo menos, voluntad del Ministerio del Interior incorporar a los Gobiernos 
Departamentales en el artículo 193 de la Ley N* 12.376, de 1953. Es decir, establecer que serán de cargo de 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados del Estado y de los Gobiernos Departamentales, además 
de las empresas particulares, los servicios especiales que requieran de la Jefatura de Policía. En una palabra: 
según lo que explicó el señor Ministro, este es un tema para profundizar y discutir. Planteó si sería posible en 
este Período, aprobar esa modificación, en el sentido de incorporar a los Gobiernos Departamentales, si es 
que el Congreso de Intendentes entiende que es viable, a los efectos de que se vaya preparando la situación 
para que los Gobiernos Departamentales puedan hacer uso de ese instrumento. 


Yo no tengo mucho conocimiento del tema; por lo que explicaba el señor Ministro, se incorporarían 
funcionarios como eventuales a la Policía nacional, se formarían y entrenarían allí, pero estarían al servicio 
de la entidad que los contrata. Quiere decir que esas personas estarían desempeñando una tarea de ocho horas 
como funcionarios en esos lugares. Como ventaja se puede señalar que conocen la situación, tienen práctica 
además de experiencia con respecto al lugar donde desempeñan la tarea. Además, todo ello puede implicar 
que no sufran la situación planteada, en la medida en que se va a disminuir indefectiblemente el Servicio 222, 
porque es necesario hacerlo por las razones que todo el mundo conoce. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer dos preguntas bien concretas. La primera tiene que ver con el Fondo 
de Desarrollo del Interior cuya disponibilidad, según tenemos entendido, es compartida o está 
segmentada, es decir, la cuarta parte corresponde o es de libre disposición de los Gobiernos 
Departamentales y el 75% restante corresponde a proyectos y a decisiones que adopta el Poder 


Ejecutivo en los respectivos departamentos, de acuerdo con la participación del Fondo en cada uno de 
ellos. 


Me gustaría saber si efectivamente es así, porque visto con total objetividad y por fuera de la administración 
de los departamentos, llama la atención esta forma de gestión, en la medida en que este Fondo tiene su fuente 
en recursos que son de previsión constitucional y que se vinculan con la actividad económica que se 
desarrolla en cada departamento y con la participación equivalente, por lo tanto, en la recaudación en 
proyectos de ese mismo departamento. Por otro lado, parecería estar indicando un riesgo en cuanto a la 
coordinación entre la competencia nacional y la competencia departamental, a los efectos de desarrollar 
tareas en el mismo ámbito territorial. Pero, en la medida en que no existe esa coordinación, esto puede traer 
como consecuencia, por lo menos ineficiencia, para decirlo en términos que rápidamente se puedan 
comprender. 


Quisiera consultar si esto es así y conocer la opinión o la valoración que al respecto tiene el Congreso de 
Intendentes o por lo menos los señores Intendentes aquí presentes a sabiendas, además -por lo menos esa 
presunción tengo- de que esto no es nuevo sino que siempre funcionó así. De cualquier manera, si es así, 
desde el punto de vista objetivo creo que por lo menos merecería una explicación y, en todo caso, tal vez 
merezca también proponernos o plantearnos una eventual corrección por el aspecto que acabo de mencionar. 


La segunda pregunta que quiero plantear -que puede estar vinculada con la anterior- refiere a que trascendió 
en la víspera del ingreso del proyecto de Presupuesto al Parlamento que, en el marco de los acuerdos que 
realizó el Congreso de Intendentes con el Poder Ejecutivo, se habría acordado que a la Intendencia Municipal 
de Montevideo por concepto de lo que se conoce como Ley de Capitalidad se le asignaría una partida 
adicional, como un refuerzo presupuestal adicional al presupuesto actualmente vigente por esa condición. 
Entonces, quisiera saber cómo valoran este aspecto y cuál es el talante del Congreso de Intendentes con 
relación a este asunto que, de confirmarse, sería una novedad. Yo no lo he encontrado en el proyecto de ley 
de Presupuesto; tal vez sea un acuerdo de carácter extrapresupuestal. En todo caso, si se llegara a confirmar, 
sería una novedad desde el punto de vista presupuestal. 


Me pide una interrupción el señor Diputado Rodríguez Servetto, que tiene que ausentarse y desea plantear 
una pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Diputado Rodríguez Servetto. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- Antes que nada quiero dar la bienvenida a la delegación que hoy 
nos visita. 


Quiero plantear un par de preguntas, que van en el mismo sentido de algo de lo que manifestó el señor 
Diputado Yanes, pero que hacen a otros temas que, precisamente, esta mañana se manejaron en algún pasaje 
de lo expresado por el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, quien deslindó la responsabilidad del 
Ministerio cuando se empezó a hablar de algunas rutas puntuales. En ese momento no quise plantear este 
tema porque estaba fuera de la discusión del proyecto de Presupuesto. 


Me gustaría saber si el Congreso de Intendentes ha conversado acerca de lograr algún convenio, participación 
o colaboración del Ministerio de Transporte y Obras Públicas para la atención de rutas que en su momento 
tuvieron carácter nacional y que hoy están bajo el régimen de mantenimiento departamental. Según lo que 
entendemos de lo que se ha conversado en la Comisión, estas rutas son consideradas de suma importancia, 
pero por su trazado y por su calidad en muchos casos tienen riesgo bituminoso, de asfalto y demás, ya que 
son transitadas por vehículos de carga pesada -en su momento no fueron pensadas para soportar tanta carga-, 
lo que hace que las arcas del Municipio se vean afectadas fuertemente por el mantenimiento que hay que 
hacerles. 


Por otro lado, me interesa saber si el Congreso de Intendentes ha avanzado o mantuvo alguna conversación 
con respecto a acuerdos en el marco de la salud, de todo lo que son las redes de policlínicas municipales para 
que se integren al sistema del FONASA. En este sentido, quisiera saber si hay algún avance o alguna 
coordinación. Este es un servicio que prestan los distintos Gobiernos Departamentales, los Municipios, que 
también son aspectos de carácter nacional que están siendo solventados por ellos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores legisladores: cuando comenzamos esta reunión dijimos que íbamos a 
tratar determinados artículos y temas referidos al Presupuesto nacional. Como ya se han planteado las 
preguntas, por supuesto que vamos a ceder la palabra a la visita, pero luego nosotros vamos a seguir 
con esta reunión -quizás algunos legisladores deban retirarse-, y a la hora 16 recibiremos a otra 
delegación. 


SEÑOR LAFLUF.- Con respecto a la primera pregunta del señor Diputado Yanes, me parece que va 
bastante de la mano con lo que acaba de plantear el señor Diputado Abdala en cuanto al Fondo de 
Desarrollo del Interior. Efectivamente, es así, aunque haya cambiado un poco el porcentaje. 


En ese sentido, el tema es que nosotros hemos venido planteando en la Comisión Sectorial de 
Descentralización la coordinación de la ejecución de los recursos. Por ejemplo, si en mi departamento vamos 
a hacer una obra en determinada población, no puedo pensar en hacerla yo solo con el 25% o el 33% que me 
corresponde del Fondo de Desarrollo del Interior porque, quizás, el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas haga una obra en ese mismo lugar con el 66%. Esa coordinación no la hemos podido aceitar. Digo 
esto porque, en general, las obras que ejecutan los Ministerios nos llegan al final del período y del año. 


Entonces, aquí es necesario coordinar. Quizá lo que haya que hacer sea aceitar el mecanismo en la Comisión 
Sectorial de Descentralización. 


También tenemos otros problemas. Por ejemplo, cuando el Ministerio de Transporte y Obras Públicas hace 
un convenio con una guardería, le da el 70% -que sale del Fondo de Desarrollo del Interior- para hacer la 
obra. El 30% restante lo tiene que recibir por la ONG. Generalmente, no hay ONG que tenga ese 30%, por lo 
que nos lo piden a nosotros. Como no tenemos esa obra en el FDI, porque no la planteamos, todo nos sale 
mal: no podemos usar los recursos del FDI para esa obra -la podríamos hacer en conjunto con el 70% que 
aporta el Ministerio- y la tenemos que hacer con recursos propios, que no rescatamos de ningún lado. 


Con respecto a la coordinación con los Municipios, el Ministro dijo en el Congreso de Intendentes que a 
través de la Intendencia y del Gobierno Departamental, pensaba darles una obra para el quinquenio. Eso es lo 
único que sabemos; no tenemos conocimiento sobre si se está manejando alguna otra cosa de coordinación. 


Por otra parte, el señor Diputado Berois hizo referencia a la categoría de gran consumidor. Quiero decir que 
nosotros también planteamos este tema. Cuando estuvo presente el señor Ministro del Interior le pedimos 
que, por el mismo concepto de subsidio, fuéramos tenidos como grandes consumidores. 


UTE dice que para ser gran consumidor hay que tener un solo contador y un solo padrón. Ahora bien: me 
parece que es obvio que se nos podría tomar como grandes consumidores; además, eso nos ayudaría mucho. 
Digo esto porque un shopping es gran consumidor y, una gran superficie, también. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- La Comisión Sectorial de Descentralización que trabaja en el Congreso de 
Intendentes con la OPP plantea un aumento significativo del FDI; estamos hablando de más de un 
40% en valores constantes, la necesidad de articular con el Gobierno Departamental y la intervención 
en cada uno de los territorios de los gobiernos locales. Aclaro que mantiene el Gobierno Departamental 
como una unidad. 


En este punto, quiero decir que creo que hay una discusión filosófica de fondo con respecto a la 
descentralización. No estamos hablando de autonomías sino de un proceso que avanza en la articulación de 
tres niveles de gobierno: el nacional, el departamental y el local. 


Durante el pasado período de gobierno se avanzó mucho en los procesos de presupuesto participativo a través 
de distintas modalidades. Hubo consultas a la gente, instancias con los gobiernos locales instalados -donde 
había- y otros ámbitos de consulta -a veces, directa- que permitieron a la ciudadanía y a los territorios más 
deprimidos participar en la discusión sobre cómo se distribuyen los recursos. Estas experiencias son 
múltiples; no son homogéneas pero representan un avance en el proceso de democratización del Estado. 


En este sentido, los recursos que pone el FDI van a exigir que los Gobiernos Departamentales acentúen esa 
línea de trabajo. 


Compartimos la perspectiva del Estado nacional que se plantea. En definitiva, podemos tener territorios ricos 
y territorios pobres, a los que no se les den los recursos que generan. En ese proceso de redistribución, estos 
acuerdos tienden a solucionar esos problemas. Si a esto sumamos el modelo de creación de los Municipios y 
de su participación, veremos que estamos dando pasos importantes en ese sentido. 


En la coordinación con el Gobierno nacional, hay otros temas que preocupan al Congreso de Intendentes, 
sobre todo, los que tienen que ver con los fondos de la Unión Europea. Se acordaron una serie de proyectos 
vinculados al programa Uruguay Integra. En algunos departamentos se trabaja individualmente y, en otros, en 
clave de región. En la última reunión de la Comisión de Descentralización se planteó la necesidad de dar 
continuidad a una serie de estudios que se han hecho a través de equipos interdisciplinarios. Aclaro que un 
30% de los fondos de la Unión Europea se destina a inversiones. Concretamente, existe un diagnóstico que, 
de alguna forma, podría representar el acuerdo de uno o más Gobiernos Departamentales. En Maldonado 
trabajamos junto con Treinta y Tres y Rocha -próximamente, se incorporará Lavalleja- en un proceso que nos 
permita articular los departamentos en clave de región. De esta forma, podremos agregar valor, abordar 
problemas sociales que tenemos y promover una serie de políticas. En virtud de la magnitud de nuestros 
territorios y de nuestra población, sería imposible abordar estos temas si no lo hiciéramos en clave de región. 
Además, si no fuera así, en algunos casos seguiríamos dependiendo en más de un 50% del Presupuesto 
Nacional. La autosuficiencia de los territorios depende, también, de cómo articular estos procesos. 


En este sentido, hay una interesante discusión planteada en el Congreso de Intendentes. Con estos recursos y 
una serie de medidas podemos avanzar más rápido en esa concepción de descentralización, que no es 
autonomía sino articulación. Es más: esto nunca estuvo planteado como autonomía, ni siquiera en la ley. En 
el marco de esta discusión, el Congreso de Intendentes, con respaldo técnico, ha ido avanzando en este 
sentido, más allá de los distintos niveles de descentralización. 


Hay una serie de aspectos que tienen que ver con políticas de carácter nacional vinculadas a la seguridad 
como, por ejemplo, las relativas a los guardavidas. La experiencia ha demostrado que se hicieron cargo, 
primero, Prefectura y, después, los Gobiernos Departamentales. Precisamente, la OPP y algunos gobiernos 
están analizando si es posible que esto pase a la órbita nacional. Este tema es complejo. En algunos casos, los 
recursos humanos ya fueron incorporados institucionalmente a los presupuestos; esto no sucede en 
Maldonado pero sí se da en otros sitios. 


No obstante, los territorios con faja costera -ya sea el río Uruguay, el Río de la Plata o el Océano Atlántico- 
tienen la dualidad de criterio de tener que manejar recursos en tierra con los guardavidas, para proteger la 
vida y con Prefectura, cuyos funcionarios cobran sueldos inferiores a los guardavidas. Además, en alguna 
intervención el Ministro del Interior planteó la posibilidad de que la Policía también tuviera jurisdicción en la 
faja costera. Es decir que entre una avenida, la faja costera y el mar hay tres jurisdicciones distintas. Este no 
es un tema menor y se encuadra en el concepto de seguridad en el que Ministerio del Interior está intentando 
avanzar. 


Voy a dar algún detalle en este sentido. En Maldonado -sé que también pasa en otros departamentos; esto 
tiene una carga importante- la hora ciudad, que es para compensar las horas extraordinarias que trabajan los 
policías, representó en el quinquenio pasado $ 100:000.000 por concepto de inversión en el verano. 


Necesitamos reconsiderar estos aspectos, en particular, porque no son discusiones genéricas. Digo esto 
porque son solo algunos los departamentos que tienen faja costera y esa característica está vinculada al 
turismo, por lo cual se concentra mucha gente en un corto período de tiempo. 


Las partidas para Montevideo -sobre las que informó el contador- surgen de un acuerdo en el Congreso de 
Intendentes. Se inscriben en determinada concepción de los hechos. La división entre interior y Montevideo 
muchas veces tiene caminos ficticios. Creemos que la carga de vehículos hacia el puerto de Montevideo a 
raíz del ingreso y de la salida de mercadería, no puede depender exclusivamente de los recursos que tenga el 
Gobierno Departamental. Estamos hablando de una Intendencia departamental más. Así como en algunos 
territorios tenemos más transporte pesado con carga, en otros hay menos. Montevideo es el departamento que 
recibe mayor cantidad de carga. 


Este concepto no es parte de un acuerdo de reparto sino de un acuerdo que incorpora a Montevideo después 
de mucho tiempo -por lo menos, desde que me conozco-, en la distribución de recursos. Tiene que participar 
por lo que significa el costo del mantenimiento de su caminería urbana y suburbana. 


Por otra parte, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas ha ido trasladando a las Intendencias 
departamentales distintas rutas nacionales. En algunos casos, eso representó convenios para el mejoramiento. 
El problema es que, como a veces no se utilizaron los materiales correspondientes, hoy hay un proceso de 
crisis. Se están discutiendo con el Ministerio convenios que permitan hacer el mantenimiento, que algunas 
rutas vuelvan a la órbita nacional o articular entre el sector público y privado, que es parte de la estrategia del 
Estado nacional. 


Por su parte, el Ministerio de Salud Pública plantea incorporar al Sistema Nacional Integrado de Salud a las 
policlínicas municipales como prestadoras de salud, que recibirían un retorno a través del FONASA. Este 
tema se está discutiendo en el Congreso. En este caso, debemos tener en cuenta una serie de aspectos. Tener 
policlínicas no significa ser prestador de salud; hay una serie de condiciones preestablecidas para ello. El 
Ministerio de Salud Pública tiene pensado avanzar en todo el territorio con aquellas Intendencias que tienen 
esa red de policlínicas. 


Por último, como decía el Intendente Lafluf, invertimos una cantidad importante de recursos para la 
estrategia en el tema de la energía, y es un asunto que queremos encarar en clave de proyecto de país. La gran 
pregunta que nos estamos haciendo es si en caso de ser considerados como gran consumidor podremos lograr 
que se transforme en una infraestructura de nuevo tipo, es decir, en un aparato que consuma menos, que 
pueda autofinanciarse y que signifique un ahorro energético, además de brindar un mejor servicio que 
resultaría menos oneroso para las Intendencias. Esto es en acuerdo con las empresas públicas, en un trabajo 
de persuasión, y también un trabajo de metas y objetivos a cumplir que se puedan verificar en el marco de los 
acuerdos. De lo contrario, podría haber dilapidación de recursos por parte de los Gobiernos Departamentales 
destinados con un determinado fin. 


Nada más. 


SEÑOR LAFLUF.- Para complementar lo que decía el Intendente De los Santos, quiero decir que 
"Uruguay Integra" es un proyecto inmensamente grande, con un aporte de la Unión Europea y del 
Gobierno Nacional muy grande. El único problema que tenemos es que no se permite más de un 25% 
de inversión efectiva. Por ejemplo, nosotros tenemos un precioso proyecto de gestión de residuos, de 
higiene ambiental, de mantenimiento, de sustentabilidad, de circuito limpio, etcétera. Ahora, yo 
necesito hacer el vertedero. Eso es lo que preciso, aparte de la educación, de la comunicación y de la 
concientización que pueda hacer. Eso es lo que decimos. Está muy bien; son aportes que se hacen, que 
no tienen retorno, pero hay que definir bien. En el Congreso nosotros ya logramos algo muy grande: 
llevamos la cooperación internacional al Congreso de Intendentes. Hoy la cooperación internacional 
funciona con un equipo técnico en el mismo edificio que el Congreso. Nosotros decidimos los técnicos 
que manejan la cooperación internacional. Hasta hace algunos años ninguna Intendencia - 
especialmente del interior del país- tenía acceso a mucha cooperación internacional, porque para eso se 
precisa saber cómo se maneja; prácticamente, la única que tenía acceso era la de Montevideo. Hoy 
podemos decir que todas las Intendencias estamos teniendo acceso a esa cooperación, porque la 
estamos manejando nosotros. 


Con respecto a lo que decía el Intendente De los Santos en cuanto al tránsito y a los convenios que podamos 
hacer con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, no solo se trata de las rutas nacionales. Insisto en que 
el tema de la caminería rural es de una gravedad inmensa. Ya no se arregla como antes, que se ponía un poco 
de tosca, se pasaba una motoniveladora y un cilindro. Ahora hay que hacer todos los puentes y las 
alcantarillas a nuevo, ya no aguantan más los cuatro caños que se ponían. ¿Por qué? Porque pasa el equipo 
cargado y eso representa 50 toneladas: 30 toneladas de carga, sumado al peso del equipo. Tenemos destrozos 
en las poblaciones urbanas por donde pasa el tránsito y no tenemos la posibilidad de desviar el transporte 
pesado; en todos los pueblos rurales el tránsito pasa por el medio del pueblo: generalmente, pasa la carretera 
y hay dos pueblos de MEVIR, uno de cada lado. Yo quiero trasmitir esto porque realmente es grave la 
situación que tenemos y hay que tratar de hacer algo al respecto. 


En cuanto a la partida extraordinaria para Montevideo, voy a ser bien sincero: yo pregunté; si no nos sacaban 
nada a nosotros, no había problema. 


(Diálogos) 


Con respecto a la regularización de la Contribución Inmobiliaria Rural es cierto que el Tribunal de 
Cuentas nos observa porque no podemos equiparar los planes de regularización con los que tenemos para la 
contribución urbana. Generalmente, no tenemos más remedio que hacerlo, y se hace. 


Con relación al tema de la salud y de las policlínicas, eso estaba dentro de lo que hablamos en su momento en 
cuanto al gasto público social. Finalmente, coincido con el Intendente De los Santos en cuanto a lo que se 
hace y a lo que habría que hacer. 


SEÑOR SUREDA.- Quiero realizar un breve comentario. Antes de que se realizara un acuerdo entre 
los Intendentes y el Poder Ejecutivo, hubo instancias entre técnicos en representación del Congreso de 
Intendentes y técnicos de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del Poder Ejecutivo. Cuando 
surgió el tema de los $ 160:000.000, el delegado técnico de Montevideo planteó el incremento de 
$ 160:000.000 en la cuotaparte que estaban recibiendo por el artículo 214, lo que implicó una revisión 
de los coeficientes de ajuste que se habían establecido en el Presupuesto 2005-2010, luego de un largo 
proceso de negociación. Esta solución de los $ 160:000.000 no es diferente a la que se obtuvo en 2005, 
cuando Montevideo empezó a participar ingentemente en el proceso de transferencias e intervino en 
esa distribución, para lo cual se adicionaron los recursos correspondientes y, a su vez, se incrementaron 
los de las Intendencias del interior del país. La solución técnica que se encontró -participaron los 
diecinueve Intendentes- es exactamente igual a la que se usó hace cinco años: se incorpora a 
Montevideo con una mayor dotación de recursos, no se afectan los que venían recibiendo las 
Intendencias del interior del país e, inclusive, se aumentan las partidas correspondientes al interior. 
Técnicamente, ese es el esquema que se repitió en este momento. 


Con relación a una pregunta que se hizo en cuanto a la participación del 33% en el Fondo de Desarrollo del 
Interior, quiero hacer una acotación. Como bien decía el Intendente Lafluf mencionando que no quedaba 
claro cómo se accedía a eso, y en virtud de que el Intendente De los Santos plantea que estamos ante un 
proceso de descentralización y democratización del Estado, es básico contar con información para la toma de 
decisiones y para la elaboración de políticas públicas. Cuando se discute este tema, en su momento, en el año 
1999, se determina que un 11% de los recursos que se recaudaban fuera del departamento de Montevideo iba 
a constituir el Fondo de Desarrollo del Interior. Lo que se planteó fue qué participación tenía el interior en la 
generación del Producto Bruto Interno, que era de un 40% en ese momento, y lo que se tomó ahora fue el 
último dato disponible de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que corresponde al año 2006, y es de un 
45%. Sobre esa base y tomando el incremento del Producto, surge la definición de este incremento sustantivo 
del FDI. Lo que nos dicen en el grupo técnico, cuando nos reunimos con la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, es que esta línea de trabajo se discontinuó por problemas metodológicos. Sin entrar en una 
discusión -quizás haya problemas metodológicos que deban ser solucionados-, decimos que sería conveniente 
continuarla y asignar los recursos del caso para poder seguir teniendo esa información. En la línea de ese 
proceso de descentralización y democratización del Estado, se necesita conocer cuánto aporta cada uno a este 
proceso para poder después elaborar políticas públicas. 


SEÑOR LAFLUF.- Simplemente, quiero hacer un comentario general. 


Recuerdo que cuando vinimos aquí, en el año 2005, en esta misma instancia, dijimos que si bien es cierto que 
por el crecimiento del país, al ser un porcentaje del total de la recaudación de las Intendencias, hemos 
recibido más dinero, no es menos cierto -lo expreso como un logro de los diecinueve Intendentes- que la 
inmensa mayoría de las Intendencias estamos al día con nuestros compromisos de pago a los organismos 
públicos. Por primera vez en la historia, por ejemplo, las diecinueve Intendencias estamos al día con el Banco 
de Previsión Social, y créanme que no es un esfuerzo menor. Pongo el ejemplo de mi departamento: yo 
recibo una partida, vamos a suponer, de $ 230:000.000, y por estar al día con el Banco de Previsión Social, en 
los consumos con UTE, con OSE, con ANTEL, con el Banco de Seguros del Estado, se me van 

$ 120:000.000 o $ 130:000.000; a eso no le cargo el IVA ni lo que podemos consumir en una empresa pública 
como ANCAP. Me parece que esto es importante, porque nos lo ha reconocido el Gobierno. Las Intendencias 
dejamos de financiarnos no pagando a los organismos públicos. Eso era lo que pasaba en muchas 
Intendencias -no estoy diciendo en todas- antes de 2005. Eso hace, primero, que nos sintamos orgullosos de 
decir "Estamos en este camino" y, segundo, me parece que es un dato importante que hace a la realidad a la 
hora de manejar los presupuestos. 


SEÑOR OTEGUI.- Respecto al tema de UTE, lo conversamos cuando concurrió el señor Ministro de 
Economía y Finanzas. Creemos que es posible, de acuerdo con lo que conversamos con él. Es un 
acuerdo de la empresa del Estado, UTE, que en definitiva va en la misma línea de lo que planteaban los 
señores Intendentes en el sentido de que se reconvirtieran o se readecuaran con equipamiento de 
última tecnología que permitiría un ahorro que en definitiva representa un ahorro energético para el 
país, no solo para las Intendencias; cuando tenemos déficit energético, la eficiencia en ese sentido es 
muy importante. 


Comparto la preocupación de los señores Intendentes en cuanto a la situación de la red vial y me consta 
porque, además, vivo en esa zona. Hoy recibimos al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, y dentro 
de las propuestas que tiene el Ministerio está la de fortalecer a AFE, al ferrocarril como medio de transporte. 
En lo personal, creo que cualquier reconversión del medio ferroviario no es excluyente del transporte vial 
porque para llegar a las estaciones de ferrocarril tenemos que transportar con camiones por caminos vecinales 
o rutas nacionales. 


La pregunta a los señores Intendentes es si ellos en algún momento, cuando hablamos de priorizar 
inversiones y recursos escasos, le trasmitieron al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas la posibilidad 
de priorizar una mayor inversión en mantenimiento vial y un enlentecimiento de la recuperación del 
ferrocarril. 


SEÑOR ASTI.- Había solicitado una interrupción en el momento en que se estaban discutiendo otros 
temas, por lo tanto, para abreviar, simplemente quiero dejar una constancia. 


Aquí se ha hablado de un tema que toca a la Ley Orgánica Municipal; no es tema de esta Comisión, por 
supuesto, pero ya en el período pasado quisimos modificar la ley del año 1935 y, lamentablemente, no 
pudimos tener la colaboración suficiente como para poder ajustar muchas de las normas de esta ley, que 
obviamente está completamente en desuso, pese a que es con la que están funcionando los Gobiernos 
Departamentales. La referencia la iba a hacer en ese momento; ahora no tiene sentido. 


Respecto de lo que se estaba comentando en cuanto a haber dejado de lado por problemas metodológicos el 
cálculo del Producto Bruto Interno a nivel departamental, eso también tiene incidencia en la distribución 
entre Montevideo y el interior porque se tomó la misma distribución que la del año 2005, partiendo de la base 
de que los cuatro componentes se mantenían incambiados: población, territorio, porcentaje de necesidades 
básicas insatisfechas y el inverso del Producto Bruto Interno a nivel departamental. Como este se ha dejado 
de calcular, y obviamente a crecido el Producto que corresponde al interior, el inverso estaría disminuyendo 
su participación y aumentando la de Montevideo. 


SEÑOR SANDER.- Saludo a los señores Intendentes y a sus asesores, con quienes hemos trabajado 
mucho tiempo juntos. Como verán, al ser tan poquitos artículos, casi todos los Diputados reiteramos 
las mismas cosas; son tres o cuatro temas importantes. 


El señor Diputado Asti hablaba de la base de cálculo, que creo que es importante, porque fue tomada en el 
año 1999 y es importante seguirlo trabajando, como decía el Intendente De los Santos, para ir ajustando las 
realidades. Nos parece bárbaro esta distribución que tenemos, pero, por ejemplo, la del FDI es la misma que 
existía en 2005 y diferente a la del año 2000. Las realidades son distintas y, por lo tanto, es importante que se 
vayan sumando las partidas adecuadas, porque, en definitiva, las Intendencias viven en un 50% de partidas 
nacionales y otro 50% de partidas departamentales, con el inconveniente de que las Intendencias solo pueden 
gravar los inmuebles y los vehículos y cobran la contribución rural. Eso por un lado. 


Bienvenida sea la adecuación del FDI; estamos totalmente de acuerdo en que tiene que ir creciendo, creo que 
es algo que ha funcionado muy bien, y cuando hablamos de coordinación y de delegados creemos que ese es 
un tema que resalta. Me refiero por ejemplo al tema de la coordinación, como lo ha hecho la Comisión de 
Descentralización, que ha funcionado muy bien y a través de una oficina como DIPRODE, que con el FDI 
también ha funcionado muy bien, y que va a ser una división. Creemos que estas son las cosas que realmente 
hacen a la verdadera coparticipación y al trabajo en equipo, que es lo que debe tener este país para no 
duplicar esfuerzos y, como decía el otro día el señor Diputado Pardiñas, no dilapidar los recursos, porque al 
hacer un pozo dos veces para hacer dos cosas diferentes, gastamos dos veces. 


En tercer lugar, el jueves pasado le planteamos al señor Ministro de Economía y Finanzas el tema del 
alumbrado público; todos los que hemos estado en la Intendencia entendemos que es un sufrimiento, porque 
son facturas muy altas; en algunos casos, lo que se le paga a la UTE insume más del 50% de lo que las 
Intendencias recaudan por contribución inmobiliaria urbana. Se trata de un tema de seguridad de las 
personas, pero también de seguridad en el tránsito, que todos los días vemos que cobra víctimas, que además 
de ser una pérdida para las familias significa para el Estado la pérdida de vidas jóvenes. 


Ha habido un esfuerzo, y hay que reconocerlo, de parte de todas las Intendencias; han tratado de cambiar las 
viejas lámparas de mercurio por las de sodio en casi todos los departamentos. El Ministro decía el otro día 
que probablemente habría un fondo para hacer la transformación de la medición, de pasar las líneas que hoy 
están por conteo a medición. Los consultamos en tal sentido 


Nosotros planteábamos la posibilidad de que ese 30% que no se está dando a las Intendencias que no 
cumplen con la medición, se les pague con la condición de que ese dinero se utilice para transformar la 
medición, para no perder ese dinero y, así, ir caminando hacia la eficiencia de las Intendencias y del propio 
Estado. Lo que UTE le cobra de más a las Intendencias, estas lo dejan de hacer en otro lugar, o sea que si el 
Estado le cobra al Estado, en definitiva, el saldo es cero, es neutro. 


También nos preocupaba el tema de las alcaldías, de los Municipios, porque con $ 40.000 por mes no iba a 
alcanzar. Pero bueno, acá se agrega, según nos decían los Intendentes y sus equipos, que parte del incremento 
del 8,35% del FDI va a ir a las alcaldías, lo cual me parece bien, porque los Municipios, esos gobiernos de 
tercer nivel, merecían contar con recursos que hoy no tienen, porque se trata básicamente de poblaciones de 
bajos recursos -por lo menos las que yo conozco-, con zonas bastante pobres económicamente, donde no hay 
grandes fábricas ni grandes inversiones. De alguna manera, se creó expectativa con la Ley de 
Descentralización; creemos que es buena -a pesar de que tiene errores- y pensamos que en el futuro nos va a 
dar muchas alegrías, porque de alguna manera va a permitir dar una solución, aunque sea parcial, a estos 
alcaldes. Digo esto porque la descentralización aún es local, nada más que para la planta urbana, porque la 
región todavía queda para lo que es el trabajo de las Intendencias, mientras no se vaya definiendo la 
descentralización real de los departamentos. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).-Quisiera hacer una pregunta y un comentario. 


Los Intendentes han hecho referencia a un asunto que efectivamente tiene mucha relevancia: el registro fiscal 
de las empresas que operan en el interior. Concretamente, las empresas registran fiscalmente en Montevideo, 
pero operan productivamente en los departamentos del interior. La pregunta a los Intendentes es si tienen una 
iniciativa a este respecto. Obviamente, esto hace referencia a una forma o a un criterio fiscal de cómo pagan 
las empresas y de cómo se las reconoce. En la medida en que esta situación genera, a su vez, un impacto 
sobre la distribución en los Municipios, supongo que en algún momento eso va a tener que ponerse en blanco 
y negro, porque todos conocemos el interior del país y sabemos de las empresas que trabajan en el interior y 
pagan en Montevideo. Por ejemplo, COOPAR es una empresa que trabaja en mi departamento y sin embargo 
tiene su dirección fiscal en Montevideo; lo mismo sucede con Agroland. Todas las grandes empresas que 
están trabajando en el interior registran fuera de nuestro departamento. 


Mi pregunta es: ¿va a haber una iniciativa del Congreso de Intendentes que podamos transformar en un 
marco legal o ustedes nos hacen una sugerencia en tal sentido para que nosotros, desde el Parlamento, 
tomemos iniciativa a ese respecto? 


La segunda pregunta -ya dejé la constancia- tiene que ver con un planteo que ha hecho el Diputado Pablo 
Pérez González. Yo comprendo lo que él está planteando -el Intendente De Los Santos también hizo 
referencia a ello-, pero veo esto con cierto grado de preocupación, en la medida en que la solución de este 
asunto vinculado a las chacras turísticas, a las edificaciones lujosas o de gran porte en el interior, vaya por la 
vía nacional y no por la del reconocimiento de la potestad que tienen los Municipios de poder recalificar su 
tierra y sus zonas. En todo caso preferiría -y por eso quiero dejar la constancia- que por la vía legal le 
mejoráramos el posicionamiento descentralizador a la Intendencia Municipal, para que sea esta la que pueda 
transformar un área rural en suburbana sin ser observada, y no que por la vía nacional del cálculo de la 
Contribución Inmobiliaria Rural, introduzcamos esta modificación, que puede ser entendible, y que yo 
entiendo perfectamente en el caso de Maldonado y también en algunas zonas de mi departamento. Pero 
también todos sabemos que en el interior hoy existe un fenómeno de recuperación de chacras en torno a las 
capitales departamentales que puede ser desestimulado por esta vía, que en muchos casos está mejorando 


notablemente los entornos de las ciudades del interior, transformando pequeñas chacras y taperas en casas 
habitación, en lugares para gente que no quiere vivir en el centro de la ciudad y sí en las zonas alejadas. 


Quiero dejar esta constancia porque me interesa el tema; me parece que es bien importante. Insisto en lo que 
dije la otra vez cuando el señor Diputado Pérez González planteó el asunto. Me parece que la solución pasa 
por darle más fuerza a la Intendencia en la recalificación de la tierra y que la Comuna, en acuerdo con la 
respectiva Junta Departamental, no sea observada cuando transforma un área rural en una zona suburbana: 
que eso sea típicamente competencia municipal, porque la propia Intendencia es la que conoce y entiende el 
efecto de lo que está pasando allí. Por lo tanto, nos parece que por la vía de la modificación del cálculo de la 
contribución inmobiliaria rural nos vamos a meter en un berenjenal. 


Muchas gracias. 


SEÑOR OTEGUL.- Me quedó una duda en cuanto a la observación del Tribunal de Cuentas cuando el 
Gobierno Departamental, la Intendencia y la Junta Departamental, determinan un área de 
ordenamiento territorial como suburbana o como urbana. Esa es la duda que me queda, porque me 
consta que en Paysandú hay un Plan de Ordenamiento Territorial por el cual se han habilitado nuevas 
áreas suburbanas; eso lo aprobó la Intendencia con la Junta Departamental y no tuvo ningún tipo de 
observación. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BEROIS.- Voy a plantear una reflexión que no tiene que ver con la norma del Presupuesto. 
Simplemente lo hago porque el Intendente Lafluf aludió a ello en su exposición; sé que es muy nuevo, 
muy temprano y que recién se está evaluando. Me refiero al 1%. Esto no incide exactamente igual en 
todas las Intendencias, porque el tema ganadero no representa lo mismo en todos los departamentos. 
Hay departamentos en los que la incidencia en las arcas municipales es mucho mayor. Hay 
departamentos que son ganaderos y la incidencia en la cría o en la invernada depende de lo que sucede 
en cada uno ellos. Algunos departamentos son mucho más criadores que invernadores, y eso 
concretamente va a incidir en las arcas municipales. Podemos reconocer que sea injusto que por un 
ternero, desde su nacimiento, se pague varias veces este impuesto; este no es el primer bien: es un 
semoviente, pero hay otros bienes que en el transcurso de su traslación del dominio pagan varias veces 
el impuesto. 


Quisiera saber si hay una evaluación de la incidencia de este tema y si el Congreso lo tiene estudiado: si hay 
una pérdida importante en algunas Intendencias, supuestamente, se va a ver compensada, como aconteció 
aquella vez cuando la reducción del 3% al 1%. 


SEÑOR BERNINI.- Quisiera enviar un saludo con un doble sentido: por contar con vuestra presencia 
en este ámbito y por el nivel de intercambio que hemos tenido. 


Por otra parte, quisiera dejar una reflexión en cuanto a lo que ha significado la perspectiva histórica del 
desarrollo de la actividad del Congreso de Intendentes, ya que son notorios los avances en cuanto a las 
definiciones políticas que los involucran. Y sobre todo quiero destacar la madurez que se ha logrado, aun con 
las dificultades que todos sabemos que hemos tenido. No quiero ni hablar del tema patentes, aunque en el 
Congreso hubo un esfuerzo importante en sus decisiones. 


Mi intervención apunta a lo siguiente. A veces, hasta con envidia, escucho a los compañeros Representantes 
por los departamentos del interior cuando plantean algunos aspectos que tienen que ver con su territorio, cosa 
a la que como legisladores de Montevideo no estamos tan acostumbrados. Precisamente, pedí la palabra para 
hacer una reflexión como Representante por Montevideo, porque estoy orgulloso de ser montevideano, y esto 
viene a cuento de lo que significó este acuerdo que lograron en el Congreso de Intendentes, para comprender 
cuál es la realidad de Montevideo en lo que respecta al tránsito pesado, en el sentido de que tiene derecho a 
acceder a ese Fondo en la medida en que -como bien lo explicaron los dos Intendentes presentes- también 
tiene esa realidad. Me parece que este es un paso hacia adelante muy importante, cuando lo hacen dieciocho 
Comunas que nada tienen que ver con lo que aspira una de las Intendencias, la de la Capital, con todo lo que 
implica este concepto de capital, la historia de la centralidad, etcétera. 


Y acá hago una última reflexión como legislador por Montevideo, en la medida en que estamos preocupados 
por lo que esto implica para la Intendencia Municipal de Montevideo. Al igual que el resto de las Comunas, 
sus ingresos provienen de los inmuebles y de los vehículos, pero dentro de todos los servicios que tiene que 
prestar, hay una serie de aspectos que van mucho más allá de las responsabilidades del departamento como 
tal, teniendo en cuenta que el Estado funciona acá, teniendo en cuenta las exoneraciones que hay, tanto de 
contribuciones como de patentes de rodado, etcétera. Creo que este fue un paso muy importante y es muy 
saludable que se dé a nivel del Congreso de Intendentes. 


Desde ya que los legisladores montevideanos, seguramente de todos los partidos políticos, tendremos que 
ocuparnos de visualizar cómo en otras partes del mundo las capitales que tienen un peso muy grande en el 
Estado Central, con los gastos que esto ocasiona, han encontrado fórmulas, a través de leyes de capitalidad u 
otras, para contemplar esa situación. 


Entonces, me parece que es una buena señal del Congreso de Intendentes que vaya asumiendo esta realidad y, 
en todo caso, será una responsabilidad para todos los legisladores, en especial para los del departamento de 
Montevideo, comenzar a estudiar un poco más esa realidad hacia el futuro. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LAFLUF.- En cuanto a lo que decía el señor Diputado Bernini, quiero señalar que la primer 
medida, acompañada por todo el Congreso, en su primera reunión en el año 2005, fue que la 
Intendencia de Montevideo tuviera el mismo aporte que las del interior del país. Ya de pique entramos 
mostrando el trabajo conjunto que hicimos los diecinueve Intendentes. Eso nos ha ayudado mucho a 
conseguir cosas; sabemos que hay algún departamento que, de repente, recibe un poco más, pero 
entendemos que lo que recibimos está bien. Nos ha pasado muchas veces eso, por ejemplo, cuando 
creamos el Fondo de Inversión Departamental. 


Como dije, la mayoría estamos al día. Todos saben cómo se gasta el Presupuesto de las Intendencias. 
Tenemos que gastar la mayoría de nuestro Presupuesto, luego nos controlan y después nos pagan. Estoy 
hablando de caminería forestal, del Programa 008 del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, del 100% 
de los Fondos de Desarrollo del Interior o del 100% del Programa de Desarrollo y Gestión Municipal con el 
Banco Interamericano de Desarrollo. Eso da una transparencia muy grande. No sé si eso pasa en todos lados. 


Por ejemplo, ahora los señores Diputados están discutiendo cuánto se destina a la educación, etcétera. Acá, 
además de votar el recurso hay que ver cómo se gasta. En el caso de las Intendencias los señores Diputados 
pueden ver claramente dónde se gasta cada peso. 


Con respecto a lo que decía el señor Diputado Otegui sobre AFE, es cierto que en el Uruguay las vías están 
paralelas y a poquitos metros de las rutas nacionales. Por lo tanto, nosotros vamos a tener que seguir 
trabajando a "full" en nuestra caminería rural para que se puedan arrimar a la estación de AFE a cargar. De 
todas maneras, no creemos que la reconversión del ferrocarril sea tan rápida como para llegar al 2014 o al 
2015 con las rutas y las caminerías en condiciones. 


Por otro lado, para trayectos cortos -esta es una opinión personal- prefiero el camión antes que el ferrocarril, 
porque cada camión genera entre diez y doce puestos de trabajo. No obstante ello, acepto y reconozco que el 
ferrocarril es más barato para transportar la producción. 


En cuanto a lo que decía el Diputado Olivera, no sé si en el Congreso se habló del Fondo para pasar a 
medición. 


Con respecto a lo que decía el señor Diputado José Carlos Cardoso en cuanto al Registro Fiscal de las 
Empresas -él puso como ejemplo una empresa de Rocha-, voy a poner el ejemplo de BOTNIA. Según un 
estudio que hizo Price, por impuestos directos, indirectos, inducidos y aportes al BPS, BOTNIA aporta 
US$ 42:000.000 al año, pero la residencia fiscal de BOTNIA está en Montevideo. 


Con respecto a lo que decía el Diputado Berois sobre el 1%, se buscaría la forma de compensar esa menor 
recaudación. Todos saben que al Congreso ese tema no le gusta, porque hace un lote de años también se bajó 
así un 30% la Contribución Inmobiliaria Rural, lo que fue compensado con una partida nacional. Después se 


bajó del 3% de la comercialización de semovientes al 1%. Esto lo dan a través de una partida nacional. Lo 
que ocurre es que no se cobra la Contribución Rural Forestal, pero el día que el país tiene una crisis, la primer 
partida que se corta es la destinada a las Intendencias, porque el Estado tiene que seguir funcionando. Si no 
hay más solución, está bien, pero creo que el Ministro envió un mensaje subliminal, pretendiendo o buscando 
una especie de acuerdo para generalizar el 1% al resto de la producción agropecuaria. 


Nosotros conseguimos muchas cosas en la Comisión Sectorial de Descentralización durante estos cinco años, 
que ameritó que el Intendente De Los Santos, en un Congreso, me hablara de un buen Gobierno. También se 
logró que se derogara la exoneración de la Contribución Inmobiliaria Rural Forestal; lo conseguimos porque 
empezamos a pelear por una tasa de caminería; el Gobierno sacó la exoneración, a pesar de entender que 
significaba cambiar las reglas de juego. Asimismo, logramos el subsidio al alumbrado público, el Fondo de 
Inversión Departamental y el Fondo de Caminería Forestal, que salió cuando se le sacó la devolución de 
impuestos a la exportación de madera en rolos y se hizo un Fondo de US$ 6:000.000, que es el que estamos 
usando ahora para caminería. 


SEÑOR REYES.- Quiero referirme a tres aspectos técnicos. 


Con respecto a la consulta del señor Diputado Sander, en cuanto a si teníamos noticia de la formación de un 
Fondo para subsidio, debo decir que lo que se acordó fue flexibilizar lo que ya está previsto en la ley. La ley 
del subsidio prevé que en la medida en que exista un proyecto para mejorar la luz, desde el momento en que 
se presente, nos van a pagar el 30% del consumo. El problema que hemos tenido es que se transformó en un 
trámite muy engorroso. El compromiso del Ministerio de Economía y Finanzas es facilitar más el trámite 
para poder hacer efectivo lo que ya está previsto en la ley. 


El otro aspecto es el referente al Registro Fiscal en Montevideo. Se notará que cuando hablamos del Fondo 
de Desarrollo del Interior, se hace mención al año 1999, que es cuando se aplicó por primera vez; la 
Constitución establece un porcentaje de lo recaudado en el interior. El dato que habíamos obtenido nos daba 
un monto muy pequeño. En ese momento se acordó -y es lo que está fijado en 1999- que del total recaudado 
se haga la distribución, interior y Montevideo, en base al Producto Bruto Interno. Y así está hecho desde 
1999. No se está utilizando el verdadero criterio de domicilio fiscal de las empresas, sino que desde 1999 se 
está utilizando la información Producto Bruto Interior-Producto Bruto Montevideo. 


En cuanto al problema de la observación del Tribunal con respecto al plan de facilidad el tema radica 
directamente en que no tenemos facultad, al tratarse de Contribución Rural -lo mismo pasa con el 1%-, para 
determinar la multa que se cobra por el no pago. Podemos exonerar o bajar los recargos que cobramos y fijar 
esos recargos, pero la multa está establecida con un criterio técnico en el Código Tributario a nivel nacional, 
y eso es lo que tenemos que aplicar. Entiendo que cuando realizamos un plan de facilidades lo que habría que 
modificar es el Código Tributario, estableciendo que las multas por el no pago de los impuestos -como es la 
contribución rural, y el Impuesto del 1% que fija el Parlamento-, deben ser establecidas por el Gobierno 
departamental. Hablo del famoso 20%. 


SEÑOR SUREDA.- El tema del domicilio fiscal no impacta en las arcas municipales. Prácticamente en 
todos los países hay una base tributaria departamental y nacional. La departamental está sustentada 
en Contribuciones Inmobiliarias, Rurales, Urbanas, Patentes y Tasas, y la nacional en Contribuciones 
a la Seguridad Social, consumo y Rentas. El domicilio fiscal de la empresa que esté en un lugar 
diferente al que se desarrolla la actividad principal no afecta a las arcas municipales. Sin perjuicio de 
que la reforma tributaria fue amplia y exitosa, dejó en el medio el Impuesto a Primaria, en el que hay 
una competencia entre la base tributaria nacional y la departamental. 


Pero dejando eso de lado, las aguas están bien claras. 


La reivindicación consistía en conocer la generación de Producto Bruto Interno, más allá del domicilio fiscal, 
a los efectos de elaborar políticas públicas y de conocer cuánto aporta cada territorio a la generación de 
riqueza y qué relación guarda el sistema de transferencias con la evolución de la generación de riqueza en 
cada departamento. Más allá de este tema puntual para constituir el Fondo de Desarrollo del Interior o para 
hacer una cuenta en particular, esto es un insumo que sirve a las Intendencias y al país a efectos de contar con 
elementos en la toma de decisiones cuando elabora políticas públicas de base territorial. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- En cuanto a las chacras marítimas y al desarrollo inmobiliario en el 
medio rural, la nueva ley sobre ordenamiento territorial otorga facultades expresas a las Intendencias 
y a las Juntas Departamentales para el manejo del territorio en actos complejos de Gobierno. Además, 
permite definir el suelo potencialmente transformable en suburbano o urbano. 


A nosotros se nos ha hecho una observación por parte del Tribunal de Cuentas porque la definición de una 
zona suburbana debe ir acompañada de un Plan de Acción Integral del territorio. Tengo mis reservas al 
respecto, pero el Tribunal así lo observó. Estamos analizando esto desde el punto de vista jurídico con el 
equipo de la Intendencia. Este Plan viene a plantear el perfil urbano que va a tener ese territorio suburbano. 
No obstante, al pasar a ser suburbano la Intendencia debería tener facultades para fijar -como establecen las 
leyes- los valores de contribución. 


La definición de zona suburbana no comprende el conjunto del territorio; está definida como el territorio 
potencialmente transformable. En el resto del territorio rural nos queda dispersa una serie de contribuciones 
inmobiliarias de alto valor, algunas vinculadas con unidades productivas. Creo que hay que diferenciar lo que 
es unidad productiva de unidad de residencia, porque tiene relación con el valor agregado del territorio y se 
permite construir; se necesita permiso de construcción. Nosotros somos partidarios de que contribuyan. No 
hay ningún elemento que plantee el desestímulo. Este concepto tributario afecta esencialmente la justicia. 


El Parlamento facilitaría que pudiéramos aplicar este concepto en cualquier lugar del territorio, más allá de la 
caracterización urbana del territorio, fuere rural, suburbana, etcétera. En los planes de ordenamiento 
territorial y en la definición de los suelos potencialmente transformables en suburbanos o urbanos, hay un 
aspecto que en algún momento necesitará consideración parlamentaria por las dificultades que conlleva en el 
marco de lo que planteaba el señor Diputado Cardoso. 


Para nosotros es muy importante esta reunión. Hay que partir de la base de que hubo un acuerdo entre las 
diecinueve Intendencias departamentales con el Gobierno nacional. El Congreso de Intendentes tiene 
representación de tres partidos y un valor agregado. 


La última jornada de trabajo fue larga y creo que todos salimos satisfechos. Damos garantías al Parlamento, 
en el marco de sus potestades y competencias, en cuanto a que no hay un conflicto en este acuerdo. Lo que 
hay por delante es una serie de desafíos para lograr que este acuerdo abra caminos para resolver problemas. 
Hay problemas en los que deberemos trabajar articulando los Gobiernos departamentales, locales y el 
Gobierno nacional. Los problemas que tenemos en la agenda están siendo tratados con madurez y 
responsabilidad. Estamos seguros de que vamos a llegar a acuerdos; estamos obligados a ello. 


Un elemento que quiero destacar es que hoy los Gobiernos departamentales no miramos nuestros territorios 
como un compartimento estanco, no miramos la realidad del país por el agujero de la cerradura de nuestra 
puerta. Nos damos cuenta de que nuestra puerta está interconectada con otros lugares. Hay fortalezas que 
nosotros necesitamos aprovechar y debilidades que otros nos pueden ayudar a resolver; nuestras propias 
fortalezas pueden ayudar al resto de la región. En ese sentido, la regionalización de una serie de políticas 
públicas nacionales ayudarán a estimular esta política de integración de los Gobiernos departamentales y 
locales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación. Ha sido muy importante 
este diálogo a fin de analizar la situación y tomar posición en el momento en que corresponda. 


(Se retira de Sala una delegación del Congreso de Intendentes) 


(Ingresa a Sala una delegación del Ministerio de Educación y Cultura) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación del 
Ministerio de Educación y Cultura, integrada por el señor Ministro, doctor Ricardo Ehrlich; el Director 
General de Secretaría, señor Pablo Álvarez; el Director de Cultura, señor Hugo Achugar; el Director de 
Derechos Humanos, doctor Javier Miranda; el Director de Innovación, Ciencia y Tecnología, ingeniero 
Gerardo Agresta; el Presidente del SODRE, señor Fernando Butazzoni; la Directora de Televisión Nacional, 
señora Virginia Martínez; el Coordinador de Centros del Ministerio de Educación y Cultural, señor Roberto 


Elissalde; el Asesor de Dirección Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales, doctor Pablo Maqueira; el 
Coordinador en Educación no Formal, señor Jorge Camors; el Asesor de la Dirección de Educación, señor 
Daniel Martínez; el Encargado del Departamento Financiero Contable, contador Alejandro Lima; la 
Encargada de Programación y Gestión Financiera, contadora Lilián Morales; el Director de Registro Civil, 
escribano Adolfo Orellano; la Directora General de Registro, escribana Claudia Palacio; por la Comisión de 
Patrimonio, el doctor Alberto Quintela y la Asesora del Director General, contadora Mariana Lacaño; por la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, la socióloga Claudia Rafaniello, la Técnica Luján Lapenne y la 
contadora Ángela Medina, y por la Contaduría General de la Nación, la contadora Jeannette Mailhe y el 
señor Gerardo González. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Gracias, señor Presidente, señoras Diputadas y 
señores Diputados; es un gusto estar con ustedes. 


En primer lugar, vamos a hacer una presentación con imágenes mostrando algunos objetivos centrales del 
Ministerio; luego, comentaremos los artículos más importantes, y quedaremos a vuestra disposición para 
responder las preguntas que formulen. 


Nos acompaña un número importante de miembros de nuestro equipo; están fuera del país la señora 
Subsecretaria, la Directora de Asuntos Constitucionales Legales y Registrales y el Director Nacional de 
Educación, pero están presentes integrantes de su equipo representando las respectivas secciones. 


En la primer imagen están las quince Unidades Ejecutoras que componen el Ministerio, que es muy diverso. 
Se notará que dentro de la Dirección General de Secretaría tenemos la Dirección de Educación, Asuntos 
Constitucionales, Legales y Registrales, Derechos Humanos y otras actividades entre las que queremos 
destacar los centros MEC. Se trata de quince Unidades Ejecutoras con cometidos bien diversos. 


La imagen siguiente muestra el número de funcionarios propios del Ministerio: dos mil ochocientos 
dieciocho. Como se observa, la sigla DACLR, corresponde a la Dirección de Asuntos Constitucionales, 
Legales y Registrales, y representa casi un 42% del total de funcionarios de este Ministerio, la Dirección 
General de Secretaría un 18% y los funcionarios del SODRE un 18,7%. 


La siguiente imagen muestra una de nuestras preocupaciones, que tiene que ver con una reestructura del 
Ministerio, que empezamos a estudiar. La nivelación salarial y resolver una serie de inequidades y diferencias 
salariales en los distintos funcionarios del Ministerio, con problemas que se arrastran desde hace muchos 
años, constituye una de nuestras preocupaciones y la vinculamos a la reestructura. 


Dentro del fortalecimiento institucional, también es una preocupación mayor la reestructura del SODRE se 
requiere desarrollar un nuevo proyecto de gestión- y para esta etapa nos hemos propuesto consolidar y 
desarrollar una serie de distintas iniciativas. Las siglas que se observan corresponden al Museo Nacional de 
Historia Natural, MNHN, cuya sede propia debería instalarse pronto; EMC?, es el Espacio Metropolitano de 
Ciencia y Conocimiento, el tan esperado creo que ya hace dos década-, Espacio, Museo de Ciencia y 
Tecnología. La sigla INAE, es el Instituto Nacional de Artes Escénicas; ya se ha inaugurado el Figari que 
tiene formalizarse como museo. También figuran en esta imagen el desarrollo de los Centros MEC de los que 
hablaremos luego, los Centros de Capacitación Profesional, CECAP, que constituyen uno de los núcleos 
fuertes, junto con los Centros MEC de la solicitud presupuestal, lo que representan los medios de 
comunicación y el trabajo a desarrollar, tanto en la Televisión Nacional como en las radios, cambios en la 
Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales, que resumiremos luego, y también la 
consolidación del trabajo de cooperación y relaciones internacionales del Ministerio, que tiene una particular 
relevancia. 


La segunda parte de la imagen muestra otra serie de siglas que representan nuevas instituciones a desarrollar 
en este período y en las que estamos trabajando. La APACET, Agencia Para la Acreditación de la Enseñanza 
Terciaria, se conoce por la trascendencia que ha cobrado en la prensa por la primera sesión con la Comisión 
de Educación y Cultura del Senado. La sigla que figura en segundo lugar corresponde al Instituto Nacional de 
Evaluación Educativa, INEE, previsto en la Ley de Educación, que es objeto de un artículo en el Presupuesto, 
y le siguen el Consejo Nacional de Educación No Formal, CONENFOR; el Instituto Universitario de 
Educación, IUDE; el Instituto Terciario Superior, IT'S, que son componentes que esperamos desarrollar, junto 
con el Sistema Nacional de Educación Pública en esta etapa. 


En esta presentación figuran, muy brevemente, los objetivos del Ministerio de Educación y Cultura. El 
Ministerio, por un lado, articula con los grandes entes del sistema público y autónomos de educación, tanto 
ANEP como con Universidad de la República, de manera de optimizar las propuestas contenidas en un plan 
de gobierno, con el cometido de cada una de estas instituciones. Más allá de su rol de articulador, el 
Ministerio tiene una serie de tareas propias en educación, que están resumidas en esa figura y van desde la 
importancia de desarrollar en esta etapa un Plan Nacional de Educación para los años venideros, del 2010 al 
2030, pasando por la implementación de la Ley de Educación, aprobada en el Período pasado, hasta una serie 
de tareas propias de la promoción de la calidad de la educación terciaria, la promoción de la calidad en la 
primera infancia, la promoción, coordinación y difusión de propuestas de educación no formal, hasta otras 
como las relacionadas con los centros de capacitación profesional, que son propuestas de educación no 
formal destinadas a adolescentes y adultos en vinculación con el Consejo de Educación Técnico Profesional 
y el Consejo de Educación Secundaria. 


El noveno punto, que figura en mayúscula, plantea participar en el desarrollo de un Plan Nacional de 
Juventud. Los señores legisladores podrán ver que la propuesta de trabajo que presentamos que tiene que ver 
con nuestra responsabilidad- tomará la forma de lo que llamamos 'compromiso educativo". 


El décimo punto de este resumen tiene que ver con el aseguramiento de lo que denominamos "líneas 
transversales' definidas en la Ley de Educación. 


En la siguiente imagen se aprecia el problema mayor en educación, que es encontrar el camino de los 
cambios. Entendemos que los cambios se han iniciado en el sistema educativo y, si bien son complejos, 
resultan absolutamente urgentes y necesarios. Esperamos que se puedan transitar en esta etapa. 


Si me permiten, quiero recordar algunas cifras que los señores Diputados seguramente manejan, que reflejan 
la magnitud de algunos de nuestros desafíos. Por ejemplo, la tasa de egresos del ciclo básico de educación 
media son datos de fines del 2008-, en los primeros quintiles de ingreso de la sociedad, alcanza al 41% y al 
60% en los dos primeros quintiles, siendo de casi 86% y 95% en los dos quintiles de ingresos más elevados. 
Como pueden observar, hay una diferencia importante. Como dije, esto ocurre en el ciclo básico de 
educación media. En lo que tiene que ver con los estudiantes que completaron el ciclo superior, la distancia 
va desde el primer quintil, 7,8% y, el segundo, 20,8% al 47% y 70%. Esto demuestra un fuerte problema y 
una inequidad social dramática. 


Analizando las mismas cifras pero con referencia a Montevideo y el interior, aparece una inequidad 
territorial. Para las mismas situaciones, terminación del primer y segundo ciclo me refiero a la enseñanza 
media superior- los porcentajes son los siguientes: Montevideo alcanza un 69% y el interior un 68%. Luego, 
puede apreciarse que Montevideo pasa al 45% y el interior al 30%; hay quince puntos porcentuales de 
diferencia. Este es uno de los problemas que debemos resolver en el sistema educativo. 


Otra de las dificultades mayores a resolver es la tasa importante de jóvenes que no están en el sistema 
educativo, que no estudian ni trabajan. Si tomamos la franja etaria de diecisiete a veinticuatro años, para el 
2008 es del orden de un 24% o 25%, que también es muy elevada. Los resultados educativos muestran 
también serios problemas en enseñanza media. El porcentaje de alumnos promovidos en liceos públicos en el 
2008, de primero a tercer año, varía de 58%, 64% y 66%, lo que demuestra que tenemos serios problemas en 
lo que hace al aprendizaje y rendimiento escolar. 


Otro de los grandes desafíos es extender la cobertura en educación inicial. Seguramente, los señores 
Diputados conocen el desafío que se ha asumido en cuanto a extender las propuestas de educación terciaria y, 
en particular, la universitaria, a las distintas regiones del país, donde también tenemos problemas de 
inequidades, sobre todo vinculados al propio desarrollo y proyecto de país, al que nos podremos referir más 
adelante. 


Estos son algunos de los temas que queremos plantear y las cifras ponen de relieve lo que tiene que ver con 
nuestros adolescentes y jóvenes y algunos de los puntos mayores que tienen un reflejo a nivel presupuestal. 


En la siguiente imagen se aprecia los grandes temas relativos a la educación. Para nosotros la orientación 
tiene que ver con el derecho a la cultura, con la ciudadanía cultural y la diversidad tanto de la cultura como 
de la sociedad. En este sentido hay especial preocupación con relación a los temas de industrias culturales. 
Además, se concibe a la cultura como uno de los grandes espacios de encuentro de la sociedad. 


La siguiente transparencia enumera una serie de objetivos y acciones que están en distinto grado de 
desarrollo, pues algunos ya están en marcha y, otros se van a iniciar en este Período, que van desde la 
consolidación de los Centros MEC en breve me referiré a ellos- hasta los proyectos relativos a usinas 
culturales y fábricas de la cultura, que hoy es posible ver operativas en distintos puntos del territorio nacional 
y que deberemos continuar. 


Se proyectan distintos programas y fondos para el estímulo y apoyo a una diversidad de actividades. Algunos 
de esos programas de estímulo van a ser iniciados, según la propuesta presupuestal que planteamos, en este 
quinquenio. Uno de ellos refiere al Programa de Estímulo a la Formación y Creación Artística. Entendemos 
que ello puede ser el embrión de un programa que pueda fortalecer, tanto la formación como la creación, y de 
pronto derivar en una propuesta institucional de mayor envergadura. 


Lo que figura en la quinta línea de la imagen que vemos nos preocupa especialmente y refiere al Programa de 
Apoyo a Instituciones. Tenemos que poder apoyar una serie de instituciones privadas de la sociedad que 
realizan actividades culturales muy importantes; deberemos interactuar con ellas y muchas veces sostenerlas. 
Hay varias instituciones de mucha trayectoria, de gran valor que hacen un aporte importante y que requieren 
apoyo del Estado. Este Programa se propone iniciarlo como un fondo muy modesto, pero esta es una de 
nuestras grandes preocupaciones. Al final de esta reunión haremos alguna mención al Inciso 21, en el que se 
trata de auxiliar a algunas de estas instituciones. 


No voy a referirme a los otros puntos, porque pueden ser objeto de preguntas específicas. 


En esta imagen se puede observar la propuesta del SODRE, que es para todo el país, trabajo al que estamos 
abocados. Además, figuran una serie de otras propuestas, que van a ser objeto de proyectos como, por 
ejemplo, la Ley de Promoción de la Cultura Nacional en Cine, Radio y Televisión y la Ley de Derechos 
Culturales y otras. 


En la siguiente proyección figuran noventa y seis puntos amarillos, que representan los Centros MEC al día 
de hoy. En pocos días estaremos llegando al número cien. Ustedes saben que estos centros desarrollan 
actividades vinculadas con la educación, la cultura y el aprendizaje digital. Se encuentran esparcidas en todo 
el territorio y cuentan con el apoyo del trabajo de las distintas Intendencias donde se instalan. Estos Centros 
constituyen una red tremendamente eficaz, y están instalados en pueblos con quinientos habitantes o más. La 
idea para este Período es pasar del centenar; en pocas semanas vamos a tener unos ciento ochenta. Esto 
también tiene una consecuencia presupuestal, que podrá analizarse más adelante. 


La imagen siguiente tiene que ver con nuestra mirada sobre innovación, ciencia y tecnología. La frase que 
allí reza refleja exactamente el problema que hoy planteamos: la búsqueda de un punto de inflexión. Venimos 
creciendo y haciendo un esfuerzo país sistemático, sostenido y con un aumento muy importante en el Período 
pasado. Si a los señores legisladores les interesa este asunto, puedo brindar algunas cifras. 


En este tema debemos lograr un punto de inflexión que realmente nos pueda colocar en la vía de un país de 
cultura y de conocimiento, que apueste a las capacidades de su gente. Esto tiene que ver tanto con la 
inserción de nuestros jóvenes con talento y capacidades en el ámbito laboral como general, como con el 
desarrollo de proyectos y emprendimientos innovadores. En esta etapa tenemos que lograr un punto de 
inflexión en esa apuesta al país. 


La siguiente imagen muestra la institucionalidad hoy a nivel de ciencia, tecnología e innovación, con el 
Gabinete Ministerial de Innovación, que lo preside este Ministerio y asegura su secretaría ejecutiva la 
Dirección Nacional de Innovación, Ciencia y Tecnología. Este organismo que se creó en el Período pasado, la 
Agencia de Innovación e Investigación, junto con el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, constituían - 
si ustedes quieren-, la base de la institucionalidad. 


Estamos buscando el punto de ruptura, por ejemplo, a través del Plan Estratégico Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación, que fue aprobado en febrero de este año y que en breve va a ser presentado 
públicamente. 


Para nosotros esto representa un contrato entre los distintos actores de la sociedad y el Estado. Este es uno de 
los elementos centrales para asumir ese desafío. 


En la imagen siguiente se enfatizan algunos de los puntos centrales de este programa. Me refiero a 
incrementar la competitividad de los sectores productivos, consolidar el sistema de investigación y desarrollo 
y su vinculación con las realidades productivas y sociales nacionales, y desarrollar capacidades y 
oportunidades para la apropiación social del conocimiento y la innovación. 


Las acciones centrales para lograr ese punto de inflexión son mirar a todo el territorio nacional, pensar el 
desarrollo científico y tecnológico e instalar capacidades vinculadas a los proyectos de nuestros diferentes 
territorios. Este es uno de los elementos claves para lograr ese punto de quiebre, más allá de los recursos 
adicionales que se requiere. 


Entonces, el contrato con la sociedad tiene que ver con ese Plan Estratégico Nacional. 


El segundo componente es la mirada que integra el conjunto del territorio nacional en el desarrollo de la 
ciencia y la tecnología. 


Finalmente, debemos mencionar el necesario puente con la sociedad, que tiene que hacer suyo el desafío para 
que se puedan dar las transformaciones. 


Entre las propuestas que tenemos sobre la mesa figura la creación de centros de investigación y desarrollo en 
distintos puntos del territorio del país. Estarán ubicadas en áreas estratégicas y se vincularán a polos de 
formación terciaria y superior. Me refiero a la coordinación de instituciones nacionales en áreas muy 
diversas, potenciándolas y complementando capacidades. 


Otro aspecto a tener en cuenta es la constitución del Observatorio de Innovación, Ciencia y Tecnología, 
previsto en el Plan Estratégico Nacional. 


Entendemos que la popularización y divulgación del conocimiento son claves en la estrategia para encontrar 
ese punto de inflexión. Por supuesto, esto abarca desde los clubes de ciencia que se siguen fortaleciendo- 
hasta el proyecto del museo de ciencia y tecnología, que ya mencioné. 


Insisto en la búsqueda del punto de inflexión porque es central; es uno de los compromisos que asumió el 
conjunto de actores, desde la academia hasta los empresarios y autoridades nacionales e institucionales. 


En la siguiente transparencia se hace un rápido recordatorio de las propuestas de nuestra Dirección Nacional 
de Derechos Humanos. La idea es fortalecer la implementación de políticas públicas, sobre la base de los 
derechos humanos. Como pueden apreciar, las propuestas de trabajo se centran en el fortalecimiento 
institucional para la promoción, respeto, cumplimiento y garantía de los derechos humanos. La idea es tener 
un plan nacional de derechos humanos. Esto requiere un programa de comunicación muy particular. 


Por otra parte, la Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales, abarca distintas instituciones: 
desde la Fiscalía y el Ministerio Público hasta los Registros. Los desafíos mayores tienen que ver con el 
fortalecimiento institucional y con continuar el desarrollo tecnológico, la informatización de los distintos 
servicios y, en particular, la capacitación de las distintas Direcciones. 


Con respecto al Código de Proceso Penal, ustedes saben que es un tema que está arriba de la mesa y sobre el 
que tenemos que hacer una serie de previsiones. Estamos trabajando en este sentido. Si lo consideran 
oportuno, nos referiremos a este punto. 


Por otra parte, se instaló la Comisión que votó el Parlamento para la conmemoración del bicentenario de 
nuestra emancipación. Fue instalada por el Presidente de la República y ya tuvo una primera sesión. Estamos 
preparando los trabajos. Sin duda, esto va a requerir recursos adicionales. Si bien este tema será objeto de un 
tratamiento específico en otra oportunidad, no quería dejar de recordarlo. 


Ahora voy a comentar los artículos centrales. Aclaro que tenemos para agregar una serie de artículos que no 
tienen costo. 


El incremento total del presupuesto del Ministerio de Educación y Cultura en este Período es de 
aproximadamente un 26%. En 2011 va a ser de $ 344:000.000, que se reparten de la siguiente manera: un 
29% para remuneraciones, un 56% para gastos de funcionamiento y un 14,8% para inversiones. 


Las cifras se modifican muy poco porcentualmente para lo que va a ser el incremento al final del Período, es 
decir, en el año 2014. El incremento total al final del Período va a ser de $ 543:000.000. Casi la mitad, un 
46% exactamente $ 250:000.000-, corresponde a tres ítems, que en el artículo 481 figuran como "Horas 
Docentes". 


También hay un artículo que refiere a la creación del Instituto Nacional de Evaluación Educativa. Esto hace 
al compromiso educativo; eso representa la mitad del incremento presupuestal al final del Período. 


Como dije, el artículo 481 refiere a las "Horas Docentes". Como pueden advertir, se incrementan de manera 
muy significativa. Esto va a permitir la expansión de los Centros MEC y la extensión de algunos programas, 
como los Centros de Capacitación Profesional. Actualmente tenemos poco más de mil trescientos alumnos y 
diez CECAP operativos; al principio de 2005 solo había dos. El objetivo es un Centro por departamento. 


Este programa, que articulamos con Enseñanza Secundaria, Enseñanza Técnico Profesional, ANEP, el INDA 
y las Intendencias, es una de nuestras preocupaciones mayores. Está destinado a adolescentes y jóvenes que 
se desvinculan del sistema educativo y que están en contextos de alta vulnerabilidad. El programa ha sido 
realmente muy exitoso en atender estas situaciones y posibilitar el retorno al sistema educativo. 


También se requiere horas docentes para otros programas que tienen que ver con enseñanza de adultos, en las 
cárceles y demás. 


Entre las horas docentes hay un pequeño rubro para nuestra Dirección Nacional de Cultura, que realiza tareas 
educativas en las Usinas de Cultura, en los hospitales psiquiátricos, en diversos programas con niños y 
adolescentes, en las Fábricas de Cultura y, muy particularmente, en los talleres en las cárceles. 


Un pequeño componente en "Horas Docentes" se destinará al apoyo del Instituto Clemente Estable, para la 
iniciación, formación intermedia y consolidación de jóvenes investigadores. 


Los artículos 485 y 487 refieren a gastos de funcionamiento de la Dirección General de Secretaría. Uno tiene 
que ver con los gastos de base que hacen a las tareas corrientes y, otro, con las actividades vinculadas a la 
educación. 


Aquí hemos puesto los recursos de una serie de actividades que tienen que ver con la implementación de la 
Ley de Educación: el Instituto Nacional de Evaluación Educativa, el Consejo de Educación No Formal, el 
Congreso Nacional de Educación, el fortalecimiento del Consejo Coordinador de la Educación en la Primer 
Infancia y el fortalecimiento del área de educación superior, así como otros gastos y líneas transversales. 


También integran lo solicitado en el artículo 487 los recursos para los Centros MEC y algunos otros 
componentes. Muy particularmente quisiera poner el acento en lo que llamamos "Grupos Sonantes". Se trata 
de un acuerdo con la Escuela Universitaria de Música por el cual se desarrollan actividades de enseñanza de 
música en el interior del país. 


El artículo 488 tiene que ver con inversiones, fundamentalmente, destinadas a reparación de inmuebles. 


Quiero fijar la atención en el artículo 491, que refiere a becas. 


SEÑOR ABDALA.- Pido disculpas al señor Ministro por la interrupción, pero quiero hacer una 
consulta a la Mesa y al señor Ministro. 


El señor Ministro está haciendo un análisis de los artículos en forma alternada. Por supuesto, no tengo 
problemas en que elija el método, pero quiero saber en qué momento podemos consultar sobre algunas de las 
disposiciones particulares. Por ejemplo, el señor Ministro se ha referido al artículo 487, pero tengo una 
consulta sobre alguna disposición anterior. Salvo que estemos en la exposición inicial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La prolijidad del señor Ministro es característica. 


El señor Ministro está haciendo una exposición general, mencionando algunos artículos, pero luego 
ingresaremos detenidamente al análisis del articulado. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Como había anunciado, me voy a referir a 
algunos artículos, particularmente a aquellos que tienen los costos más importantes, y luego quedamos 
a disposición para analizar el conjunto del articulado. 


El artículo 491, que refiere a becas, nos interesa de manera particular. Más allá de un componente de becas 
para la enseñanza media que aseguraba el Ministerio de Educación y Cultura, que se mantiene son un poco 
más de 1.300-, se inicia un Programa que llamamos "Compromiso educativo" e incluye una transferencia de 
recursos. En esta etapa de inicio, el Programa estará centrado en ese momento tan difícil y crítico en la 
educación media, que es el pasaje del ciclo básico al ciclo superior medio. Se prevé llegar a 25.000 acciones 
concretas, lo que nos daría 10.000 acciones simultáneas, velocidad crucero, con posibilidades de aumentarlo 
si este programa funciona como esperamos. Este programa, "Compromiso educativo", implica $ 210:000.000 
en el Período 2011-2014 y requiere un acuerdo, que se firmará en breve entre nuestro Ministerio, la ANEP, la 
Universidad de la República, el Ministerio de Desarrollo Social y el INAÚ. 


Las becas que estamos dando a los jóvenes para la enseñanza media básica consisten en ocho componentes 
de $ 800 y ahora se pasará a ocho cuotas de $ 1.000 para la enseñanza media superior. Esa transferencia de 
recursos no es el elemento transformador; se requiere un compromiso del centro educativo, un compromiso 
familiar y la participación de lo que llamamos "un referente par", o sea, un estudiante más avanzado de 
enseñanza media o de distintas instituciones de enseñanza terciaria, que pueda acompañar este proceso. 
Realmente, vemos esto como una convocatoria a nuestros jóvenes en torno de la educación. Entonces, este es 
uno de los componentes al que asignamos más importancia en la propuesta que estamos haciendo. 


Otros artículos refieren a la creación de nuevas Direcciones. Vamos a reemplazar un artículo en el que 
creábamos algunos cargos de confianza, y vamos a hacer cambios en la Dirección de Centros MEC y en la 
Dirección de Cooperación. Hoy tenemos noventa y seis Centros que están operando con 194 docentes de 
alfabetización digital y con 37 Coordinadores Departamentales y tienen una muy fuerte participación 
municipal. Me refiero al artículo 492. 


Va ha haber refuerzos para distintas instituciones. El Museo Histórico Nacional hace veinte años que no abre 
la totalidad de sus salas; estamos preocupados por fortalecer su capacidad de investigación y de publicación, 
la preservación y conservación, la base digital de registros y acervos, y va a jugar un rol mayor en el período 
de conmemoración de los bicentenarios. Lo mismo sucede en lo que tiene que ver con el Archivo General de 
la Nación; el artículo 498 asigna nuevos recursos, tanto para el fortalecimiento general de su funcionamiento 
como para asegurar las ediciones de la Biblioteca Artigas y la colección de autores clásicos, entre otras. 


El artículo 499 refiere a la creación del cargo de Director General de la Comisión del Patrimonio Cultural de 
la Nación como cargo de particular confianza. Los artículos 500 y 501 asignan recursos por el Rubro 1.2 para 
el fortalecimiento y mejora de gestión. Los aumentos son moderados. Esperamos que en este Período se 
pueda desarrollar una nueva visión del trabajo de esta Comisión, articulando con Gobiernos locales, con 
proyectos de desarrollo local y con el turismo. 


El artículo 502 tiene que ver con el refuerzo en el funcionamiento del Instituto Clemente Estable: $ 2:000.000 
por año. 


El artículo 503 refuerza a la Dirección de Innovación, Ciencia y Tecnología del Ministerio, buscando 
fortalecer, entre otros, al Museo Nacional de Antropología, la reapertura del Museo Nacional de Historia 
Natural y dar los primeros pasos para la creación del Museo de Ciencia y Tecnología y para la 
instrumentación del Plan Estratégico Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. 


Posteriormente, hay dos artículos sobre los cuales queremos retener su atención, los artículos 504 y 508, que 
tienen que ver con la salarización de proventos en la Biblioteca Nacional y en la Dirección de Registros. 


El artículo 505 refiere a inversiones en el SODRE, tanto en el Auditorio Nacional en cuanto a espectáculos 
como en las radios, con recursos de los Rubros 1.1 y 1.2. Las radios, con la preocupación de asegurar la 
cobertura nacional, particularmente requieren una infraestructura importante. Asimismo, les recuerdo que el 
Auditorio Nacional tiene exactamente tres hectáreas, con un gasto de mantenimiento importante y los 
distintos rubros están pensados para ello. Un renglón especial asegura el funcionamiento del nuevo ballet del 
SODRE. 


La creación de cargos de mayor significación está destinada a la Fiscalía de Corte, creándose la Fiscalía de 
Atlántida, con el personal necesario, y también se crean en la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la 
Nación diez cargos en el Escalafón Administrativo. En el día de hoy, me llegó una propuesta del Fiscal de 
Corte que tiene que ver con la adecuación a la propuesta de la Suprema Corte de Justicia de crear Juzgados 
vinculados con violencia doméstica, por lo que estamos preparando la inclusión de las Fiscalías 
correspondientes para que operen en consonancia, que se las haremos llegar. 


En lo que tiene que ver con el personal, hay algunas transformaciones y reasignaciones en distintas Unidades, 
que podemos detallar. 


Dos artículos refieren a la Televisión Nacional, uno relativo a inversiones el artículo 520- y otro vinculado 
con su funcionamiento, Rubros 1.1 y 1.2. En ese sentido, nuestras grandes preocupaciones consisten en los 
cambios tecnológicos para los cuales debemos prepararnos, con la televisión digital terrestre y la cobertura 
nacional de esa forma; en las responsabilidades como medio de comunicación público no gubernamental y en 
el desarrollo de una propuesta que mejore la calidad y apoye la producción nacional, logrando ser una 
herramienta central en ese objetivo, con el fin de ir creando un país de cultura, de conocimiento y de 
aprendizaje. 


Con esto, subrayo algunos de los artículos de mayor significación o impacto a nivel nacional. Resta agregar 
una serie de artículos sin costos; el Director General Pablo Alvarez tiene esa lista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se está haciendo una fotocopia de los artículos sin costo a los que hizo 
referencia el señor Ministro, a los efectos de que los señores Diputados los tengan. 


SEÑOR POSADA.- Creo oportuno realizar consideraciones de carácter general y algunas preguntas. 


El señor Ministro ha hecho una exposición en la que básicamente ha dado cuenta de los principales objetivos 
del Ministerio de Educación y Cultura -una Cartera, por cierto, tan diversa- para este período. En particular, 
hay un aspecto que consideramos verdaderamente clave para nuestro país y, por cierto, desearíamos que el 
Ministerio de Educación y Cultura le diera, en la estrategia de nuestro país, una mayor relevancia de la que 
hoy tiene: me refiero a la educación. 


El propio señor Ministro hacía referencia a algunas estadísticas del sector educativo que demuestran una 
realidad muy preocupante en jóvenes de entre 17 y 25 años. Esa era la referencia que hacía el Ministro; una 
cuarta parte de estos jóvenes no estudia ni trabaja. Desde ese punto de vista, creo que una de las graves 
falencias que tiene la educación es la evaluación. Si bien se conocen estos datos, la realidad es que sobre ello 
no se opera y, de hecho, estos resultados se vienen registrando desde hace bastante tiempo; no son nuevos. En 
todo caso, son confirmatorios de otros que se venían obteniendo. 


Uno de los planteos que ha estado presente en la ley de educación ha sido precisamente la creación del 
Instituto de Evaluación. Al respecto tenemos una pregunta. Si bien hay un artículo que refiere en forma 
expresa a los recursos que se van a destinar, nos parecía de orden consultar al señor Ministro si en definitiva 
esos recursos que están planteados para la puesta en marcha del Instituto Nacional de Evaluación no debieran 
concentrarse sobre todo en el año 2011, en el que vemos que los recursos asignados son relativamente 
menores a los de los años posteriores, como si la instrumentación, la puesta en marcha del Instituto de 
Evaluación se fuera haciendo como parte de un proceso que recién se completaría en 2014. 


En una realidad como la que vive el país, ese Instituto tiene particular relevancia, sobre todo si se quiere tener 
incidencia para corregir los resultados que hoy arroja el sector educativo público. Por eso consultamos si no 
debiera haber, en lo que refiere a la implantación del Instituto de Evaluación Educativa, una distribución 
distinta a la que está planteada para acelerar el proceso de su puesta en marcha. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- La pregunta del señor Diputado es muy 
pertinente. 


En este momento estamos en la etapa siguiente. Está a la firma el decreto que va a crear la Comisión de 
Implantación, que a su vez va a crear la institución. Lo que figura en la propuesta presupuestal tiene cierta 


progresividad, pero con una suma mucho menor para 2011. Pensamos que este Instituto efectivamente va a 
poder empezar a trabajar en el segundo semestre del próximo año. Esa es la respuesta a la preocupación 
central del señor legislador. 


La instrumentación dependerá de esa Comisión que va a asumir lo definido en la ley de educación. 
Esperamos que en el correr de los próximos meses esta Comisión no solo se instale sino que desarrolle su 
trabajo de manera que se pueda preparar la operatividad de este Instituto para que empiece a actuar a partir 
del segundo semestre. 


SEÑOR POSADA.- El otro tema al cual queríamos hacer referencia tiene que ver con los cometidos 
que se asignan al Poder Ejecutivo y, particularmente, al Ministerio de Educación y Cultura por la Ley 
N* 17.631. Esta ley fue aprobada en mayo de 2003 y estuvo claramente inspirada en un proyecto del 
entonces Diputado doctor Félix Laviña que apunta, en su_artículo 6”, entre otros aspectos del 
desarrollo del turismo histórico y demás, a la declaración como monumento histórico del solar donde 
estuviera emplazado el Cuartel General de Artigas y la Villa de Purificación. Incluso, hace referencia a 
las fracciones de campo donde está ubicado, individualizada por los padrones 4980 y 4983 la mayor 
área de la 4a. Sección catastral de la zona rural en el departamento de Paysandú. El inciso segundo del 
artículo 6” decía que el Poder Ejecutivo dispondrá lo necesario para proceder a determinar su 
extensión, delimitación y señalamiento, previo informe fundado en el asesoramiento competente, de 
acuerdo con los alcances de la Ley _N” 14.040 y a los efectos de la creación del Parque Nacional de 
Purificación. Es decir que allí se daba un cometido especial al Ministerio con la intención de que se 
pudiera individualizar concretamente el área donde estuvo Villa Purificación con la idea de generar 
una expropiación y crear un Parque Nacional en ese lugar. 


Nos interesa conocer si se ha tomado alguna medida. Por allí, algunas voces han generado dudas sobre la 
implantación de este lugar. Hay que recordar que hay un estudio de las Fuerzas Armadas uruguayas, realizado 
con fotografías aéreas, que claramente han logrado identificar la zona en la que estaba asentado el cuartel de 
Artigas en la Villa Purificación. Por tanto, la consulta apuntaba a tratar de establecer cuáles habían sido las 
medidas desarrolladas por el Ministerio; sabemos que el señor Ministro ha ingresado hace poco al comando 
de la cartera, pero obviamente este es un tema que viene ya desde hace más de una Legislatura y nos parece 
que, conmemorando los 200 años del proceso de emancipación, bueno sería que en este período viera luz la 
concreción del Parque Nacional de Purificación, como una suerte de forma de recrear la identidad nacional. 
Además, sería bueno realizar un acto de reconocimiento especial a quien fuera el fundador de nuestra nación. 


SEÑOR QUINTELA.- Efectivamente, desde el período pasado y en el actual la Comisión de Patrimonio está 
trabajando para concretar lo especificado en la ley. Por supuesto que es un tema que nos apasiona a todos los 
uruguayos; hay interesantísimos datos y muchísima investigación. En concreto, se ha trabajado con la 
Intendencia de Paysandú a los efectos de coordinar la medición de un espacio, que es el que está más 
directamente involucrado con el campamento artiguista de Purificación. Han trabajado el doctor López Mazz 
y la doctora Ana Frega; hay un interesante expediente en la Comisión a disposición de todos los interesados y 
la extensión de los padrones designados es muy grande: es todo un establecimiento rural que está afectado. 
Además, está ajustado a la realidad histórica que se achique, que efectivamente se mida de manera más 
adecuada, por lo que la Intendencia de Paysandú, conjuntamente con el propietario, están conversando para 
avanzar en tal sentido en estos días. Hemos hablado con el abogado del propietario y hay muy buena 
disposición para avanzar a ese respecto. Es más: está involucrada la sociedad de Paysandú y de Chapicuy y la 
idea es cristalizar el proyecto al que esa ley dio nacimiento. Además, en esa ley se habla de una Comisión que 
tienda a apoyar el desarrollo de las identidades locales. Precisamente, la Comisión de Patrimonio está 
encarando ese tema junto con otros que tienen que ver con el rescate de esos espacios históricos, y que están 
ampliamente vinculados con la política nacional de turismo, con el ordenamiento territorial, con las 
definiciones de lo que establecen los Municipios y los Gobiernos Departamentales. 


En definitiva, la política cultural también es política social, es difusión, es divulgación y es una toma de 
conciencia acerca del valor de nosotros mismos: es una cosa obvia que todos sentimos. Estamos avanzando 
en este sentido; seguramente en los próximos meses tendremos una respuesta concreta que informaremos al 
Cuerpo. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera hacer un comentario; por cierto que me placen las manifestaciones del 
señor Presidente de la Comisión de Patrimonio Histórico. En realidad, en todos los antecedentes que 


obran sobre este tema, el propietario del inmueble fue un obstáculo para concretar la aspiración 
planteada en la ley. De hecho, de acuerdo a ese informe de la Fuerza Aérea que yo citaba, la radicación 
o la locación del cuartel general artiguista era precisamente donde hoy está el casco del establecimiento 
lo cual, de alguna manera, es un elemento que llevó al propietario del bien a tratar de disuadir al 
Estado acerca de la expropiación. 


Por lo tanto, es importante que se venga avanzando en este tema; de todas maneras, dado que está en proceso, 
pienso que es oportuno plantearle al señor Ministro la posibilidad de generarnos un plazo, que perfectamente 
puede ser el de la Rendición de Cuentas del año que viene, de forma tal de que en esa modificación 
presupuestal el Parlamento de la República vote los dineros necesarios, los recursos para proceder a la 
expropiación del bien. Ese es un planteo que hacemos al señor Ministro con la esperanza de que sea 
recogido; sé que él comparte expresamente los objetivos en cuanto a que el Estado debe desarrollar allí un 
parque nacional. Entonces, creo que sería un buen desafío que ese trabajo pudiera ver su concreción en el 
próximo período, de forma tal de estar inscribiendo esto dentro de los distintos aspectos de la 
conmemoración del bicentenario del proceso de emancipación. 


SEÑOR ABDALA.- En la misma lógica que se viene desarrollando de plantear temas que resultan de 
interés, inclusive más allá del articulado pero con relación a él, quisiera estribar en los aspectos que 
hacen a la dotación de recursos, tanto de recursos humanos como económicos, todos de carácter 
presupuestal, referidos al Ministerio Público. Hace un instante el señor Ministro hizo referencia a esos 
aspectos. 


Tengo entendido, señor Presidente, que hay una diferencia apreciable, significativa, una distancia importante 
entre la propuesta que a este respecto formuló oportunamente el señor Fiscal de Corte y Procurador General 
de la Nación con relación a lo que concretó el Poder Ejecutivo en la propuesta que estamos analizando. Me 
refiero específicamente a los artículos 509 y siguientes. El artículo 511 habla de la creación de un cargo de 
Fiscal Letrado Departamental, otro de Secretario Letrado, y dos cargos administrativos. Según la información 
que obra en nuestro poder, el Fiscal de Corte solicitó la creación de cuatro cargos de Fiscal Letrado 
Departamental y de diez cargos de Secretario Letrado, en el entendido de que eso es lo mínimo indispensable 
a los efectos de dotar al Ministerio Público de la estructura necesaria a los efectos de cumplir a cabalidad con 
su función. Pero lo que más nos preocupa de todo esto -si llegara a confirmarse, y me temo que así sea en 
función de la información que poseemos— es que la diferencia socialmente más preocupante que se estaría 
produciendo tiene que ver con la justicia especializada en violencia doméstica. Al respecto hoy ya existe una 
situación de falta de correspondencia o de asimetría en lo que tiene que ver con los Juzgados especializados 
que integran el Poder Judicial y las Fiscalías especializadas en la materia que integran el Ministerio Público. 
Y esto iría a agravarse en la medida en que, como viene contenido en el proyecto del Poder Ejecutivo, se 
crearían en el Poder Judicial dos nuevos Juzgados especializados en materia de violencia doméstica, mientras 
que las Fiscalías -el Ministerio Público— agravarían su rezago en la medida en que en el proyecto de 
Presupuesto del Poder Ejecutivo no se prevé la creación de nuevas Fiscalías Letradas Nacionales Civiles 
especializadas en esta materia. Esto nos preocupa mucho, señor Presidente. Nos consta que también le 
preocupa al señor Fiscal de Corte y que en esos términos, además, ha trasladado su preocupación al Poder 
Ejecutivo, porque todos sabemos que estamos frente a un tema que nos interpela y que se ha agravado de 
modo significativo en los últimos tiempos, en la medida en que los índices en materia de criminalidad se han 
incrementado de una manera sensiblemente preocupante, y creo que esa es una lectura que todos podemos 
hacer, más allá de la ubicación que representemos en el sistema político. En ese sentido quiero trasladar esta 
inquietud al señor Ministro y, al mismo tiempo, por esta vía, intentar obtener del Ministerio de Educación y 
Cultura, del Poder Ejecutivo, su propia versión, que por lo visto en esto es bien distante a la del Fiscal de 
Corte. En los últimos tiempos -particularmente en el último Período de Gobierno- el país ha asistido a 
discrepancias importantes desde el punto de vista institucional entre el Ministerio del ramo, que es el 
Ministerio de Educación y Cultura, y el Ministerio Público. Eso es notorio. Inclusive, en el Período pasado el 
Partido Nacional terminó llevando el tema al pleno del Senado por la vía de la interpelación al entonces 
Ministro de Educación y Cultura. 


Todos teníamos la expectativa de que con el inicio de la actual Administración estas diferencias empezarían a 
conjurarse y la situación cambiaría. Ojalá que así sea. Por lo pronto, en lo que se refiere a las definiciones 
presupuestales, aparece una brecha muy importante. En ese contexto hay un aspecto que nos debe preocupar 


muy especialmente, que tiene que ver con un tema cuya sensibilidad no es necesario andar dando cuenta, 
porque —repito— todos hacemos la misma lectura. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Como señalé al comienzo, la Fiscalía de Corte 
y el Ministerio Público ha sido la Unidad que ha tenido más apoyo en lo que tiene que ver con el Rubro 
0, "Recursos Humanos". Al mismo tiempo ha tenido un apoyo importante en lo que tiene que ver con 
gastos de funcionamiento, que hay que medir en el volumen del presupuesto total, cuyas cifras recordé 
al comienzo. Oportunamente vamos a analizar el artículo con sus distintos componentes y el destino de 
esos recursos. 


En lo que tiene que ver con las dos Fiscalías especializadas en violencia doméstica, tengo una nota del Fiscal 
de Corte, enviada el 20 de setiembre. En el día de hoy conversé con él y con el equipo de la Dirección de 
Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales. Al comienzo de la sesión señalé que íbamos a presentar la 
solicitud de crear dos cargos de Fiscal Letrado Nacional en lo Civil, dos de Fiscal Letrado Adjunto, dos de 
Secretario Letrado, dos cargos de administrativos Grado 3 y un cargo de auxiliar de Escalafón F, con el 
objeto de instalar esas dos Fiscalías. 


SEÑORA MORALES.- El artículo 481 refiere a la asignación de horas docentes para tres Unidades 
Ejecutoras del Ministerio: la Secretaría, la Dirección de Cultura y el Instituto de Investigaciones 
Biológicas Clemente Estable. 


En el caso de la Secretaría, las horas docentes se ejecutan a través del Programa de Centros MEC y de la 
Dirección de Educación. 


SEÑOR PARDIÑAS.- La interrogante que me surge aquí es cuál es la base de cálculo de estas horas 
docentes. ¿Lo del Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente Estable se vincula a una propuesta - 
inclusive el señor Ministro hizo referencia a esto hace un rato— de estímulo a investigadores jóvenes? 
¿Este artículo estaría generando horas docentes para estos nuevos investigadores que en cierta manera 
generarían una retribución diferente a lo que hoy están recibiendo los que ya están formados y están 
trabajando hace tiempo en el Instituto? ¿Generaría una doble escala salarial o están vinculados? 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Entiendo que la pregunta que tiene que ver con 
horas docentes refiere exclusivamente al Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente Estable. 


Este Instituto ha alineado sus cargos y los tipos de cargos a la escala universitaria. Algunos serán cargos de 
iniciación y otros para jóvenes investigadores en distinto proceso de investigación, así como investigadores 
formados. Esto constituye un fondo para el propio Instituto, y va a crear los cargos de acuerdo con su 
normativa habitual, que es exactamente la misma que hay a nivel universitario, en lo que refiere a los cargos 
de ayudante, asistente y profesor agregado, sea Grado 1, Grado 2 o Grado 3, con los horarios 
correspondientes de las tareas de investigación, que en general requieren un horario importante. No estaría en 
condiciones de decir hoy si estos cargos son todos de veinte, treinta o cuarenta horas. Esos son los distintos 
niveles admisibles para cargos de esta naturaleza. 


SEÑORA MORALES. El artículo 482 tiene relación con el anterior, en el sentido de que autoriza a la 
Dirección Nacional de Cultura a remunerar a través del régimen de horas docentes, que hoy no está 
vigente. Actualmente, la única autorizada es la Dirección de Educación. Mediante este artículo se 
amplía la autorización, que va a reglamentar el Poder Ejecutivo. Está sujeto a que se reglamente. 


El artículo 483 tiene que ver con permitir al Ministerio realizar convenios con fundaciones vinculadas con la 
Universidad. 


El artículo 484 refiere a una modificación en un artículo vinculado a la Dirección de Asuntos 
Constitucionales, Legales y Registrales. 


SEÑOR ABDALA.- El artículo 484 tiene relación con un tema que es de mucha importancia, que 
oportunamente también ha motivado preocupación de diverso origen. Tiene que ver con las pérdidas 


que con frecuencia el Estado enfrenta en función de los juicios perdidos, lo cual puede tener -de hecho 
tiene— una causalidad diversa. Parece sugestivo -en sentido positivo— que el Poder Ejecutivo 
reformule este artículo, no solo en términos de establecer la competencia, de relevar la situación del 
Estado en materia de juicios, sino directamente comprometiéndose o asumiendo la responsabilidad de 
remitir propuestas normativas referentes a la mejora de la gestión, llevando un registro centralizado, 
etcétera. 


Mi pregunta, dirigida al señor Ministro es la siguiente. ¿Cuál es la última fundamentación? ¿Hay en el Poder 
Ejecutivo una preocupación mayor en este sentido que lo lleva a proponer esta modificación? Además, podría 
ser interesante -tal vez la información no esté hoy pero puede estar en los próximos días— saber si el 
Ministerio de Educación y Cultura o la Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales maneja 
algún relevamiento estadístico en esta materia, que nos permitiera, conocer, en función de una determinada 
secuencia, cuál es el estado de situación discriminado por organismos, áreas, Administración Central y Entes 
Autónomos. Repito: me parece que es un tema relevante y todos tenemos -por lo menos yo— la percepción 
de que es un asunto que se ha agravado en los últimos tiempos, por distintas causas que quizás no sea del 
caso analizar ahora. 


SEÑOR MAQUEIRA.- Se ha venido trabajando con la redacción anterior de este artículo. Existen 
algunas dificultades en el relevamiento de la información que han enviado las diferentes Oficinas. En 
este sentido lo que se procura es optimizar la sistematización de esa información, a los efectos de 
realizar un diagnóstico, y sobre este elevar las propuestas normativas para solucionar ese problema. La 
cantidad de juicios perdidos ha sido el motivo primario de esta norma. Ahora se intenta tratar de 
reformularla de forma de hacer más ágil la sistematización de la información, es decir, de que llegue en 
forma más rápida, de alcanzar el diagnóstico y elevar las propuestas normativas de acuerdo con ese 
diagnóstico. 


SEÑORA MORALES.- El artículo 485 asigna partidas de gasto de funcionamiento para distintos 
programas a la Unidad Ejecutora 001 del Ministerio de Educación y Cultura. 


El artículo 486 asigna una partida a la Dirección General de Secretaría para ser destinada a los contratos 
temporales. Esta partida está asignada para todo el Inciso y es distribuida desde esa Unidad Ejecutora. 


El artículo 487 tiene que ver con gastos de funcionamiento para la Unidad Ejecutora 001 destinados a 
educación. 


El artículo 488 dispone una partida de $ 10:000.000 para inversiones para el proyecto de inmuebles. 


El artículo 489 dispone una partida para adecuar las estructuras de remuneraciones del Inciso. 


SEÑOR ÁLVAREZ LÓPEZ.- El artículo 490 establece "créanse", en plural, y luego se refiere a la 
creación de un solo cargo. En la discusión inicial se planteaba la necesidad del Ministerio de crear un 
fondo de cooperación internacional. Entendemos que la Dirección que debería crearse es la de 
Cooperación Internacional. En el repartido que se entregó figura el sustitutivo del artículo 490, que 
establece la no creación del cargo de Dirección de centros MEC -esta Dirección se crea a través de otro 
artículo— y la creación de la Dirección de Cooperación Internacional. 


SEÑORA MORALES.- El artículo 491 refiere a las partidas para becas de estudio. 


El artículo 492 tiene que ver con la creación de la Dirección de centros MEC, con los cometidos que 
correspondan. 


El artículo 493 asigna partidas a la Unidad Ejecutora 003, que es la Dirección Nacional de Cultura. 
El artículo 494 asigna partidas en inversiones a la Unidad Ejecutora 003. 


El artículo 495 asigna partidas anuales con destino al estímulo, formación y creación artística para la Unidad 
Ejecutora 003. 


El artículo 496 hace una modificación a los cometidos de la Dirección Nacional de Cultura. 

El artículo 497 destina $ 900.000 al Museo Histórico Nacional. 

El artículo 498 asigna partidas al Archivo General de la Nación para gastos de funcionamiento. 
El artículo 499 crea el cargo de particular confianza para la Comisión del Patrimonio. 

El artículo 500 incrementa los proyectos de inversión de la Comisión del Patrimonio. 

El artículo 501 incrementa los gastos de funcionamiento de la Comisión del Patrimonio. 


El artículo 502 incrementa los gastos de funcionamiento del Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente 
Estable. 


El artículo 503 incrementa los gastos de funcionamiento de la Dirección de Innovación Ciencia y Tecnología 
para el Desarrollo. 


El artículo 504 salariza las economías que venían cobrando los funcionarios de la Biblioteca Nacional. 
Cobraban anualmente; ahora cobrarán en forma mensual. También se destina una parte de las economías a 
gastos de funcionamiento. 


El artículo 505 establece incrementos en los proyectos de inversión para el SODRE. 

El artículo 506 incrementa los gastos de funcionamiento del SODRE. 

El artículo 507 crea cinco cargos de escribano en la Dirección General de Registros. 

El artículo 508 establece una modificación al artículo 368 de la Ley_N* 16.736. 

El artículo 509 plantea incrementos en gastos de funcionamiento para la Fiscalía de Corte. 
El artículo 510 establece la creación de la Fiscalía de Atlántida. 

El artículo 511 crea los cargos para esa Fiscalía. 

El artículo 512 crea diez cargos de escalafón administrativo para la Fiscalía de Corte. 


El artículo 513 incrementa los gastos de funcionamiento en la Procuraduría del Estado en lo Contencioso 
Administrativo. 


El artículo 514 faculta a reasignar cargos de Oficial de Estado Civil. Tiene que ver con la Dirección General 
del Registro de Estado Civil. 


El artículo 515 transforma un cargo de esta Dirección. 


SEÑOR ORELLANO.- El artículo 516 obedece a poner orden en una situación que se genera en torno 
a la actividad de los Oficiales de Estado Civil en el cumplimiento de ceremonias de matrimonio 
realizadas a domicilio, esto es, fuera del local de la oficina. 


Originalmente, se había establecido la derogación del artículo 418 de la Ley_N” 15.809, que establece una 
partida equivalente al 10% como costo de realización de ese tipo de ceremonias. Después, la partida se 
distribuía en la forma en que está indicada. Surgió un error. Al derogar el artículo 418, se derogaba el monto 
de la partida. Esta se mantuvo y se ingresó en el texto del artículo sustitutivo el monto a distribuir, que es el 
10% de la tasa fijada en forma equitativa entre todos y cada uno de los quince Oficiales que forman parte de 
la plantilla de Oficiales de Estado Civil. Originalmente, como se hace hoy, esto se distribuye entre todas 
aquellas oficinas que no cumplen una actividad gratuita. Me refiero a las que están instaladas en hospitales 
públicos, como el Hospital Canzani, el Hospital Militar, el Hospital de Clínicas y el Hospital Pereira Rossell. 
Estos Oficiales estaban fuera de la opción de poder realizar ceremonias de matrimonio a domicilio, lo que 


implicaba una actividad diferente cuando la función es la misma y una retribución distinta cuando la función 
es idéntica. 


Esta modificación plantea una distribución equitativa de dichas partidas entre todos los Oficiales y establece 
que todos los Oficiales van a estar en condiciones de realizar los matrimonios de esta forma. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ..- Quisiera que se explicara más acerca del artículo 514. 


SEÑOR ORELLANO.- Quizás por ser Representante del departamento de Maldonado el señor 
Diputado Pérez González solicita una explicación más exhaustiva sobre este artículo lo que, a mi juicio, 
es lógico. 


El artículo 298 de la Ley N* 18.362 creó cuatro oficinas de Estado Civil en Colonia, Paysandú, Pando y 
Maldonado, con financiamiento; hay que ocuparlas. 


La plantilla funcional que tiene la Dirección de Registro de Estado Civil no se caracteriza por su extensión y 
la razón de ser de este artículo apunta a tratar de administrar los recursos que están disponibles de la forma 
más adecuada, hablando en plata, tratar de optimizar. 


Vamos a estar mucho más cerca de cubrir las oficinas de Maldonado y de Colonia que tal vez las otras dos, a 
pesar de que Pando está muy cercana a la zona metropolitana. Este artículo apunta a que en función de las 
necesidades, se puedan redistribuir oficinas que ya están creadas -que por razones presupuestales no se han 
podido crear otras oficinas o cargos de Estado Civil- en zonas del país como por ejemplo Montevideo o 
inclusive -ya que la pregunta del señor Representante de Maldonado es bien pertinente-, habida cuenta de la 
cantidad de la población residente, llevar la oficina de Paysandú a Maldonado, para que en vez de ser 
atendida por una oficina sea atendido por dos. 


La razón es que la Suprema Corte de Justicia indirectamente ha planteado la posibilidad de que sus Jueces de 
Paz no sigan prestando funciones como Oficiales de Estado Civil. Entonces, tenemos que ir cubriendo las 
circunstancias y viendo aquellas zonas donde la requisitoria de la actividad sea más inmediata para ir 
paliándola con los recursos que hoy tenemos, porque es mucho más fácil distribuir lo que ya tenemos que 
crear lo que todavía no está por razones nítidamente presupuestales. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Respecto al artículo 502, vinculado también a un incremento de recursos al 
Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente Estable, esta Comisión recibió a una delegación de 
investigadores del Instituto y estaban entusiasmados por el aumento de recursos y fundamentalmente, 
por la renovación de investigadores que tanto necesita. Pero nos planteaban la necesidad de contar con 
más autonomía para la ejecución de las partidas, en virtud de que el fondo rotatorio que dispone el 
Instituto es bastante exiguo y que a su vez las demoras que a veces se generan en la autorización de los 
gastos no permiten la oportunidad de la adquisición de los reactivos o materiales que necesitan para su 
actividad. No sé si en los nuevos artículos presentados se incluye algo de esto, porque no lo hemos 
podido leer. 


La creación de algunos cargos le permitiría al Instituto desarrollar en mejor medida su tarea, fundamentado 
en la propia recomendación que la Auditoría Interna de la Nación le ha hecho en cuanto a la fiscalización y 
registro de sus gastos. 


Ellos también planteaban la adecuación de las normas a fin de que pudieran utilizar economías generadas por 
licencias cuando los investigadores -sin lugar a dudas ustedes lo saben- salen a hacer pasantías al exterior, 
porque esos salarios no cobrados se pierden. La idea es saber si se puede crear alguna norma que permita que 
esas economías se viertan nuevamente en el propio Instituto. 


Estas son las dudas respecto al Instituto Clemente Estable. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Efectivamente, el Instituto Clemente Estable 
hizo las solicitudes que mencionó el señor legislador. 


Quiero señalar que en el conjunto de los artículos que refieren a ciencia y tecnología, el aumento para el 
Instituto Clemente Estable, el Instituto Pasteur, ANII y el PEDECIBA es de mucha significación. La 
propuesta del Poder Ejecutivo implica un respaldo importante, en particular para el Instituto Clemente 
Estable, tanto en lo relativo al apoyo para recursos humanos con las horas docentes para los jóvenes 
investigadores como en lo que tiene que ver con el aumento de los gastos de funcionamiento. No recuerdo la 
cifra, la línea base de los gastos de funcionamiento, pero $ 2:000.000 adicionales es un aumento razonable. 


Respecto a la ejecución de fondos de proyectos de distinta índole, de proyectos por convenios nacionales o 
proyectos con financiamiento internacional, debemos expresar que ello requiere la implementación de una 
serie de medidas que va a llevar un tiempo, lo que nos parece importante, no así la formulación que nos 
hicieron llegar; no parecía razonable retenerla ahora aunque es un tema que está arriba de la mesa para 
trabajar. 


En cuanto a la utilización de otro tipo de economías, la que hemos retenido es la utilización de fondos de 
horas extra para compensaciones especiales, que figura en los agregados que estamos haciendo llegar, pero 
no de otro tipo de economías. La solicitud de nuevos cargos para otros investigadores es importante, pero 
entendíamos que en el contexto por lo menos de la formulación del presupuesto al día de hoy, había que 
priorizar ciertos sectores. En acuerdo con el Instituto Clemente Estable es que enviamos los artículos que 
están a consideración con el agregado que estamos haciendo llegar. 


SEÑOR OTEGUI.- Como Representante de Paysandú, en primer lugar, me genera alguna duda si la 
situación se da por las distancias geográficas o por las cercanías con la capital. 


En segundo término, estos cargos están llenos, porque tal vez estén ocupados. Entonces, ¿se están 
redistribuyendo cargos asignados a Paysandú, Maldonado o Colonia a otros lugares. ¿Esa es la situación? 


SEÑOR ORELLANO.- No se trata de distribución de cargos. Lo que está creada es la oficina con su 
financiamiento, pero hay que dotarla de funcionarios y para ello hay que hacer llamado a concurso, es 
decir, lo usual. El hecho de que este artículo esté planteado de esta forma no significa que se vaya a 
hacer la distribución ni mucho menos la eliminación. Existe la posibilidad discrecional. El hecho de 
que Paysandú esté más lejos que las otras tres no la coloca en una situación de mayor debilidad. Lo que 
ocurre es que por imperio de los hechos y por la forma como está estructurada la Dirección General de 
Registro de Estado Civil que actúa en Montevideo y su área metropolitana, le va a hacer mucho más 
posible, dentro de lo que es el control de su competencia, actuar extendiendo esa área metropolitana en 
sus áreas circundantes que ir hacia Paysandú. Está planteado como una posibilidad. De todas formas, 
el cargo no se pierde. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero volver al tema de la ciencia y la investigación, en lo que respecta a algunas 
de las disposiciones proyectadas. Recientemente el señor Diputado Pardiñas hizo una consulta acerca 
de la situación del Instituto de Investigaciones Biológicas "Clemente Estable". Yo quiero preguntar por 
el artículo que viene inmediatamente después, que es el que tiene que ver con la DICyT, la Dirección de 
Innovación, Ciencia y Tecnología. 


Aquí se propone una partida anual de $ 3:000.000 -cosa que me parece muy bien-, pero nos gustaría saber 
cuál será su destino, y voy a explicar por qué. Creo que está pendiente de definición un tema de diseño 
institucional, en función de la nueva institucionalidad que el país se ha dado en materia de investigación e 
innovación, particularmente con la creación en el período pasado de la Agencia Nacional de Innovación e 
Investigación, que sin duda fue un acierto y que nosotros acompañamos con nuestro voto y con todo nuestro 
apoyo en el ámbito del Parlamento. No obstante, a partir de ese momento creo que se dio una situación de 
confusión o de dificultades -digamos- en la delimitación de los roles que a cada uno de los actores le ha 
correspondido en el nuevo escenario institucional. 


En relación con la DICyT particularmente -este tema lo debatimos en el ámbito del Parlamento con la 
entonces Ministra María Simón, hoy Subsecretaria de la Cartera-, no nos queda claro cuál es el rol que el 
Poder Ejecutivo y el Gobierno Nacional le asignan, cuál era el que le asignaba la Administración anterior y 
cuál será el que le asigne la actual. Se supone que le estaría reservado un rol natural, que es definir las 
grandes líneas en materia de política vinculada al desarrollo de la ciencia y la tecnología, pero han surgido 


dudas al respecto, particularmente en el pasado más reciente. Concretamente, cuando debatimos este tema 
con la ingeniera Simón, la Dirección de Innovación, Ciencia y Tecnología había transferido una serie de 
programas a la ANII, había achicado su estructura, inclusive en términos de rescindir determinados contratos 
que estaban perfectamente vigentes en ese momento, sin que esto fuera debida ni claramente fundamentado; 
por lo menos, no quedó muy claro por qué razón se tomaron esas medidas. Inclusive, los empleados que 
cumplían funciones, tanto de carácter administrativo como técnico en el ámbito de esta repartición del 
Ministerio de Educación y Cultura, en su momento se movilizaron y manifestaron sus discrepancias con las 
decisiones que se venían adoptando. Se produjo un retraso muy severo en el pago de sus salarios en aquel 
momento -no sé cuál es la situación actual- y todo ello condujo, por lo pronto, a plantear la duda razonable de 
que la conducción política del país no veía en la DICyT el ámbito que naturalmente estuviera destinado a 
definir, en nombre del Poder Ejecutivo, la política en materia de ciencia y tecnología, porque se supone que 
la ANII se creó para otra cosa, sin duda que para llenar un espacio muy importante, fundamentalmente 
vinculado con la ejecución de determinados proyectos y el cumplimiento de ciertos programas, y lo ha 
venido haciendo, creo que razonablemente bien. 


Esta duda subsiste, inclusive, en la propuesta presupuestal actual, en la medida en que, por un lado, se 
propone una asignación presupuestal -y nos alegra, aunque no parece demasiado cuantiosa-, pero, por otro, 
advierto que en virtud de algunas disposiciones anteriores, cuando se crea la Dirección de los Centros del 
Ministerio de Educación y Cultura, se establece un cometido para esta Dirección que parecería propio de la 
DICyT, y me estoy refiriendo al literal D) del artículo 492, cuando se dice "contribuir al logro, con mayor 
comprensión social, de la ciencia, la tecnología, la innovación", etcétera; uno entendería que esto 
corresponde, en todo caso, a la definición de uno de los roles importantes que la Dirección de Innovación, 
Ciencia y Tecnología estaría llamada a desempeñar y a cumplir. 


Ahí es donde surgen todas estas dudas, sobre las cuales por supuesto que no pretendo abrir un debate hoy, 
porque estamos para analizar las disposiciones presupuestales correspondientes. Pero se supone que estas 
disposiciones presupuestales son el sustento material y administrativo de una determinada política que, por 
cierto, para el actual Ministro es particularmente afecta y sensible. 


Quiero dejar aunque más no sea el tema planteado, y me gustaría por lo menos recibir como respuesta un 
titular al respecto, porque me parece que es un tema central que, por supuesto, tendremos que seguir 
debatiendo en las instancias que correspondan, en el Parlamento o fuera de él, inclusive bastante más allá de 
la aprobación de la Ley de Presupuesto. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN PÚBLICA.- Debería dar la palabra al Director de Innovación, 
Ciencia y Tecnología, pero no puedo evitar responder yo mismo. 


Valoro la intervención del señor Diputado, que hizo un resumen de una serie de problemas que se plantearon 
y de opciones que habría que hacer que refieren a la institucionalidad de lo que sería el sistema de ciencia y 
tecnología nacional. Eso por un lado. Ese es un tema mayor. En mi introducción fui muy rápido y mencioné 
algunas cosas que ahora voy a detallar un poquito más. Creo que este tema sí requiere su profundización y su 
debate, porque es un tema mayor. Voy a contestar eso y también lo que refiere al artículo 492 de los Centros 
MEC. 


Los Centros MEC son una estructura territorial que desempeña una gran cantidad de tareas, muy diversas, 
vinculando la cultura, la educación y la ciencia como parte de la educación y de la cultura, al conjunto del 
territorio nacional. Estructuras de la Dirección de Innovación, Ciencia y Tecnología interactúan con los 
Centros MEC para su trabajo. Los clubes de ciencia, que siempre realizan actividades en centros educativos 
de todo el país, muy frecuentemente se vinculan a actividades de los propios Centros MEC. Es decir que se 
trata de una estructura territorial con enorme potencial de desarrollo -que no habrá escapado a la observación 
de los legisladores- y de ahí nuestra apuesta al desarrollo de esta iniciativa y, por eso, la inclusión también de 
la ciencia y la tecnología como elemento clave en la cultura, en los Centros MEC. 


La Dirección de Innovación, Ciencia y Tecnología forma parte de esa institucionalidad que se dio el país, con 
tres grandes actores. Uno donde están representados una gran variedad de actores de la sociedad, desde la 
academia hasta la empresa, con representaciones institucionales muy diversas, que es el CONICYT, un 
organismo de reflexión y de debate, de generación de insumos para implementar políticas. Luego tenemos a 
la Agencia Nacional de Investigación e Innovación, como agencia ejecutora, que ha demostrado su capacidad 


para hacerlo, para generar y evaluar programas y ejecutar políticas. Entendemos que la Dirección de 
Innovación, Ciencia y Tecnología, que depende de este Ministerio, tiene que fortalecerse en este período. 
Esta es una primera respuesta, y esa es la tarea que está llevando adelante el Director y que conocen todos los 
funcionarios que trabajan en esta Dirección, que son unos cuarenta. Ese fortalecimiento es esencial para 
asumir su rol de carácter político y orientador en ese concierto institucional; esta Dirección coordinará la 
Secretaría Técnica del Gabinete Ministerial de la Innovación, que reúne a distintos Ministerios. 


Al mismo tiempo, tiene una cantidad de programas propios referidos a la divulgación de la ciencia y de la 
tecnología, y asume la gestión de distintos museos y ahora asume la responsabilidad de la creación de ese 
nuevo espacio que mencioné. 


Por otra parte, existen una serie de tareas que tienen que ver con la articulación de distintos actores 
institucionales nacionales, -me refiero a lo que podría ser la articulación de institutos como el "Clemente 
Estable", el Pasteur, el Centro de Imagenología Molecular, recientemente creado-, institutos de carácter 
universitario, pero que también implican la participación de múltiples instituciones, que tienen un enorme 
potencial, y esperamos que la Dirección pueda coordinar eficazmente políticas en esa dirección y también 
asumir un rol muy dinámico en lo que entendemos que es un desafío mayor, que mencioné al principio, y es 
que el proyecto de desarrollo científico tecnológico nacional, ese quiebre que estamos buscando, implique 
una propuesta de desarrollo, de iniciativas a nivel territorial. Eso no se puede hacer desde la agencia que 
implementa programas, sino desde donde se aplican políticas, desde la Dirección de Innovación, Ciencia y 
Tecnología, pasando por el Gabinete Ministerial de la Innovación para definir nuevos programas que pueda 
ejecutar la Agencia. Ese es el diseño institucional en el que estamos trabajando actualmente. 


Creo que en forma apretada por lo menos di las pistas y las señales más claras acerca de nuestras ideas y las 
propuestas en las que estamos trabajando. 


Sin duda, este tema merece una profundización mayor y espero que pueda haber una instancia para hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la contadora Morales con la consideración del articulado. 
Corresponde considerar el artículo 517. 


SEÑORA MORALES.- El artículo 517 también tiene que ver con los Oficiales de Estado Civil, 
reglamenta su investidura. 


Luego, el artículo 518 refiere a incrementos en los proyectos de inversión de la Dirección del Registro de 
Estado Civil. Después, en el artículo 519 se incrementan los gastos de funcionamiento para la Junta de 
Transparencia y Ética Pública, y el artículo 520 incrementa los proyectos de inversión de Canal 5. Por último, 
el artículo 521 incrementa los gastos de funcionamiento de Canal 5. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Simplemente, quiero hacer una pregunta muy puntual; seguramente, al hacerla 
van a concluir de dónde provengo. 


En el desarrollo de la televisión del Estado en el interior una referencia hace muchos años fue Melo, donde la 
inquietud de un profesor y autodidacta de la tecnología electrónica creó, junto con un grupo de estudiantes y 
con el apoyo de la sociedad local, el equipamiento con el que se montó una emisión propia de la televisión 
del SODRE. Ahí se generó el Canal 8 "SODRE" de Melo, que hoy es simplemente una repetidora de 
Televisión Nacional. 


Ha habido innumerables esfuerzos por llevar adelante nuevamente este emprendimiento, pero hasta el 
presente no se ha podido lograr. Nos consta que se han hecho evaluaciones sobre la posibilidad de volver a 
emitir señal propia. En el medio hay inquietud, como puede suceder en cualquiera, por tener su propia 
expresión local. Entonces, en la perspectiva de estas inversiones que están previstas, es nuestro interés saber 
si hay algo de esto dentro de los objetivos a llevar adelante por Televisión Nacional. 


Por otra parte, quiero referirme a un artículo que figura al final, en el que se habla del incremento para gasto 
y funcionamiento vinculado a los cambios tecnológicos en televisión digital. Me gustaría conocer si se 


destinará parte de estos gastos a la contratación de nuevos emprendimientos y seriales que puedan ser 
utilizadas en Televisión Nacional. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Para contestar estas preguntas, quiero ceder la 
palabra a la Directora de Televisión Nacional, Virginia Martínez. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Respecto a la primera y lógica inquietud del señor Diputado Pardiñas, debo 
aclarar que no solamente desde Melo recibimos iniciativas de interés de diversificar la producción 
incorporando producción local. Entendemos que el canal nacional no solamente debe serlo por su 
llegada sino también por su acento y su inflexión; y en este sentido, la producción local es muy 
importante. 


La idea es que sea una producción que pueda autogestionarse, puesto que nosotros no podemos hacer una 
réplica departamental o regional. En este sentido, hemos recibido y estamos estudiando más de una iniciativa, 
pero creo que todavía tenemos un debe de contenido y un debe tecnológico hacia el interior. Por tanto, es 
lícita la inquietud del señor legislador. 


Respecto a lo que son los gastos de funcionamiento, puedo hablar de grandes líneas de programación, que 
entiendo que es lo que requiere el señor Diputado Pardiñas. 


Como ustedes saben, somos un canal abierto de transmisión de veinticuatro horas por día. Quiero aclarar que 
la compra de programación está en el rango de los US$ 500 a US$ 1.000 por tres emisiones. Pueden hacerse 
las cuentas del requerimiento de mantener una pantalla de calidad y con un nivel de repetición no excesivo, 
como es el que todavía tenemos nosotros. 


En primer lugar, nos interesa calificar nuestro informativo, ampliando nuestras fuentes. Hasta ahora tenemos 
la contratación de algunas agencias y con este presupuesto pensamos diversificar los puntos de vista de las 
agencias de información. 


En segundo término, vamos a iniciar acciones concretas a fin de cumplir con el compromiso de calidad para 
la programación de la infancia y la adolescencia, que fue firmado por instituciones públicas y privadas del 
país. Televisión Nacional fue el único canal que firmó este compromiso; los canales privados no lo firmaron. 
De todas maneras, nosotros no solamente tenemos que firmar, sino que también debemos hacer acciones 
concretas para que ese compromiso con la televisión de calidad sea una realidad en nuestra pantalla. 


También estamos pensando en programas concretos que reflejen y den respuesta a lo que va a ser la 
celebración del bicentenario el año próximo. 


Por último, estamos pensando en la asociación para series con un sector dinámico y muy importante del país, 
que son los productores independientes, porque hoy los canales no se bastan con sus recursos propios. Si así 
se desea, se podría ampliar la información, pero hay varias iniciativas de producción en ese sentido. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- No pensaba hacer preguntas, pero como la señora Directora 
de la Televisión Nacional acaba de hacer alguna mención a la programación y a la estructura del canal, 
quisiera hacerle una consulta. 


Recientemente, en los últimos tiempos -hace dos o tres semanas- he observado un cambio muy importante en 
la programación de los informativos de Televisión Nacional respecto al tema de las noticias policiales. El 
informativo del Canal 5 no produce información policial. Me gustaría saber de qué tipo es esta decisión. ¿En 
qué marco se inscribe esta decisión del canal de no incorporar más noticias policiales en su informativo 
central? 


SEÑORA MARTÍNEZ.- La decisión de no tener una información policial me precede, pero la 
comparto. De todas formas, tenemos información policial cuando esta tiene un impacto social, es decir, 
no es que no exista en absoluto, sino que existe con determinadas características. Nosotros entendemos 
que la oferta respecto a la agenda policial está cubierta básicamente por los informativos privados. Si 
la noticia policial se cubre razonablemente o en exceso ha sido tema de debate. Inclusive, creo que los 


informativos privados están reviendo esa situación, que ha llevado a que el informativo dure casi dos 
horas. Entonces, sí se podría hablar de un cierto enfoque para cubrir la información policial, que es 
una política editorial del Canal. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Agradezco la respuesta brindada por la señora Directora. 


Ahora quisiera plantear otras preguntas. ¿Esto tiene algo que ver con una estrategia planificada a nivel del 
Gobierno Nacional? ¿Es una sugerencia del Ministerio del Interior? Casualmente he escuchado al señor 
Ministro del Interior hablar en la misma dirección, respecto a la importancia que tendría que los medios de 
prensa no hicieran públicas ni dieran a conocer noticias policiales. ¿Hay algún nivel de acuerdo con el 
Ministerio del Interior? ¿Es parte de una estrategia conjunta? ¿Es una decisión de contenidos del medio? ¿En 
qué marco se planteó esta decisión y dónde se discutieron los contenidos del informativo? 


SEÑORA MARTÍNEZ.- La decisión respecto a los contenidos del informativo se discute en el canal y 
por supuesto que nosotros no hacemos acuerdos con los Ministerios. Sí podemos difundir actividades, 
como lo hacemos ahora que estamos embarcados en la difusión de las actividades del Día del 
Patrimonio. Pero digamos que no hay una estrategia informativa que se discuta. Se discuten las 
estrategias informativas en relación con criterios informativos y no de políticas o de solicitud 
ministerial. Pero esta es una política común a otras televisoras públicas del mundo. Quizás acá sea 
singular y hasta sorprendente, sobre todo cuando uno ve el informativo de algunos canales privados 
que han dispuestos cámaras para salir de noche a registrar desde robos de una garrafa hasta otros 
hechos delictivos de mayor envergadura. 


Resumiendo: es algo común, similar aunque sorprenda- a otras televisoras públicas. Se decide por criterios 
periodísticos razonables, que se pueden compartir o no, en el propio canal y con el personal técnico con que 
contamos. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Efectivamente, como la Directora dice, hay estrategias en 
muchas televisoras del mundo, básicamente oficiales, que tienen esta política. Pero también es verdad 
que muchas de ellas tienen programas especiales referidos a los asuntos policiales. ¿Se está analizando 
esa posibilidad en la Televisión Nacional? 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- En la introducción me referí muy rápido a 
Televisión Nacional y creo que solo mencioné lo siguiente: es un medio de comunicación público, no 
gubernamental, y eso implica responsabilidades de parte del Ministerio, que lo alberga. Creo que las 
palabras de la Directora fueron muy claras en ese sentido, y ese es un punto importante de la política 
que hemos asumido con respecto a los medios de comunicación pública. 


Seguramente, los señores Diputados también están interesados en ese debate que se ha instalado con todos 
los medios, en particular con los privados, sobre el desarrollo de nuevas tecnologías, que abre de manera muy 
importante las posibilidades para los distintos medios de comunicación. Eso requiere de una serie de ajustes, 
para lo cual se ha convocado a la sociedad y a los distintos actores a un debate y a una reflexión sobre los 
medios privados. Nos hemos sumado con mucho entusiasmo a abrir un espacio similar con los medios 
públicos, que son herramientas fundamentales de la sociedad y así los entendemos, y ahora también van a 
estar desafiados por los distintos cambios tecnológicos, que podemos discutir más oportunamente y que 
seguramente el país vea desarrollarse en plazos muy cortos. Me parece que la respuesta de la Directora de 
Televisión Nacional fue muy clara y adherimos profundamente a lo que significa el medio de comunicación 
público. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa que tenemos esperando a la delegación de la Corte 
Electoral. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Pido disculpas porque el señor Ministro ya explicó el artículo 491, pero 
hay cosas que no capté. 


Este artículo se refiere a una partida muy importante para el otorgamiento de becas de estudio. El compañero 
Ministro habló de que antes había 1.300, que se iría a 10.000 en forma simultánea y que llegarían a 25.000 
becas. Acá se habla de una partida de $ 20:000.000 y yo fui a buscar en la norma referida los criterios de 
adjudicación, porque evidentemente esto genera expectativas. Creo que es bastante significativa la cifra que 
va a ser destinada a este objeto y se empieza a preguntar qué criterios se van a aplicar. 


En la norma referida se establece que se destinan a estudiantes cuya condición económica así lo requiera y 
para la realización de cursos regulares en la enseñanza media o universitaria. Precisamente, en el día de ayer 
estuvo la Universidad de la República y conversamos acerca de que tendría que haber un criterio de 
orientación o estímulo a los estudiantes para alcanzar determinados objetivos en ciertas zonas del país, 
atendiendo las prioridades que el Presupuesto Nacional establece desde el punto de vista productivo. Por 
supuesto que es un tema a reglamentar, pero hay una Comisión Nacional de Educación y también Comisiones 
Departamentales que van a hacer un proceso de selección, pero pienso que no será simplemente por la 
condición económica de los estudiantes, sino en función de un objetivo específico, buscando estimular 
determinado tipo de actividad u orientación educativa. 


Por eso, preguntaba cómo era antes y cómo va a ser a partir de ahora, y si entendí bien cuál es la cantidad de 
becas a otorgar. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- La pregunta es importante. 


En la actualidad, el sistema de becas tiene distintos componentes. Están las becas del Fondo Nacional de 
Solidaridad para estudiantes universitarios, que hoy están en un poco más de 7.000. Creo que el Fondo está 
llegando a ejecutar la totalidad de los recursos; en años anteriores hubo un pequeño excedente que se aportó 
para becas de enseñanza media, en el marco de las propuestas del Ministerio de Educación y Cultura. 


Hoy, el Ministerio tiene entre 1.300 y 1.400 becas para estudiantes de enseñanza media, otorgadas a partir de 
convocatorias que se hacen regularmente a finales del segundo semestre, con la intervención de distintos 
actores locales también de los Gobiernos Departamentales- en la selección. 


Esas más de 1.300 becas para todo estudiante de enseñanza media se van a mantener. Es un sistema que está 
funcionando y se mantiene con las mismas características que ha tenido hasta el momento, pero se abre un 
nuevo componente que en estas primeras etapas va a estar focalizado en ese momento crítico que es la 
terminación del primer ciclo y el comienzo del segundo ciclo de enseñanza media. Hoy me referí con detalle 
a la situación dramática que se vive ahí y en ello se va a centrar esto, que no se circunscribe solo a becas. Los 
fondos son para becas, para transferencias monetarias, pero el programa incluye más que la beca porque con 
esta no alcanza. 


Se habla de un compromiso educativo; el estudiante se compromete con una serie de propuestas, de 
responsabilidades, pero también lo hacen el centro educativo y la familia. Y, fundamentalmente, en este 
proceso, el estudiante es acompañado por referentes, por pares. Por las experiencias que se han realizado con 
anterioridad, los resultados de este acompañamiento son muy importantes. Utilizamos ciertas expresiones 
para referirnos a estos estudiantes: que se van desgranando del sistema educativo, que abandonan o que son 
desertores. Las pocas experiencias exitosas que se han tenido muestran que cuando los acompañamos no 
abandonan; entonces, nos hace pensar que sí los abandonamos, que hay que estar al lado de ellos. Este es el 
objetivo de esta propuesta. 


En ese marco, se va a hacer un proceso incremental, empezando con un número de becas que en la primera 
etapa va a ser de 3.600 y va a llegar a 10.000. Pero no se trata solo de administrar las becas sino el conjunto 
de la iniciativa, que también debe tener referentes del sistema educativo, de los profesores de la enseñanza 
media. Por lo tanto, este Programa tiene que ser coordinado por las distintas instituciones de la enseñanza: la 
ANEP, el INAU, que tiene muchas responsabilidades en estos temas, el Ministerio de Desarrollo Social y el 
Ministerio de Educación y Cultura, junto con la Universidad, que va a apoyar a los referentes pares y tutorías. 


En pocos días más, creo que el 5 de octubre, se va a firmar públicamente el acuerdo entre estas distintas 
instituciones. Se está trabajando para la implementación del Programa y va a salir una convocatoria pública 
me parece que en el mes de octubre- simultánea para las 1.300 becas del Ministerio de Educación y Cultura y 
para este nuevo tipo de becas que implican un compromiso educativo. Esto ha sido objeto de una muy fuerte 


discusión. La beca sola no alcanza para lograr la transformación que se quiere; sin el acompañamiento tanto 
de los educadores como de la sociedad y de los pares, no va a obtenerse el resultado esperado. 


El involucramiento de estudiantes más avanzados también implica una convocatoria al conjunto de nuestros 
jóvenes y estudiantes, que nos parece un factor de transformación en sí mismo. Creo que con esto respondo a 
la pregunta del señor Diputado. 


SEÑOR GARINO.- El artículo 483 faculta a contratar en forma directa, por fuera de la licitación. Hoy 
temprano estuvimos en la Comisión de Transporte y Obras Públicas, que está estudiando un proyecto 
para modificar las posibilidades de contratación de la Administración Nacional de Puertos, si quiere 
hacerlo por vía directa y no por licitación. Acá nos encontramos con otra excepción que permite la 
contratación de privados por parte del Estado por vía directa, por fuera del régimen licitatorio, y 
queremos conocer el alcance de esta disposición y por qué se quiere implementar un sistema de este 
tipo. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El artículo 483 propone regularizar una 
situación. Estos convenios se hacían regularmente con fundaciones asociadas o vinculadas a la 
Universidad de la República. En la Legislatura anterior se aprobó una ley que autorizó para esto al 
MIDES, que hizo una gestión específica sobre este tema. Por lo tanto, el Ministerio, que por distintos 
mecanismos hace acuerdos de este tipo, tenía que regularizar formalmente su situación con la norma 
que surgió a propuesta del Ministerio de Desarrollo Social. 


SEÑOR GARINO.- Se hace para la Universidad de la República. 


SEÑORA MORALES.- La explicación es sencilla. El Ministerio, al igual que los demás, hace acuerdos 
con la Universidad de la República y con otras. El tema es que en una Rendición de Cuentas pasada se 
votó que el MIDES era el único autorizado a hacer estos convenios. Entonces, el Tribunal de Cuentas 
observa todos los trámites nuestros porque no tenemos disposición legal; observa el resto de los 
Ministerios, y por eso nos estamos incluyendo. Es una cuestión simple. 


SEÑOR POSADA.- Advierto que se trata de asociaciones o fundaciones de la Universidad de la 
República; no es la Universidad de la República y por esta vía indirecta se genera una competencia 
desleal porque claramente se habilita un mecanismo que permite una contratación directa para 
personas que están actuando en el ámbito privado. Repito: no es la Universidad de la República; es 
una fundación o una asociación creada por esta. 


Este es un mecanismo con el que, en lo particular, nos parece que tenemos que ser muy cuidadosos porque es 
una forma de desvío del funcionamiento del mercado. Es decir: se habilita un mecanismo mediante el cual la 
Universidad de la República, a través de una asociación o una fundación, termina compitiendo deslealmente 
con el resto del mercado. Estamos hablando de la provisión de bienes y servicios, que es de lo que se trata la 
autorización. 


En el caso del Ministerio de Desarrollo Social, tenía un objetivo especialísimo, destinado a la importancia del 
tema social y, fundamentalmente, a un Ministerio que se creó de la nada y al que, en consecuencia, había que 
crearle mecanismos para que pudiera funcionar. No es el caso del Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR PRESIDENTE- Continuamos con el documento que nos hiciera llegar el Ministerio, en el cual 
hay aditivos y sustitutivos. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- En las hojas que repartimos tienen un aditivo al artículo 53, un sustitutivo del 
artículo 67 y un aditivo al artículo 48. Evidentemente, refieren al articulado que está fuera del 
Inciso 11. 


En algunas de las funciones que refieren a este Ministerio, como es el SODRE particularmente las radios y 
Canal 5-, se trabaja mucho bajo el régimen de caché. Nosotros hicimos una consulta y llegamos a la 


conclusión de que, tal como está el articulado, dentro de cuatro años quedaríamos casi sin servicios en el 
Canal 5 y más o menos lo mismo ocurriría en las radios. 


Podríamos decir que no es "métier" del Inciso 11 proponer modificaciones a las disposiciones generales a que 
refieren estos artículos. Nos interesa poner esto en conocimiento de los miembros de esta Comisión para que, 
haciendo las consultas que correspondan, evalúen la posibilidad de llevar adelante transformaciones de estos 
artículos. 


Particularmente, con respecto al artículo 53, solicitamos que, en tanto se plantea la posibilidad de contratar 
bajo la modalidad del derecho público, también se pueda contratar bajo la modalidad prevista en el 
artículo 67, para el cual también proponemos una modificación. 


En la propuesta sustitutiva al artículo 67 establecemos una excepción con respecto a la Unidad Ejecutora 024, 
Canal 5, y a la Unidad Ejecutora 016, que es el SODRE, fundamentalmente, en lo que hace al servicio de 
radios. 


En el aditivo al artículo 48 proponemos que se exceptúe de las prohibiciones de tener más de un contrato a 
las funciones docentes y de capacitación, artísticas, periodísticas, etcétera. Según nuestra información, 
muchos de los funcionarios que participan de los proyectos de radio también lo hacen de los proyectos del 
canal, y estaríamos teniendo algunas dificultades en ese sentido. 


Nos interesa que la Comisión valore estas propuestas y haga las consultas del caso, sabiendo que desde el 
Ministerio nos proponemos trabajar para poder crear, si es posible, un estatuto específico para hacer este tipo 
de contrataciones relacionadas con la radio y la televisión, en el marco de la discusión que señalaba el señor 
Ministro acerca del papel que juegan los medios de comunicación público estatales en el país. De acuerdo 
con ello deberíamos evaluar los mecanismos de contratación de personal para que puedan cumplir 
efectivamente con la función que se les adjudica. 


También proponemos un sustitutivo al artículo 490, que se comentó al pasar en la discusión sobre el 
articulado. Se refiere a la creación de la Dirección de Cooperación Internacional. 


Asimismo, se debe modificar el artículo 506. Donde dice "Nuevo Ballet del SODRE" debe decir "Ballet 
Nacional del SODRE". Las ganas de llevar adelante el espíritu transformador que hoy se está desarrollando 
en el ballet nos jugó una mala pasada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, sacamos la palabra "Nuevo" y quedaría "Ballet Nacional del 
SODRE". 


SEÑOR ÁLVAREZ.- El siguiente artículo que proponemos incorporar habilitaría al Instituto 
Clemente Estable a hacer uso de los créditos que tiene dentro del régimen de horas extra con destino a 
la compensación especial por funciones especialmente encomendadas. De alguna forma, esto ya fue 
acordado con el Poder Ejecutivo 


Otro artículo promueve la creación del Museo Pedro Figari. En este tema tenemos dos bibliotecas. Algunos 
dicen que esto solo puede hacerse por ley. En este sentido, recordaba la designación de las escuelas, que 
también se hace por ley. Si se entiende que debe ser así, proponemos que el Museo Pedro Figari se cree a 
través de la Ley de Presupuesto Nacional. 


Los siguientes artículos están vinculados al CONAEF. Voy a pedir al Director Nacional de Cultura, profesor 
Achugar, que los explique. 


SEÑOR ACHUGAR.- Como ustedes saben, el Consejo Nacional de Evaluación y Fomento de Proyectos 
Artístico Culturales, CONAEF, es un estímulo, para que los empresarios que apoyen proyectos 
artístico culturales reciban un beneficio fiscal. El problema es que en el proyecto original no se previó 
la incorporación de representantes del sector empresarial en el Consejo. Hacemos esta propuesta 
porque entendemos que deben integrarlo. 


Además, hay una serie de modificaciones que refieren a los porcentajes. Esto fue acordado con el Ministerio 
de Economía y Finanzas, ya que no se cambia el espacio fiscal resignado por el Estado sino que se distribuye 
en distintos porcentajes. 


Hasta el momento se han depositado $ 13:000.000 en distintos proyectos artístico culturales, y la demanda ha 
ido creciendo pues los empresarios han entendido el beneficio de este estímulo. 


Establecer otros porcentajes va a permitir no solo que aquellos que están radicados en los distintos 
departamentos del país -no capitalinos- reciban un mayor porcentaje -estimulando la realización de más 
proyectos-, sino también que estos no se concentren exclusivamente en el Fondo global. 


Entonces, estos artículos atienden dos objetivos: por un lado, subsanar el error de no incluir a los empresarios 
en el Consejo que administra estos Fondos y, por otro, proponer nuevos porcentajes de aportes a los Fondos, 
que resultan más interesantes y estimulan la coparticipación entre industriales y empresarios culturales. 


SEÑOR GLOODTDOSKY.- Celebro la modificación que se está realizando al Consejo Nacional de 
Evaluación y Fomento de Proyectos Artístico Culturales. 


Además, me parece representativa la selección de las entidades que aquí se señalan, por cuanto la clave del 
éxito de esto pasa por la extensión y difusión en el ámbito empresarial de este tipo de mecanismos -muchas 
veces desconocidos-, que pueden permitir una mejor gestión de estos Fondos. 


Vemos que aquí figura que estarán incluidas las Cámaras de Comercio y de Industrias, pero nos llama mucho 
la atención la ausencia de ANDEBU, que no pertenece a ninguna de estas dos gremiales y que es sustancial 
en la difusión, promoción e, inclusive, participación directa en cualquier proyecto artístico cultural. 


Hoy en día los medios de comunicación son fundamentales, ya sea a nivel masivo en el país o para el 
desarrollo local de las ciudades y pueblos del interior, donde la radio y los canales locales pueden ser 
determinantes a la hora de promocionar proyectos de esta naturaleza. 


No estoy preguntando en este sentido; a lo mejor existe una razón puntual para que esto sea así. Me atrevo a 
decir que casi estoy sugiriendo al Ministerio una revisión de ese punto y la incorporación de representantes 
de un sector estratégico para lo que aquí se propone. 


SEÑOR ACHUGAR.- En primer lugar, quiero aclarar que no hubo voluntad de excluir a nadie. El 
espíritu es precisamente el contrario, es decir, incluir. 


Si observamos el texto, veremos que establece que estará integrado por cinco representantes empresariales y 
cinco representantes de la actividad artística. Actualmente, hay seis representantes de la actividad artística. 
Para equilibrar el número, establecimos cinco de cada actividad. Además, de esta forma evitamos convertir el 
CONAFF en una asamblea constituyente nacional. Entendimos que debía tener un número razonable para su 
funcionamiento. Si tenía un representante por cada actividad, tanto artística como empresarial, iba a superar 
la Asamblea General. Ese fue el criterio utilizado. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Otro de los artículos planteados propone derogar el artículo 127 de la Ley 
N* 17.556. Aclaro que aquí nos faltó poner la fecha de la norma, por lo que les pedimos que la 
agreguen. 


Concretamente, proponemos derogar el último inciso de este artículo, que refiere a una habilitación que tiene 
el Poder Ejecutivo para pasar al menos el 30% de los ingresos generados por la Dirección de Televisión 
Nacional al SODRE. 


El último de los artículos que proponemos determina la transferencia de una Biblioteca Infantil dependiente 
del Archivo General de la Nación, al Consejo de Educación Inicial y Primaria. Esto debe ser realizado por 


ley. 


SEÑOR POSADA.- Quiero hacer una pregunta. 


Como señalaba el señor Ministro, en el ámbito del Ministerio de Educación y Cultura se creó la Comisión del 
Bicentenario. De hecho, esto va a suponer que para los años 2010 y, en particular, 2011, 2012, 2013 y 2014 
sea necesario destinar recursos, no ya para el funcionamiento de la Comisión porque no supone ningún gasto, 
sino para el financiamiento de alguna de las actividades que se plantee realizar por parte del Estado. La 
consulta apunta a saber si hay una estimación del Ministerio, de forma tal que pueda ser incorporado en esta 
Ley de Presupuesto como rubros previstos para los años 2011, 2012, 2013 y 2014. 


Este es el momento para realizar un planteamiento en tal sentido y para que la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda tenga una idea al respecto, de forma de que sea contemplada en la discusión que 
tengamos sobre este Inciso. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Ese era una de los temas que pensaba incluir 
en mi última intervención. 


El Ministerio de Educación y Cultura preside una Comisión, que es muy numerosa -está integrada por cuatro 
Legisladores, uno por cada partido que tiene representación parlamentaria, delegados del Congreso de 
Intendentes, de varios Ministerios, de las instituciones de educación- y se reunirá el próximo jueves. En esa 
oportunidad, el Ministerio hará una propuesta, en consulta con el Ministerio de Turismo y Deporte, que está 
trabajando con nosotros, y con el Ministerio de Relaciones Exteriores. Tenemos una propuesta y la 
llevaremos a la Mesa de la Comisión que presidimos, pero debe ser discutida y acordada. Al día de hoy, 
tenemos una cifra, que será la que presentaremos el próximo jueves, pero deberá ser sometida a la discusión 
de los distintos actores. 


Con gusto, el jueves por la noche podrán tener la cifra acordada por los distintos actores para el año 2011, 
que deberá contemplar las actividades realizadas en todo el territorio nacional propuestas por la Comisión - 
actividades de carácter central- y, al mismo tiempo, deberá apoyar actividades que se llevarán adelante en 
cada uno de los departamentos. ¿El señor Diputado Posada desea que diga la cifra que llevaremos a la 
Comisión el jueves? 


SEÑOR POSADA.- El señor Ministro no va a volver a la Comisión. La Comisión del Bicentenario 
podrá enviar alguna nota, pero, en todo caso, el que la debe canalizar es el Ministerio. 


Entonces, me parece que indicar, por lo menos, una estimación global de lo que se está pensando para los 
años sucesivos, desde el año 2011 hasta el año 2014, sería poner en antecedentes a la Comisión de esta 
necesidad, que es un tema que no está laudado. Sería una estimación realizada en función de una valoración 
de las distintas actividades que se están planteando para esa conmemoración. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- La cifra que vamos a proponer gira en torno a 
los $ 40:000.000 para el año 2011, según los cálculos estimados, pero vamos a tener que confrontarla 
con otras opiniones para ver si ese horizonte permite asumir el conjunto de actividades que la 
Comisión va a acordar. Esa es la cifra que presentaremos el jueves en la Comisión. 


SEÑOR ASTI.- En todo caso, podremos aprovechar la visita del Ministerio de Turismo y Deporte el día 
23 del corriente, dado que integra esa Comisión, para que ratifique la cifra que presentará el 
Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- A modo de epílogo de esta visita, al cabo del análisis del articulado y de 
las consideraciones que se han hecho aquí, así como de la información que tenemos en nuestro poder 
de la página de Internet del Ministerio, queremos decir que, más allá de una referencia que hizo el 
señor Ministro en la ponencia original, no hemos visto ni escuchado nada sobre el refuerzo, sostén u 
objetivos de financiamiento para la Dirección Nacional de Derechos Humanos, siendo esta una 
Dirección fundamental, a nuestro juicio, de alta sensibilidad pública, que merecería, por lo menos, 
algún comentario a fin de saber a qué atenernos en esa materia durante el quinquenio. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Los recursos adicionales para la Dirección 
Nacional de Derechos Humanos figuran en el artículo 485. 


SEÑOR MIRANDA.- Según lo establecido en el artículo 485, en el Programa 487 están previstas 
partidas presupuestales especiales para los años 2011, 2012, 2013 y 2014. 


Debe señalarse que la Dirección Nacional de Derechos Humanos no es una Unidad Ejecutora, sino que está 
comprendida dentro de la Dirección General de Secretaría, por lo que buena parte de su presupuestación está 
contemplada en la Unidad Ejecutora 001 y por eso no aparece especificada; simplemente, aparece en 
particular en el Programa 487. 


Realmente, celebro que haya preocupación por las asignaciones presupuestales para la Dirección Nacional de 
Derechos Humanos ya que, sin duda, es una de las políticas centrales que impulsamos desde el Ministerio. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Quiero hacer algunas referencias adicionales. 


No hemos hablado del Inciso 21, en el que hay distintas instituciones vinculadas a este Ministerio que reciben 
apoyo, como el PEDECIBA. No ha habido preguntas en ese sentido. También figuran distintas Academias, 
como la de Letras, la de Medicina, la de Veterinaria y la recientemente creada Academia de Ciencias. 
Asimismo, la ANI estaba en un artículo adicional, pero no ha habido preguntas en ese sentido. 


Lo que acaba de presentar el Director General Álvarez refería a artículos sin costo; el único artículo que 
puede tener alguna modificación en ese sentido es el que trata de las horas extra para el Instituto Clemente 
Estable. 


No obstante, lo que señalamos sobre la propuesta de la Fiscalía de Corte para la creación de los nuevos 
juzgados, en lo que tiene que ver con violencia doméstica, son artículos que tienen un costo importante. 
Recorreremos los caminos que correspondan en ese sentido. 


También quiero señalar que hay un matiz con relación al artículo 504, sobre el cual, eventualmente, en los 
próximos días, podremos hacer llegar una modificación. Este es uno de los artículos que tiene que ver con la 
salarización de proventos. En este caso, se trata de la Biblioteca Nacional. El texto que enviaron fue 
ligeramente modificado; no cambian los montos, pero sí modifica el universo de funcionarios a los que la 
propuesta beneficia. Eso debe ser ajustado, con los cálculos correspondientes. Esta propuesta, que 
entendemos que beneficia de manera muy importante a la Biblioteca Nacional, ha sido acordada con los 
distintos actores, por lo que tal vez pueda intervenir alguna pequeña modificación que no afecte el objetivo ni 
los montos que están en juego. 


Estos eran los comentarios adicionales que quería hacer. 


Muchas gracias 


SEÑOR POSADA.- Independientemente de las gestiones que realice el Ministro en consulta con el 
Ministerio de Economía y Finanzas por los nuevos cargos de Fiscalías que se plantean crear, sería 
importante que esos artículos se hagan llegar a la Comisión para ser tenidos en cuenta cuando se 
analice el Inciso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Ministro, Directores y asesores en general, realmente ha sido una 
jornada muy intensa y esclarecedora para la Comisión. Sin duda, tendremos los elementos para poder 
decidir cuando en pocos días comencemos a votar. 


(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Educación y Cultura) 
(Ingresan a Sala autoridades de la Corte Electoral) 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a la delegación de la 
Corte Electoral integrada por el Presidente, doctor Ronald Herbert; el Vicepresidente, doctor Wilfredo Penco; 
las Ministras, doctora Margarita Reyes y señora Sandra Etcheverry; los Ministros doctor Alberto Brause, 


doctor Washington Salvo; doctor Gustavo Silveira; doctor Germán Lezama y señor Walter Pesqueira; la 
secretaria letrada, doctora Mariela De Marco; el secretario letrado, doctor Gabriel Courtousie; la asesora, 
contadora Beatriz Barbato, y los asesores contadores Marcelo Rubio y Daniel Pereira. 


Con mucho gusto les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR HERBERT.- En la misión que tiene esta Corte pueden identificarse actividades regulares y 
permanentes, como llevar adelante los registros cívicos, y algunas periódicas o eventuales, que son muy 
fuertes en materia de trabajo y son contingentes: las que tienen lugar cuando hay actos de elecciones o 
plebiscitos. 


Por supuesto que se trata de amalgamar actividades bien diferentes. Esto lo digo porque a veces se piensa que 
los funcionarios de la Corte Electoral tienen suficiente con ganar horas extra en los eventos electorales. No 
obstante, la actividad de la Corte no se detiene después de los actos electorales, sino que esta cumple una 
actividad permanente que es la de mantener el Registro Cívico Nacional perfectamente al día. 


Esta Corte Electoral fue presentada cuando la propia Asamblea nos nominó: tenemos un estupendo recuerdo 
de ese momento; fue un gran honor para todos nosotros. Las actividades más importantes que cumple pasan 
por llevar el registro y los escrutinios, que no son poca cosa porque hay que prepararlos y ponerlos en efecto. 


Por otra parte, hay que tener en cuenta que los funcionarios de la Corte Electoral desarrollan una actividad 
muy reglada, lo que implica que es muy especializada dentro de los límites que uno puede pensar de la 
especialidad de un funcionario público, que está continuamente aplicando normas y en todas sus actividades 
ciertamente debe actuar con conocimiento. La preservación de los valores de cristalinidad y credibilidad es 
un resumen de todo lo anterior; y en ese sentido, precisamente se están marcando los objetivos de nuestro 
presupuesto, que tienen que ver con la informatización, sobre todo en este momento, con la capacitación de 
los funcionarios que no la tienen en general-, y con la dedicación de estos con gusto a las tareas que deben 
realizar en forma permanente. ¿Y qué se nos ha exigido en todo este período desde nuestro nombramiento? 
En primer lugar, que no solo tuviéramos un padrón depurado sino actualizado con los nuevos votantes, lo que 
implica una actitud proactiva de la propia Corte: salir a buscar los votantes para inscribirlos en el padrón. 


En segundo término, se nos ha pedido con fuerza que se preserve esa cristalinidad en el escrutinio primario, 
que siempre hubo, en el que hay muchos testigos, mirando el conteo de votos al pie de cada urna, pero 
también que actuemos con rapidez. Y la rapidez solamente se consigue con la informática, que tiene que ver 
con lo que se nos exige de información al instante y a toda la ciudadanía, lo cual implica introducirnos en 
inversiones bastante importantes. Por el momento, tenemos la esperanza de que puedan ser llevadas a cabo 
mediante ciertos instrumentos de los cuales luego vamos a hablar. 


En cuanto a los objetivos de la Corporación, por supuesto que tenemos el de la inscripción cívica, y en este 
momento lo importante es estimular la renovación y el traslado de credenciales. La estimulación de la 
renovación de los documentos electorales propende a que las personas posean un documento uniforme, 
porque hoy tenemos el nuevo documento que expide la Corte Electoral y el viejo documento de aquellos que 
aun no han hecho la renovación. Y ha sido una crítica constante de los observadores internacionales en 
nuestros actos electorales el hecho de que se utilice un documento tan obsoleto como la Credencial Cívica, 
que a veces data de treinta o cuarenta años, en la que no se tiene la fotografía actualizada, el número de 
Cédula de Identidad, ni todos los elementos que servirían para hacer una identificación inmediata de su 
portador. Esto es algo que sin duda debemos mejorar porque se trata de una recomendación de los propios 
observadores que han venido a las elecciones en el Uruguay. 


Además, la estimulación la estamos tratando de hacer por dos vías 


En primer lugar, por la vía de la ampliación del horario de renovaciones, de inscripciones y de traslados. 
Cabe recordar que el traslado pasó a ser muy importante para las elecciones municipales, a fin de que 
corresponda el lugar de la inscripción del votante con el de su jurisdicción. 


Como dije, una de las vías es a través de la ampliación del horario de renovación, de inscripción y de traslado 
> 

para "resetear" día a día la mayor cantidad de ciudadanos posibles, lo que por supuesto necesita de una 

compensación. No se puede hacer doble horario sin compensarlo. Los actos eleccionarios y esta situación 


especial de mantener un doble horario para facilitar la inscripción, la renovación y el traslado de credenciales 
son los únicos dos aspectos en los que se menciona el tema de horas extra; no están previstas horas extra para 
ninguna otra actividad de la Corte Electoral. En estos dos casos están previstas porque no hay más remedio 
que hacerlo: si se trabajan más horas de las debidas no hay más remedio que compensarlas con algo. Este es 
un tema que está más del lado del Derecho Laboral en general que del de si es bueno o malo. Reitero: horas 
extra hay nada más que para actos eleccionarios y para facilitar la renovación, la inscripción y el traslado de 
credenciales. 


La segunda vía que piensa desarrollar la Corte Electoral son las mesas móviles, sobre todo en el interior. 
Estas podrían consistir en la ubicación de ómnibus arrendados y adaptados a esas necesidades. Tenemos la 
ventaja de que hoy en día se puede solicitar la credencial y hacer prácticamente todo el trámite a lo largo del 
ómnibus, culminándolo al bajar. Esto es de una importancia extraordinaria, porque podríamos adoptar la 
conducta proactiva de ir a buscar a los futuros votantes que deben inscribirse, por ejemplo, a los liceos del 
interior, a los jóvenes que están terminando secundaria y tienen la edad correspondiente para sacar la 
credencial. Con eso cumpliríamos con aquella obligación de mantener el registro al día. Para nosotros esto es 
de una gran importancia. No se trata de un programa excepcionalmente caro, sino de un programa 
experimental, que consiste en tener un par de unidades de transporte ubicadas en diferentes puntos del país, 
sobre todo en los más alejados, para poder facilitar el ingreso al padrón. 


También tenemos programado avanzar en la informatización de todas las dependencias electorales y agilitar 
la transmisión en los escrutinios. La informatización ayuda enormemente a la transparencia, implica una 
cierta inversión y capacitación y, a su vez, facilita enormemente cualquier trabajo. Por ejemplo, es obvio que 
facilita los trabajos de cualquier registro. 


El Registro Cívico Nacional es uno de los más importantes que existe en el país, ya que tiene la mayor 
cantidad de personas inscriptas. Se podría avanzar enormemente no solo en lo que respecta a la celeridad en 
la búsqueda de datos, sino también a la cristalinidad. Además, se estandarizaría a efectos de poder utilizar las 
inscripciones que allí se encuentran. 


En este momento, por ejemplo, las elecciones deberían contar con las famosas hojas, además de los nuevos 
documentos que se están expidiendo por la Corte Electoral a través de un proceso de informatización que ya 
se ha iniciado. Nuestra idea es terminar de informatizar todo el padrón antes de las próximas elecciones 
nacionales. Con eso llevaríamos a digitalizar todos los datos del padrón en un tiempo prudencial, para lo cual 
también necesitamos algún recurso. Esto no es dinero que se tire ni mucho menos. 


La Corte considera que debe existir un proceso de capacitación de los funcionarios. Muchos funcionarios 
antiguos de la Corte Electoral se han jubilado, por lo que se ha perdido un capital intelectual, y nos damos 
cuenta de que eso no puede seguir sucediendo. Lo que se necesita es una capacitación implantada, que 
permita, en primer lugar, que cada funcionario llegue lo suficientemente preparado al momento del concurso. 
Para ello vamos a tratar de implantar una oficina de capacitación a través de módulos que deban 
necesariamente ser absorbidos por todos los funcionarios en el curso de su carrera, a efectos de participar en 
los concursos. 


Por otro lado, queremos asegurar que ningún funcionario vaya a quedar sin la posibilidad de una 
capacitación. No estoy hablando de instrucciones específicas que se dan a los funcionarios en momentos de 
actos electorales; no tiene nada que ver con esto. Tiene que ver con la capacitación de los funcionarios 
técnicos en la Corte Electoral, con saber manejar los procesos que implican los actos electorales y los 
registros electorales. Esto significa dar capacitación a todos los funcionarios del interior; es fundamental. 
Actualmente, no existe esa posibilidad e, infortunadamente, los concursos en el interior muchas veces no 
colman niveles de suficiencia, no por falta de voluntad de los funcionarios sino porque esa capacitación no se 
le brinda como debería. El funcionario electoral debe desarrollar una tarea especializada, de manera que debe 
recibir la capacitación correspondiente. 


Todo esto que es bastante sencillo, es decir, la actitud proactiva para llevar los registros, la capacitación de 
los funcionarios y la estimulación de la carrera del funcionario electoral, nos ha llevado a hacer una propuesta 
que parecería estar inflada en algunos aspectos, pero hay que tener en cuenta que una parte importante de 
esos gastos tiene que ver con el plan de inversiones. Para acceder a un conteo primario rápido, informar 
urgentemente a la ciudadanía y entrar al conteo central en forma rápida, se debe tener una computadora en 
cada urna. Esto encarecería enormemente el presupuesto, por lo que se habló con los técnicos del Plan Ceibal 


para que proporcionen siete mil computadoras en cada acto electoral; además, se adaptarán las nuevas 
Ceibalitas que saldrán ahora para los estudiantes de Secundaria. Las computadoras se prestarían y se 
devolverían. El costo sería prácticamente cero en cada acto electoral. 


Este es el origen del artículo 803, que dice que el Poder Ejecutivo podrá solicitar al Plan Ceibal que colabore 
con el equipamiento informático y con apoyo técnico cuando la Corte Electoral lo requiera. 


Por otro lado, el software que hay que comprar para realizar esto es bastante barato. El servidor de la Corte 
no puede recibir un millón de entradas, pero como se puede arrendar en los momentos electorales, no habrá 
límites para realizar consultas de ciudadanos. Es decir que los datos van a entrar al mismo tiempo al centro de 
cómputos y a la página web. Nadie se va a poder quejar de que no tiene acceso inmediato. Lo tendrán en 
tiempo real, en el mismo momento que la Corte Electoral. Con esto, también se mejora la cristalinidad. 


Para motivar al funcionariado, la propuesta de la Corte Electoral consiste en tiques de alimentación y una 
mejora en la compensación por asiduidad. Esto puede dar un gran resultado en momentos en que hay que 
trabajar fuerte porque ha empezado el período de inscripciones. 


También hay otra parte que tiene que ver con la actitud proactiva y con la inscripción en el registro electoral. 
Me refiero a las mesas móviles, a organizar la entrada de todo el registro actual a la digitalización que 
pretendemos para las próximas elecciones nacionales. 


Asimismo, hay otra parte que está referida a la capacitación, que debe ser contemplada especialmente. 
Hemos puesto mucho énfasis en este tema. 


SEÑOR PENCO.- Vamos a hacer un repaso de las normas que la Corte Electoral está proponiendo y 
vamos a realizar algunos comentarios sobre el proyecto del Poder Ejecutivo. 


En el artículo 1” la Corte Electoral propone una partida por alimentación, estableciendo un régimen similar al 
que ya tiene el Tribunal de Cuentas de la República. Los funcionarios electorales perciben una sola vez por 
año partidas por alimentación. Se trata de que puedan percibirlas todos los meses. 


El artículo 2” refiere a la compensación por asiduidad. Este es un instrumento que se utiliza en la mayoría de 
los organismos del Estado. La Corte ya tiene una partida por asiduidad. Se trata de incrementarla, 
precisamente para incentivar el trabajo de los funcionarios electorales. 


El artículo 3” procura diferenciar la partida que hoy se percibe para atender a quienes prestan funciones de 
asistencia directa a los Ministros y Secretarios Letrados de la Corte, de la partida por permanencia a la orden 
que percibe el conjunto de funcionarios. Tiene por finalidad principal discriminar una situación de otra 
porque se trata de situaciones diferentes. 


El artículo 4” dispone los montos necesarios para cumplir horas extra y también autorización legal para que 
los funcionarios puedan realizar esta extensión horaria que establece la disposición. La mayoría de las horas 
extra están destinadas a establecer turnos matutinos en las oficinas inscriptoras de todo el país. En 
Montevideo, en las últimas elecciones municipales hubo más de cuatrocientos mil votos en blanco parciales. 
Es decir que una cantidad muy importante de montevideanos no votó alcaldes ni concejales, entre otras 
razones, porque su inscripción cívica está radicada en un Municipio donde no residen actualmente. Tenemos 
que hacer una campaña de regularización que, además, cumpla con el cometido de renovación de la 
Credencial, lo que supone tácitamente la informatización del registro electoral. Mediante este mecanismo, 
estamos cumpliendo con un cometido fundamental para el siguiente período, antes de las próximas 
elecciones nacionales. En este artículo también están comprendidos los montos necesarios para la 
informatización del registro de inhabilitados y para la capacitación a la que hacía referencia el señor 
Presidente de la Corte Electoral. 


El artículo 5” propone una tabla de sueldos que procura adecuar y dignificar los salarios de los funcionarios 
electorales que cumplen tareas especializadas. 


El artículo 6* establece la facultad para la Corte de realizar una reestructura orgánica, que es imprescindible. 
Por ejemplo, hoy el centro de cómputos de la Corte, que cada vez adquiere mayor importancia en la medida 


en que el organismo se va informatizando, está integrado por funcionarios administrativos que han adquirido 
cierta capacitación, pero no existe un escalafón propio, al que debemos tender. Esta es una de las razones que 
hace imprescindible que la Corte Electoral cuente con esta facultad de reestructura. 


El artículo 7" está referido a las llamadas mesas móviles a las que hacía referencia el Presidente. Es 
imprescindible ir a todos los pueblos -sobre todo los señores Diputados del interior lo saben-, a todos los 
rincones del departamento para habilitar la inscripción cívica de las personas que están en condiciones de 
incorporarse al Registro Cívico Nacional, también en Montevideo, que durante muchos años no tuvo mesas 
móviles, solo las tuvo en los últimos años. Creemos que tenemos que llegar a los barrios más apartados, a los 
sectores más marginales que no tienen la posibilidad de venir al centro de Montevideo a tramitar su 
inscripción cívica. 


El artículo 8* refiere a las inversiones necesarias que fundamentalmente apuntan, entre otras tareas, a lo que 
también explicaba el Presidente, que es que en el acto electoral se cuente con un régimen informatizado en 
materia de escrutinio. Nuestro sistema es seguro, confiable, pero es lento desde el punto de vista tecnológico 
y todos sabemos que es imprescindible avanzar en esta materia, del mismo modo que lo hemos hecho en 
materia de inscripción cívica. El día de la elección tenemos que tener la posibilidad de hacer el escrutinio 
primario que se hace en la mesa, en un acta ya digitalizada, que pueda ser trasmitida automáticamente al 
centro procesador de todos los resultados. En principio, la Corte había previsto para el año 2014 una suma 
que implicaba la compra de siete mil "notebooks", pero el Poder Ejecutivo está proponiendo como alternativa 
la posibilidad de usar el Plan Ceibal a esos efectos. Si prosperara esta última iniciativa -a la que también 
vamos a hacer algún comentario-, este monto previsto para el último año no sería necesario. 


El artículo 9” simplemente establece que los pliegos de licitaciones para llamados que realice la Corte 
Electoral puedan ser cobrados y que el destino de estos proventos sea el refuerzo de la partida por asiduidad. 


Los artículos 10 y 11 están relacionados con capacitación tanto a nivel nacional como internacional, con la 
participación en seminarios internacionales. 


El artículo 12 autoriza a la Corte Electoral a enajenar el inmueble sito en Marcelino Sosa, muy cerca de este 
Palacio Legislativo. Tal vez le pueda permitir a la Corte contar con un nuevo edificio ubicado más cerca de 
su edificio central y sobre todo procesar cambios que también son imprescindibles desde el punto de vista 
locativo. Hoy tenemos un registro de expedientes cancelados, e incluso el propio registro de expedientes 
vigentes está en condiciones que son alarmantes y de riesgo en lo que supone la posible o eventual pérdida de 
documentación por problemas fundamentalmente de carácter locativo y que no pueden subsanarse 
rápidamente. 


Por último, en relación con el proyecto que envía el Poder Ejecutivo, que es de cuatro artículos, el 
artículo 630... 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Los señores Diputados tienen la nueva redacción que nos envió el Poder 
Ejecutivo? Fue recién repartida. Es bueno que la lean porque hubo algunos cambios. 


SEÑOR PENCO.- La observación que íbamos a hacer respecto al artículo 630 está contemplada en la 
nueva redacción dada por el Poder Ejecutivo. No vamos a hacer comentarios respecto a los montos; 
simplemente, los comparativos que la Corte Electoral está exhibiendo muestran claramente las 
diferencias que existen entre un proyecto y otro. Acá nos vamos a limitar a los comentarios respecto de 
ciertos aspectos de redacción, formulación o de omisiones en el proyecto del Poder Ejecutivo, tal como 
lo vemos nosotros. 


El artículo 631 establece montos que en principio parecería están destinados a financiar las horas 
extraordinarias de la Corte, y con la nueva redacción simplemente lo que se aclara son los programas 
concretos a los que se estaría destinando este incremento. Pero quiero decir a los señores Diputados que sin 
un párrafo de lo propuesto por la Corte Electoral, esto no sirve para nada porque se le podrá dar dinero al 
organismo en materia de horas extraordinarias pero si por ley no se la faculta para realizar el horario 
extraordinario, ese monto no se puede usar. Por eso es que en el artículo 4* del proyecto de la Corte dice 
textualmente: "Facúltase a la Corte Electoral a disponer la extensión horaria de sus oficinas, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo 334 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. La Corte Electoral queda 


facultada a retribuir una mayor carga horaria de sus funcionarios sin detrimento de la compensación prevista 
en el artículo 504 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990". 


En lo que refiere al artículo 633, tanto en el proyecto de la Corte como en el del Poder Ejecutivo ha habido 
algún error en materia de identificación del bien inmueble que se procura enajenar. Se trata de establecer la 
dirección exacta de ese inmueble y el número de padrón. 


Pero además queremos hacer una pequeña referencia -algo ya adelantó el Presidente- respecto al primer 
párrafo del artículo 803, vinculado al Plan Ceibal. El artículo dice que el Poder Ejecutivo podrá solicitar al 
Plan Ceibal que colabore con el equipamiento informático y con apoyo técnico en eventos extraordinarios y 
de prioridad nacional, y pone como ejemplo las elecciones. Pero el único órgano que tiene competencia 
constitucional en materia de elecciones es la Corte Electoral y no el Poder Ejecutivo. Entonces, la norma 
debe establecer claramente que en lo que tiene que ver con elecciones, se solicitará el apoyo del Plan Ceibal 
cuando la Corte Electoral lo requiera. Es decir, la ley no puede dar al Poder Ejecutivo una potestad que no 
tiene. 


También quiero decir que existe una norma que la Corte Electoral no incluyó en su proyecto de Presupuesto, 
porque fue incluida en el proyecto de Rendición de Cuentas correspondiente a este año, y que finalmente no 
prosperó en el Parlamento. Por eso, en esta instancia queremos restablecer ese texto, que para nosotros es 
fundamental. 


El Presidente de la Corte Electoral explicaba cómo se han retirado en los últimos años funcionarios con gran 
experiencia en materia electoral, y a través del mecanismo del retiro incentivado algunos Directores "se 
llevaron" el cargo. Entonces, la Corte Electoral necesita a muy corto plazo recuperar estos cargos, y por eso, 
del mismo modo que se propuso en ocasión de la Rendición de Cuentas, hoy volvemos a presentar un 
artículo que diga: "Declárase que los cargos ocupados por quienes se acogieron al régimen de retiro 
incentivado, previsto en el artículo 268 de la Ley N* 18.172, de 31 de agosto de 2007, podrán ser provistos en 
forma permanente aún sin que sea necesario que haya finalizado el período de pago del beneficio o acaecida 
alguna de las causales de cese del mismo, siempre que el Organismo establezca las transposiciones de crédito 
necesarias para disponer del 100% (ciento por ciento) del crédito correspondiente al cargo". 


Por último, no quiero decir nada respecto de los montos, porque con las partidas que propone el Poder 
Ejecutivo en su proyecto sería imposible cumplir básicamente las misiones fundamentales que la Corte 
Electoral se propone realizar en este período. 


SEÑOR HERBERT.- La propuesta del Poder Ejecutivo implica que el porcentaje del Presupuesto 
Nacional correspondiente a la Corte Electoral en este proyecto representa el 0,235%, mientras que el 
actual, es decir, el vigente, es el 0,238%. Esto significa que la propuesta del Poder Ejecutivo invita a no 
hacer absolutamente nada. 


Por un lado, se ha dado mucha relevancia a la variación, al cambio de constitución en la Corte Electoral, nos 
han exigido que cumpliésemos con ciertos cometidos, pero el Presupuesto del Poder Ejecutivo no aumenta un 
ápice el porcentaje del Presupuesto total. 


En la placa que aparece en pantalla figura un comparativo de sueldos. Tomamos como base para establecer la 
comparación los organismos más parecidos, por ejemplo, el Poder Judicial y el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, en este caso, un Administrativo 1 y un Jefe de Sección. En el Poder Judicial y en el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo estos cargos perciben salarios notoriamente más altos, tanto en el de Jefe 
de Sección como también en el del Administrativo I, porque ya lo tienen en el Poder Judicial y lo tendrán en 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, porque estos sueldos se van a equiparar en este Presupuesto. 
Por ejemplo, el Administrativo 1 del Poder Judicial percibe $ 28.936, casi $ 29.000, contra $ 17.000 del 
funcionario de la Corte Electoral. El Administrativo I del Tribunal de lo Contencioso Administrativo percibía 
algo parecido -$ 18.000; $ 1.000 más-, pero se equipara su sueldo al del Poder Judicial en el presente 
Presupuesto. Sin embargo, el aumento previsto en este caso es un 1% menos que en el caso del Poder Judicial 
y 6% menos que en el del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Si comparamos estas cifras con lo que perciben estos cargos en el Tribunal de Cuentas de la República, que 
es un órgano de contralor similar a la Corte Electoral, tenemos que el aumento es mucho mayor, 6% más, 


teniendo en cuenta que, en lo que respecta a remuneraciones personales, actualmente el Tribunal de Cuentas 
de la República dispone de tiques alimentación, que van de un mínimo de $ 5.000 mensuales a $ 6.000 
mensuales, mientras que nosotros hoy tenemos $ 4.000 una vez por año. 


Además, el Tribunal de Cuentas de la República reparte proventos entre sus funcionarios, en una cantidad 
que no puedo determinar. Esto da, como mínimo, supongamos $ 1.000. 


De manera que cuando comparamos lo que gana un funcionario del Tribunal de Cuentas de la República y 
uno común de la Corte Electoral, el funcionario del Tribunal de Cuentas empieza a contar desde los $ 7.000 
hacia arriba, es decir, tiene un plus de $ 7.000 nada más que por concepto de tiques alimentación y proventos. 


La última figura que estamos mostrando en pantalla es notable. La raya en esta gráfica redonda representa a 
la Corte Electoral en el Presupuesto Nacional; pero aclaro que es virtual, porque no existe, no se puede hacer. 
Hubo que aumentar el espesor de la raya para que se pudiera ver. Inclusive, estaba pensando que si se nos 
diera lo necesario para que esa rayita realmente nos representara y nos permitieran disponer de ese dinero, 
estaríamos en la gloria. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Hemos seguido de cerca la relación entre los presupuestos 
presentados por los organismos previstos en los artículos 220 y 221 de la Constitución de la República y 
lo que propone el Poder Ejecutivo y notoriamente estamos, esta vez, ante un problema mayor, 
inclusive, al que evidenciáramos en oportunidad de que nos visitaran la Universidad de la República y 
la ANEP, cuando se establecieron diferencias muy importantes entre los presupuestos de los 
organismos y del Poder Ejecutivo. 


Vamos a decir a la Corte Electoral lo mismo que dijimos al Rector de la Universidad de la República, con 
poco éxito de nuestra parte, y al Presidente de la ANEP, también con poco éxito, porque no obtuvimos 
respuestas. 


La propuesta del Poder Ejecutivo y la de la Corte Electoral distan, en este caso, dramáticamente. Adviértase 
que para el 2011 la Corte Electoral propone un presupuesto de aproximadamente US$ 14:000.000 y el Poder 
Ejecutivo ofrece US$ 2:900.000, y para el último año la Corte Electoral propone US$ 20:000.000 y el Poder 
Ejecutivo US$ 4:400.000. Es decir que este sería un organismo en quiebra. Quizás el presupuesto que realizó 
la Corte Electoral es totalmente exorbitado si lo comparamos con la consideración que hace el Poder 
Ejecutivo. Me gustaría saber si hubo -es lo que voy a tratar de averiguar esta tarde- niveles de contacto, de 
interrelación entre la Corte Electoral y el Ministerio de Economía y Finanzas. Casi todos los organismos han 
trabajado en algún momento en cierto punto de encuentro a fin de lograr coincidencias. Me temo que trabajar 
acá, en esta Comisión, en acercar estas posiciones, no va a ser una tarea sencilla, porque estamos ante cifras 
muy distantes. La propuesta del Poder Ejecutivo -como muy bien acaba de decir el señor Presidente de la 
Corte Electoral- prácticamente mantiene niveles porcentuales del presupuesto que distan dramáticamente de 
lo que reclama la Corte Electoral. En definitiva, estamos ante una eventualidad: la mayor parte de la 
presentación que acá se ha hecho no podrá llevarse a cabo. Esto es algo obvio. 


Por lo tanto, ya que la Corte Electoral conoce la propuesta del Poder Ejecutivo, deberá pensar cuál será su 
reducción. Nosotros vamos a pensar en cuál va a ser el recorte que el resto del presupuesto expansivo que ha 
presentado el Poder Ejecutivo puede ser recortado y transferir recursos a la ANEP, a la Universidad de la 
República y a la Corte Electoral. En eso estamos pensando nosotros. Pero supongo que por una cuestión de 
responsabilidad presupuestaria, también el organismo deberá pensar que si ese objetivo no se logra, muchas 
cosas quedarán por el camino; quizás toda la propuesta de informática o las remuneraciones de los 
funcionarios de la Corte Electoral. Es decir, hay áreas que van a quedar absolutamente debilitadas. 


Por esta razón, me interesa profundizar un poco más en esta cuestión, a fin de saber si la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda va a hacer un esfuerzo para recortar, reitero, un presupuesto 
expansivo de US$ 9.500:000.000 como el que estamos discutiendo propuesto por el Poder Ejecutivo para 
otorgar algunos recursos más a estos escasos US$ 14:000.000 que pide la Corte Electoral. Por eso la línea 
amarilla que se presenta en la proyección casi no se ve. 


En ese sentido podríamos avanzar un poco pero, en todo caso, debemos saber sobre qué cuestiones ese 
avance puede impactar de manera positiva para lograr una recuperación y para que efectivamente el plan de 


la Corte Electoral se pueda cumplir. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Voy a referirme en la misma línea que lo hizo el señor Diputado José 
Carlos Cardoso. Creo que es una intención vana pretender ingresar en el detalle del articulado y de lo 
que se nos ha presentado, en la medida en que la diferencia es tan notoria y, francamente, tan abismal. 
Parecería como si no hubiera una relación lógica entre lo que pretenden y entienden unos del 
presupuesto de la Corte Electoral y lo que entienden y pretenden otros. Me parece que esto va mucho 
más allá de una diferencia de enfoque, en materia de inversiones y de gasto de mantenimiento. Estamos 
hablando de un órgano de contralor; creo que esto hay que subrayarlo. Estamos hablando de un 
órgano de contralor que este Parlamento votó, no hace mucho tiempo, y aplaudió de pie. Perdóneseme 
la consideración política, pero me parece que es muy llamativa la diferencia que hay en estos 
presupuestos. Entiendo que a un órgano de contralor que hace tres meses recibió la designación y el 
homenaje del Parlamento aplaudiéndolo de pie no se lo puede enfrentar con relación al presupuesto 
que está proponiendo, con una diferencia tan sustancial, tan importante que, además, nos parece 
definitoria de la idea que tiene el Poder Ejecutivo para con la Corte Electoral. 


Más allá de ingresar al detalle de cuanto aquí se nos ha presentado en el articulado, queremos felicitar a la 
Corte Electoral por la presentación, perdóneseme el término, casi "marketinera" que ha hecho de lo que es su 
presupuesto que, con un rápido pasar de las hojas, se puede ver de qué se trata y de qué es lo que se pretende. 
Me parece que a esta altura la Corte Electoral debería empezar a pensar en la elaboración, si se quiere, de una 
alternativa más realista, que a esta Comisión le permita trabajar con un objetivo más posible. La política es el 
arte de lo posible. Pues bien: este va a ser el mayor desafío. Lo que debemos tener son opciones para ver en 
dónde podemos incursionar en este presupuesto de modo tal de dar lo máximo que la Corte Electoral requiere 
y reclama, pero enfrentando lo que serán los recortes que tenemos que hacer en ese presupuesto expansivo al 
que se refería el señor Diputado José Carlos Cardoso. 


SEÑOR ASTI.- En primer lugar, quiero referirme al último aspecto a que hacía mención el señor 
Diputado Gloodtdofsky, aunque hubo otras referencias. Estoy hablando del apoyo unánime que tuvo la 
nueva integración de la Corte Electoral y si esto tiene algo que ver con la asignación presupuestal. 


Si nosotros vamos a decir que porque apoyamos unánimemente a la Corte Electoral en este momento 
tendríamos que dar determinado aumento al presupuesto, también estaríamos afirmando que no se lo 
dábamos a las anteriores autoridades porque eran las anteriores y porque teníamos algunas diferencias. Por lo 
tanto, nuestro aplauso de pie fue por la forma en que se integró la Corte Electoral y por el procedimiento 
seguido por el sistema político para dejar atrás los lamentables períodos anteriores en los cuales no se dieron 
estas renovaciones. A esto se debió el aplauso que, todos en conjunto y cada uno de los integrantes, 
merecieron en ese momento. 


Por otra parte, quiero hacer una consideración que se ha reiterado, por lo menos en mi experiencia en el 
Período anterior. No podemos comparar pedido contra pedido, porque todas las Cortes Electorales anteriores 
incluían un refuerzo importante para el siguiente acto electoral, que siempre ha sido aprobado, vía ley 
excepcional, durante el año previo a las elecciones; esto ha sido una constante. Pero hoy la Corte Electoral 
pide para el año 2014 y no están los fondos porque serán previstos por ley especial, en el momento en que sea 
considerado. Así ha sido en todos los períodos anteriores. 


Algunos colegas Diputados tratan de desmerecer el papel de la Corte Electoral por la variación que ha tenido 
en el aumento del presupuesto, que es de alrededor del 13% o 14%. Hablo de un aumento real en el que se ha 
tomado una línea base, que es inferior al de otros organismos. También podemos decir, si quisiéramos hacer 
un paralelismo, que fue mucho peor la consideración que se ha tenido con los Ministerios de Economía y 
Finanzas y de Relaciones Exteriores, pues tienen un porcentaje menor que el de la Corte Electoral. No es así 
que se están valorando las necesidades que ha presentado el Poder Ejecutivo. 


Por último, voy a referirme también a un aspecto reiterado, por lo menos, en el Período anterior y en cada 
una de las Rendiciones de Cuentas. Creo que en el Período anterior pudo haber críticas a la integración de la 
Corte Electoral así como también críticas al funcionamiento en el momento del escrutinio por la lentitud con 
que se llevó a cabo. Pero, en el resto, la Corte Electoral, con el presupuesto anterior, cumplió estrictamente 
con la misión que tenía para realizar su tarea. Entonces, con presupuestos que hoy se aumentan en el entorno 


del 13% sobre valores reales se pudieron realizar perfectamente los actos eleccionarios nacionales, no 
solamente del sistema político sino también de otros organismos en que la ley dio el contralor a la Corte 
Electoral. 


Por lo tanto, no podemos decir que esta vez no se va a poder cumplir, teniendo un presupuesto que aumentó 
un 13%, porque la historia dice que ya han podido hacerlo. Me van a decir -y es cierto- que se está 
reclamando una mayor informatización durante el proceso y el escrutinio para salvar las críticas por demora. 
Esta bien; en su momento, cuando estemos considerando el horizonte del 2014, Rendiciones de Cuentas 
mediante, veremos qué se puede realizar a ese respecto. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Es un gusto poder recibir a la Corte Electoral en pleno, con su nueva 
integración, y dialogar sobre estos temas. 


Quiero dejar una constancia en virtud de lo que planteaba el señor Diputado Asti, con quien coincido 
totalmente. El hecho de que el Parlamento haya adherido con gran entusiasmo a la asunción de los nuevos 
miembros no genera compromiso ni nada que se le parezca en temas presupuestales. Asimismo, no otorgar el 
presupuesto que requiere la Corte no implica desmedro al reconocimiento de la gran tarea que estamos 
seguros que va a llevar adelante. Justamente, lo que valoramos es la integridad de quienes fueron nominados, 
el proceso de su designación ante el hecho de que desde hacía muchos años no se contemplaba la realidad 
política que estaba teniendo el país. No creo que sea un tema que esté en discusión. 


Pienso que entre las propuestas del Poder Ejecutivo y de la Corte Electoral hay algunas coincidencias. Si bien 
es cierto que hay una gran diferencia en cuanto a requerimientos, que no da ni para comentar, también hay 
coincidencias. Yo creo que eso nos da una base sobre la cual trabajar, porque nos permite identificar dónde 
radican esas diferencias para ver el porqué de esa visión, por qué se practica esa presupuestación y por qué 
hay que hacer tanto énfasis en ese sentido. 


El artículo 631 del proyecto del Poder Ejecutivo, que asigna $ 4:000.000 para 2011, en cierta manera, por su 
contenido, tiene como cometido continuar el proceso de informatización. En el artículo 8” de su proyecto, la 
Corte Electoral requiere $ 3:960.440 para inversiones, como decía el Ministro Penco. O sea que no estamos 
lejos; no existen grandes diferencias. 


Insisto en mirar hacia el año 2011, porque también es cierto -a la Comisión le consta porque ya hemos 
recibido la fundamentación del equipo económico- que no hay presupuesto cerrado para los años 2013 y 
2014. Va a haber Rendiciones de Cuentas que, en la medida en que el espacio fiscal lo permita, afectarán 
nuevos recursos para satisfacer las demandas. 


En el artículo 632 del proyecto del Poder Ejecutivo se asignan $ 4:700.000 para la participación de recursos 
humanos en cursos, seminarios y eventos de capacitación y actualización. De acuerdo con lo que explicaba el 
Ministro Penco, en los artículos 10 y 11 de su proyecto, la Corte requiere una cifra similar para viajes al 
exterior, seminarios y capacitaciones. Quiere decir que no estamos lejos en estas dos cosas. ¿Dónde hay una 
gran diferencia? En lo que se requiere para incrementar los salarios y las compensaciones y para nuevas 
partidas. 


No vamos a hablar de justicia o injusticia en los reclamos; seríamos unos atrevidos si dijéramos que no es de 
justicia lo que acá ha explicado claramente el Presidente de la Corte en cuanto a lo que aspira que gane un 
funcionario especializado que cumple esta importante y noble tarea. Pero también es cierto que tenemos que 
circunscribir este planteo -en nuestra modesta visión- en el marco general de lo que se está pautando desde el 
Poder Ejecutivo como recuperación salarial para los distintos sectores y, en especial, para el conjunto de los 
trabajadores del Estado. Entonces, lo que plantea la Corte -más allá de las razones expuestas, que entendemos 
valederas- se aleja muchísimo de ese patrón con el cual nosotros estamos analizando lo que está sucediendo 
en los diferentes Incisos y de la tabla general de recuperación salarial para el conjunto de los trabajadores 
públicos. Pienso que ese es el elemento central de diferenciación en lo que está ocurriendo con respecto al 
año 2011. 


Reitero: tenemos que empezar a ver este año con mayor detenimiento. Sin duda hay que hacer la proyección 
hacia adelante pero creo que ahí es donde deberíamos centrar el análisis de la Comisión 


En alguna medida, debemos rescatar el Mensaje de la Corte en cuanto a que aspira a que su cuerpo de 
funcionarios tenga mayor capacitación y dedicación. 


También insisto en algunos temas que vivimos en el interior. Es cierto que las inscripciones en el registro 
cívico no crecen como uno quisiera y que, a medida que nos aproximamos a los actos electorales, abundan 
los problemas de las colas, de que no alcanza el horario para recibir a la gente que se va a sacar su credencial, 
a realizar su traslado o a renovarla. Pero, aunque pongamos doble horario, eso no se soluciona si no 
trabajamos con la población. Ahí está el deber de los partidos políticos, no de la Corte, y también de nuestras 
instituciones de enseñanza, para ir logrando una mayor contracción de la muchachada a la necesidad de sacar 
su documentación a medida que llega a la mayoría de edad. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¡Apoyado! 


SEÑOR PARDIÑAS.- Las organizaciones sociales y los otros programas que lleva a cabo el Estado 
deben enfocar el rescate de la ciudadanía. Ahí debemos insistir para lograr una mayor inscripción. 


Yo conozco las mesas móviles. Nos ha tocado, desde otro ámbito, apoyar su realización y, realmente, tienen 
su efectividad, pero hay que trabajar con la población para acompañar este esfuerzo de realizar un lote de 
kilómetros el fin de semana, de tener que pagar viáticos y horas extra a los funcionarios de la Corte Electoral 
y a los choferes de la Intendencia o de otros servicios públicos que proporcionan los vehículos, de pasar el 
día para hacer, de repente, tres o cuatro inscripciones, dos o tres traslados. No es un problema de contar con 
más tiempo ni de mayor amplitud de horarios; reitero que los partidos políticos tienen gran parte de la 
responsabilidad de motivar para que la gente se inscriba, realice su traslado, cambie su viejo documento por 
el nuevo. Eso solo se puede lograr si realmente incidimos en la gente. Poner doble horario puede ser una 
solución en los momentos pico de cierre de inscripción, pero no creo que la tarea constante de las Juntas 
Electorales, por sí sola, pueda mejorar la situación que hoy tenemos. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Lamento volver a ocuparme de este asunto, pero como después de que 
hicimos uso de la palabra hubo referencia clara a nuestras expresiones con respecto a la forma en que 
el Parlamento había respaldado la designación de la Corte Electoral, nos parece necesario hacer 
algunas aclaraciones. 


Como bien se dijo aquí, lo que el Parlamento respaldó calurosamente fue la representación política de la 
nueva Corte Electoral. A mi entender, esto debe tener una traducción presupuestal. No es posible decir con el 
corazón "te quiero", y con el bolsillo, no. Eso no es así. 


Si quienes integran la Corte Electoral representan el espectro político, debería haber una coincidencia entre 
quienes están allá y quienes estamos acá. Yo sé que tengo mis coincidencias allá; algunos no la tendrán, pero 
eso deberá resolverlo cada uno en su casa y no pretender que lo resolvamos nosotros. 


Por otra parte, creo firmemente en todo lo que fue señalado, en particular, desde el punto de vista técnico por 
el Ministro Penco. 


También son importantes todos los desafíos que se acaban de señalar en la Comisión. Ahora bien: más allá de 
la voluntad de los partidos políticos y de la responsabilidad del propio ciudadano -por qué no llamarlo a 
responsabilidad-, todos esos desafíos tienen un costo -particularmente, en horas-hombre, en funcionarios-, 
que se traduce y se lee en el Presupuesto. Eso debe ser respaldado por esta Comisión y por quienes lo están 
proponiendo. 


SEÑOR PENCO.- En primer lugar, en lo que se relaciona con la situación de los funcionarios, es muy 
clara la diferencia, la brecha que existe entre la propuesta de la Corte Electoral y la del Poder 
Ejecutivo. 


Por ello, creo que hay que hacer un esfuerzo para mejorar sustancialmente la propuesta del Poder Ejecutivo - 
si es que el Parlamento la toma como base-, y acercarla lo más posible a lo que propone la Corte Electoral en 
esta materia. 


Insisto en que la norma relacionada con la partida de asiduidad es fundamental para el trabajo que estamos 
promoviendo en la Corte Electoral para este período. 


Reitero: lo que se propone no es suficiente y debería hacerse un esfuerzo para mejorarlo. 
En segundo término, es clave el tema vinculado con las inscripciones cívicas y los traslados. 


Los turnos matutinos son imprescindibles, no solo para los momentos pico sino con carácter permanente, de 
aquí al 2014. 


La situación en Montevideo es muy grave; la acabo de explicar. Hay miles de montevideanos que no están 
inscriptos en el Municipio donde residen. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Tengo una inquietud: ¿es posible instrumentar un doble horario con doble turno 
de trabajadores? Nos consta que cuando la Corte y la Junta se dedican a hacer inscripciones, tienen 
bastante tiempo disponible; está claro que los que se dedican a la inscripción son menos que el 
conjunto de los trabajadores que están en una oficina. 


Se habla de compensaciones para que otros desarrollen la tarea; a lo mejor, se podría instrumentar un doble 
horario con los que están ahora y sin pagar horas extra, que siempre son más caras que tener un doble turno. 
En las oficinas públicas esto siempre es posible. 


SEÑOR PENCO.- En los últimos años el número de funcionarios electorales se ha reducido 
sustancialmente. Hoy no es posible realizar doble turno en materia de inscripción cívica en las oficinas 
correspondientes. La única manera de cubrir los dos turnos es a través del sistema de horario 
extraordinario. 


Además, tal como lo planteaba el señor Diputado Pardiñas, esto debería ir acompañado de una campaña 
sistemática, por la cual, en forma ordenada y progresiva a lo largo de los años, la Corte Electoral pueda 
incorporar al registro cívico los trámites de inscripción correspondientes. Por ejemplo, al día de hoy, con la 
cantidad de funcionarios que tiene y con los horarios que cumplen, sería imposible abarcar los posibles 
traslados que supondría la regularización en Montevideo de los por lo menos doscientos mil ciudadanos que 
residen fuera de su municipio. Hoy, la Corte Electoral no podría cumplir esa tarea con la cantidad de 
funcionarios que tiene; además, no tiene posibilidad de extenderles el horario. 


También quiero hacer referencia a la informatización del escrutinio. Está claro que el 2014 será la hora de la 
verdad, como sucede siempre en los años electorales. Sin embargo, quiero asegurar a los señores Diputados 
que esta Corte no está dispuesta a hacer ningún cambio que no esté respaldado por las garantías necesarias 
para que esa incorporación tecnológica sea efectiva y el procedimiento no pierda un ápice de seguridad. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¡Muy bien! 


SEÑOR PENCO.- Por lo tanto, sobre esto hay que empezar a trabajar desde ahora; no podemos 
dejarlo para el 2014. En el horizonte relativamente cercano hay elecciones universitarias. La idea es 
aplicar una experiencia piloto en esta oportunidad. 


Como dije hoy, la utilización del Plan Ceibal es una alternativa. La Corte aún no se ha pronunciado en este 
sentido, pero es una posibilidad que ha considerado. Nos permitiría abatir muchísimo los costos previstos 
para el 2014 en materia de inversiones. La Corte no se niega a estudiar esa posibilidad. Estamos conversando 
con el Poder Ejecutivo, precisamente, para abatir los gastos del 2014. Este es un tema fundamental. 


Estamos muy orgullosos del sistema electoral uruguayo. Cada vez que salimos del país no hay más que 
elogios para nuestro sistema electoral. Sin embargo, desde el punto de vista tecnológico es uno de los más 
anticuados y atrasados. Si no avanzamos en esta materia ahora, en el siglo XXI, ¿cuándo lo vamos a hacer? 


SEÑOR SILVEIRA.- Antes que nada quiero saludar a todos los señores Diputados y agradecer a quien 
no haya tenido oportunidad de decírselo, la consideración que tuvieron con esta Corte y el compromiso 


político que han dejado claramente establecido. 


Quiero compartir con ustedes que esta propuesta de Presupuesto fue votada por la unanimidad de los 
miembros de esta nueva Corte, que fue votada por la unanimidad de los miembros de vuestra Asamblea 
General. Este presupuesto tuvo un proceso muy corto de trabajo -tuvimos poco tiempo porque las 
circunstancias así lo marcaron, pero fue muy intenso-, de búsqueda y de afinamiento para tratar de encontrar 
puntos en común. Todo el presupuesto tiene un corazón en torno al cual gira: que esta Corte quiere asumir el 
desafío de poner el sistema electoral uruguayo a tono con el siglo que corre. 


El proceso electoral que tenemos es uno de los más seguros del mundo; existe desde el siglo pasado. Pero 
arrastra el problema, también desde el siglo pasado -en aquella época esto no se notaba tanto-, de ser uno de 
los más lentos. Además, es uno de los que menos prestaciones permite brindar al ciudadano cuando va a 
ejercer su soberanía. Lo nuestro es todo a papel; hay que organizar montañas de papel. 


Por otra parte, no tenemos la posibilidad de considerar, por ejemplo, a los discapacitados de Montevideo para 
agruparlos por zona. No hay manera de sacar hoja electoral por hoja electoral de millones de hojas electorales 
para armar circuitos especiales para los discapacitados; físicamente no tenemos posibilidad de hacerlo. Esas 
prestaciones no existían en el siglo pasado; son prestaciones que hoy la tecnología permite por lo menos 
pensarlas. 


Los escrutinios se hacen en las sábanas que se realizan, a mano -todos las conocen-, en cada mesa receptora 
de votos. Esa sábana, escrita por una persona, al finalizar el escrutinio es llevada, junto con la urna, y en 
algunos lugares se debe trasladar cientos de kilómetros hasta llegar a la Oficina Electoral departamental, en la 
que un funcionario la recibe, la interpreta, y va transmitiendo esos datos electrónicamente a Montevideo. 
Sentimos que el paso que podemos dar en este momento, manteniendo la seguridad que nuestro sistema se 
enorgullece de tener -característica del sistema electoral uruguayo- y en lo que coincidimos unánimemente, 
no es el de establecer el voto electrónico, sino el de informatizar la Corte Electoral, pasando todos los 
respaldos del papel, algunos de los cuales estamos a punto de perder por los deterioros del edificio. Porque 
también nos encontramos con un edificio que no está adaptado para contener el Registro Cívico Nacional y 
los millones de hojas en papel que lo integran, y no tenemos respaldo electrónico. Está en un sótano que se 
inunda, porque hay un edificio cercano que está ocupado desde hace años y se inunda. Instalamos una bomba 
de achique y hasta ahí vamos bárbaro, porque saca el agua que se va filtrando. Ahí está todo el Registro 
Cívico Nacional en papel y sin respaldo informático. Un fin de semana se nos rompió la bomba de achique; 
no les voy a decir qué credenciales se perdieron, porque eso será motivo de otra comparecencia, pero es 
preocupante. 


En esa situación estamos. Bueno, ¿qué hacemos? El sistema del siglo pasado se agotó con él, porque los 
papeles duran lo que pueden durar. Nos planteamos dar un paso: el de informatizar todo el Registro Cívico, y 
los diferentes registros. Porque también tenemos cancelaciones e inhabilitaciones; hay gente que no puede 
estar votando y, por lo tanto, debe ser sacada del Registro y no hoja por hoja, porque de lo contrario no nos 
dan los tiempos. ¡Les pedimos millones en dinero antes de las elecciones, porque no hay otra manera de 
hacerlo si no es con horas-hombre! Es un sistema de tracción a sangre. 


Pensamos y coincidimos en que el desafío que podemos asumir y enfrentar, manteniendo la seguridad, con 
todo el respaldo de los registros informatizados, es el de hacer el escrutinio en un acta electrónica, que 
mantenga la seguridad de entregar una copia a cada delegado partidario, porque una de la bases del sistema 
de seguridad uruguayo la brindan ustedes, los Partidos, ya que sus delegados reciben una copia y con eso 
existe la constancia de cuántos votos hubo allí, una vez finalizado el escrutinio de las hojas de papel. 
Nosotros apostamos a que una vez cumplida esa formalidad fundamental para mantener una de las partes de 
la seguridad de nuestro sistema, lo podamos transmitir, vía internet, desde Paso Pereira directo hasta acá, sin 
tener que esperar que el jeep llegue a Melo, después de transitar los 170 kilómetros y que, por lo tanto, 
podamos soñar en tener los resultados oficiales esa noche. 


Uruguay se ha ido acostumbrando a que los resultados los dan las encuestadoras. Ese no es uno de los 
aspectos de los cuales Uruguay se puede enorgullecer cuando se va al exterior. Lamentablemente, esa es una 
de las cosas de las que, cuando hablan, tenemos que mirar hacia otro lado, porque nos duele, ya que el resto 
del mundo entró en este siglo. 


Entonces, contestando la pregunta o, quizás, el cuestionamiento que hizo el señor Diputado José Carlos 
Cardoso al inicio de las intervenciones en cuanto a qué se puede cumplir, lo que nosotros podemos decidir, de 
acuerdo con el resultado del presupuesto, desde mi punto de vista, es mantenernos en el siglo pasado y no 
entrar en este. Pero para entrar en este siglo, la unanimidad de la Corte ha entendido que para mantener la 
seguridad e ingresar en este avance requiere algunos elementos que generan diferencias. En el artículo 630, 
que engloba lo que en el proyecto de la Corte refiere a remuneraciones, tenemos una diferencia. Nosotros 
pedimos aproximadamente US$ 10:000.000 y el Poder Ejecutivo ofrece US$ 1:000.000. Hay una diferencia. 
Lo que pasa es que nosotros no podemos hacer este proceso electrónico sin funcionarios que se 
comprometan. Un Administrativo V, que es el grado por el cual entra un funcionario especializado a la Corte, 
gana $ 13.000. Muchas veces, el proceso electoral depende de esa tropa de funcionarios, que ganan eso en 
Montevideo. Entonces, las vulnerabilidades que tiene nuestro sistema en este siglo pasan por que no podemos 
capacitar gente que, en realidad, tiene dos trabajos; cuando salen de la Corte, se van para otro lado y no 
tienen tiempo, ganas ni interés, y no hay manera de obligarlos. 


Pasando al artículo 631, también tenemos una diferencia. El inciso segundo de este artículo del proyecto del 
Poder Ejecutivo corresponde a los artículos 4* y 7” del Presupuesto que nosotros elevamos. En nuestros 
artículos pedimos recursos para cosas diferentes: para las mesas móviles, que necesitamos, y que sin los 
partidos no son efectivas. Esa es una simbiosis necesaria para que se llegue al resultado. Sin las mesas 
móviles en el interior, hay lugares de campaña a los que no es posible llegar. Hay distancias de cientos de 
kilómetros y no hay gente que pueda o esté dispuesta a ir. 


Lógicamente, esta Corte, por unanimidad, quiere hacer una campaña masiva instando a la renovación y al 
traslado para poder informatizar rápidamente los registros. Ahora, cuando alguien va a renovar o a trasladar 
su Credencial Cívica, sale con la credencial electrónica y nosotros quedamos con el respaldo electrónico en el 
sistema, y vamos avanzando. Esa campaña va a requerir la colaboración de este Parlamento seguramente, 
porque vamos a inventar cosas que incentiven la renovación y el traslado, que hagan que la gente vaya. 
Ahora, si no tenemos cómo armar los turnos, no vamos a poder hacer una campaña en serio. Por lo tanto, si 
no hacemos una campaña en serio, no vamos a terminar de informatizar los registros y si no terminamos de 
informatizar los registros es mejor quedarnos en el siglo pasado. 


Era eso cuanto quería decir. 
SEÑORA ETCHEVERRY.- Es un placer estar aquí, con ustedes. 


Muchas de los elementos que quería decir ya los adelantó el Ministro Silveira, con quien evidentemente 
coincidimos; en estos tres meses hemos conversado mucho de lo que nos hemos encontrado en la Corte 
Electoral, en la que hemos visto muchas deficiencias, tanto a nivel de las condiciones en que trabajan los 
funcionarios como del edificio. Si algunos tuvieran la oportunidad de ir al quinto piso, cuando uno va a 
registrar una hoja de votación o algo, sería bueno que también visitaran el subsuelo, o que vayan a ver cómo 
trabajan los funcionarios en invierno, a veces, con una estufa a cuarzo -que por lo menos, yo, hace mucho 
tiempo que no veía-; así advertiría las condiciones en las que se trabaja. Pero son aspectos que nosotros en la 
Comisión de Obras estamos intentando cambiar. Esta Corte Electoral se está tratando de modernizar de 
muchas maneras. Por eso, cuando hablamos de números y vemos esa gran diferencia que se aprecia, decimos 
que los montos no se destinan solo al tema edilicio, a los sueldos y a la capacitación, sino que engloban 
muchísimas cosas. Voy a tratar de resumir algunas que, por lo menos, a quienes estamos acá nos importan. 


Uno ha aprendido en estos tres meses algunas cosas del Presupuesto gracias a los contadores que están 
presentes, gracias a los compañeros que están en la Comisión de Presupuesto, a quienes felicito porque han 
trabajado muchísimo y nos han enseñado mucho. La verdad es que uno le debe mucho a la Corte Electoral; le 
debe por haber sido funcionario y porque también uno ha sido parlamentario, y eso es porque ellos nos 
proclaman. Ellos son los que hacen que se mantenga la democracia de este país y los que en años electorales 
trabajan de lunes a domingo, dejando a su familia. Como dicen ustedes, porque le dan plata a la Corte 
Electoral. Y sí, ganan dinero, es verdad, pero dejan mucha cosa por ganar ese dinero, dejan hasta la salud por 
hacer esas horas extra. Lo que queremos en esta Corte, además de que pueda seguir haciendo algunas horas 
extra, es que perciba mejor sueldo. 


Esta Corte miró los sueldos, que para nosotros son sumergidos, y constató que un Grado V gana $ 10.586, 
que cuando se trata de una persona que hace más de treinta años que está en la Corte Electoral -no importa 


que esté acá, yo lo voy a decir- y que es la única Directora que es contadora de la Corte Electoral, una 
persona que es profesional, percibe una remuneración de $ 39.500. Nosotros aspiramos a que pueda llegar a 
los $ 45.000 líquidos. ¡Qué pena!, ¿no? Porque nosotros miramos para arriba, no miramos para abajo. La 
Corte Electoral mira para arriba, no está mirando para abajo; está mirando para que los profesionales, los 
cargos que son especializados, los administrativos de la Corte Electoral, que para nosotros son técnicos 
especializados, ganen para arriba. Algunos son técnicos idóneos, como los técnicos dactilóscopos. Yo, por 
ejemplo, no podría ir a sacar huellas digitales. No se podría sacar en comisión a un administrativo de ANTEL 
y que un año antes vaya a sacar huellas a la Corte Electoral para estudiar los votos observados. No podría, 
porque él o ella no sabría hacerlo. Tampoco podría sacar a un funcionario en comisión del Palacio Legislativo 
para que vaya a estudiar los votos observados. No se podría hacer, por más que se quisiera. O sacarlo para 
que vaya a preparar una elección nacional o universitaria. Los funcionarios de la Corte son especializados; 
les guste o no les guste lo son. Hay contralor partidario; se declaran blancos, frenteamplistas, independientes, 
colorados, porque son el contralor partidario de ustedes, son el contralor partidario de nosotros. Es gente que 
tenemos que capacitar cada vez mejor. Y cuando llamamos a los Directores de departamento, cuando 
asumimos el 7 de julio y el Presidente llamó a los diferentes Directores, ¿saben lo que nos pedían? 
Capacitación para los funcionarios. Porque los funcionarios de la Corte hace muchos años que no son 
capacitados; ellos mismos están pidiendo ser capacitados en todo el país. ¿Por qué? Porque ni siquiera sabían 
bien la reglamentación de las alcaldías, de los concejales, cómo tenían que estar preparados para la 
reglamentación de esa ley que votamos nosotros. Querían estar preparados para eso, para eso y mucho más. 


Para eso es que estamos pidiendo dinero: para seguir manteniendo la democracia mejor, y eso vale la pena. 
De lo contrario, seguimos como en el siglo pasado, como decían acá, seguimos trabajando a lápiz y a papel. 
Queremos una Corte Electoral mejor informatizada, queremos escanear todo el registro electoral porque, 
¿para qué queremos las computadoras en las comisiones receptoras de votos si no tenemos el padrón en esas 
computadoras? Si no llevamos cada hojita electoral nuestra a la computadora, ¿para qué queremos las 
computadoras? ¿Para qué queremos los $ 4:700.000 si no tenemos las hojas adentro? No los precisamos. 
Seguimos a lápiz y a papel. Necesitamos el registro de inhabilitados, el registro electoral, todo 
computarizado. Necesitamos las mesas móviles trabajando, necesitamos la mesa inscriptora a "full" y 
necesitamos que los medios de comunicación nos apoyen para que sepan que tenemos que tener doble 
horario, a "full", que la Corte Electoral ya está inscribiendo. Los necesitamos a ustedes, con sus 
agrupaciones, informando a la gente que tiene que inscribirse en su jurisdicción. ¿Para qué? Para que la gente 
vote a los alcaldes y a los concejales en los lugares debidos, para que no pase lo que pasó. Eso es lo que 
venimos a pedirles. Esta plata es bien invertida; es una plata que se invierte una vez y después se va a ir 
pidiendo menos. Es la plata mejor invertida para mantener la democracia, y si no seguiremos como en las 
viejas épocas, a lápiz y a papel. 


Yo, sinceramente, creo que se ha hecho una muy buena explicación de lo que la Corte Electoral necesita. Los 
funcionarios de la Corte Electoral hacen el mayor esfuerzo, a nadie le gusta trabajar sábado y domingo en 
época electoral; la gente va porque obviamente necesita el dinero, pero la gente está cansada, la gente quiere 
tener una remuneración digna, y las elecciones van a salir por el trabajo del funcionario de la Corte y ustedes 
saben que sale. Sale porque todo el mundo se pone el trabajo al hombro y las cosas van a salir bien en este 
país igual, con plata, sin plata, pagándoles mal, no importa; porque la conciencia y el trabajo de la gente 
están. Pero el tema es que lo que venimos a pedir es lo que la gente realmente necesita, tener una Corte 
"aggiornada" al siglo XXI, informáticamente "aggiornada" a lo que hemos visto en otros países de los que 
nosotros hemos recorrido. 


La capacitación de los funcionarios se puede hacer internamente y hay gente preparada, pero esa gente 
preparada también se va, se jubila, nos deja. Como decía el otro día con el mayor de los respetos, con el 
doctor Urruti puedo tener o no discrepancias, pero no dejó una biblioteca de su capacidad intelectual, se la 
llevó con él. Lamentablemente se la llevó con él. Muchos de los que tenían esa intelectualidad electoral se la 
van a llevar. Entonces, hay que preparar a la gente. 


Acá tenemos una tabla de sueldo de los funcionarios. Como dije antes, yo no miro para abajo, yo miro para 
arriba; creo que hay gente que le ha dedicado muchas horas y mucho tiempo a la Corte Electoral. Pido 
disculpas si nombré a alguien en especial. Aquí hay gente que gana $ 10.000 de sueldo, $ 11.000 un 
administrativo. La verdad es que si vieron que lo que pedimos era abultado es porque estamos pidiendo mejor 
sueldo para los funcionarios de la Corte. Estamos pidiendo más capacitación para los funcionarios de la Corte 


y creo que también dignificación. Estamos pidiendo capacitación, informatización y que la Corte Electoral 
sea reconocida como un organismo que le da democracia a este país, que lo dignifica. 


Nada más. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Nuestra posición no va en el sentido de no retribuir mejor o no generar un 
trabajo de mayor calidad en los servicios del Estado; al contrario, muchas veces nos han calificado de 
estatistas porque queremos que nuestro Estado funcione mejor, que brinde mejores servicios, y nada 
menos que la Corte Electoral, garantizando todo el proceso democrático de este país. Lo defendemos, 
lo defenderemos, y en la medida de lo posible haremos los máximos esfuerzos para mejorar su 
Presupuesto; no hay duda de ello. Por lo menos, vamos a trabajar en esa línea. Precisamente, yo 
planteaba dónde centrábamos la mayor diferenciación, que es donde vamos a tener que centrar los 
esfuerzos, fijando el 2011. 


No hay duda de que hay que pensar hacia adelante en cómo implementamos un sistema de información, 
sobre todo, si informatizamos toda la base que hoy está archivada en papel; claro que sí. También es cierto 
que la tecnología avanza con gran rapidez y el hecho de que hoy no estemos contemplando toda la inversión 
necesaria a hacer en 2014 no quiere decir que no volvamos a discutirla para poder hacerla y capaz que a 
menores costos. Yo no planteo no hacerla. 


Ahora bien: sí quiero reafirmar un concepto, que tal vez no sea compartido, pero que es mi concepto. Yo 
quiero una Corte Electoral que siga garantizando un proceso electoral transparente y que dé tranquilidad al 
elector. Si los resultados los tengo antes por las consultoras que los brindan en la televisión, a mí no me 
interesa. Lo que me importa -y a eso me refería- no es la urgencia de tener el resultado. Lo que quiero es 
seguir teniendo la tranquilidad de que el proceso sea transparente y nos dé garantías aunque demoremos más 
de un día para recibir los datos, aunque demoremos a veces, como ha ocurrido, más de una semana en poder 
proclamar integrantes de los Consejos Directivos de la Universidad o miembros del Claustro. Yo no quiero 
apresuramiento en esto; quiero seguir teniendo garantías y creo que en la integración que tenemos en esta 
Corte, la honorabilidad de sus miembros nos va a seguir dando esa garantía, aunque de repente no podamos 
satisfacer todas sus demandas presupuestales, así como el ímpetu que sin lugar a dudas demuestran que 
tienen en querer modernizar nuestro sistema electoral. 


Era cuanto quería decir. 


SEÑORA REYES.- La democracia tiene un costo y ese costo hay que pagarlo aunque sea caro, porque 
cuando no hay democracia hay otra cosa que realmente no es lo mejor ni lo más saludable para los 
ciudadanos. Como dijeron el Presidente de la Corte y los Ministros Silveira y Penco, este fue un 
Presupuesto que lo hicimos en poco tiempo, pero fue aprobado por unanimidad. Y hay un artículo en el 
que yo quiero insistir, que es el de la reestructura, porque con él podremos tener una Corte más 
moderna desde el punto de vista funcional, más dinámica. 


Cada día que pasa la ley nos encomienda más cosas. Tenemos la Ley de partidos políticos; debemos realizar 
controles, entre ellos, los de las Rendiciones de Cuentas. Todo eso dentro de un organismo con una estructura 
de hace veinte años. Y veinte, veinticinco o treinta años en la Administración es mucho tiempo. Yo me fui de 
la Corte Electoral en el año 1995 y no había computadoras. Hoy llegué a un organismo donde sí hay 
computadoras, pero tengo una intranet y una internet que no puedo consultar desde fuera de la propia Corte. 
Un ciudadano no puede pedir hora vía internet; no puede sacar una constancia de voto por esa vía si la 
extravió. O sea que hay mucha cosa que se tiene que hacer y no solo desde el punto de vista informático en lo 
que tiene que ver con el escrutinio y con todo lo que se ha hablado hasta el momento en cuanto a la 
informatización de los registros. Para lograr eso también debemos tener una estructura nueva, dinámica. Y 
debemos capacitar. ¡Claro! Pero no se trata de capacitar solamente desde el punto de vista electoral y de la 
ciencia política, sino que debemos capacitar a los jefes para que sean jefes. Nunca hubo un convenio con la 
Oficina Nacional del Servicio Civil para que nos dieran cursos a los funcionarios que tienen jefaturas sobre 
cómo mandar. ¡No hay posibilidades! Solamente una vez hubo cursos fuera del organismo en base a un 
convenio que se hizo: un convenio, que fue logrado por un ex Secretario Letrado, hoy fallecido. 


Entonces, me parece que debemos tener presente ese artículo de la reestructura, que tiene un costo, porque 
para nosotros es muy importante. El Presupuesto que la Corte pidió es una lágrima en el mar. Esa raya es una 
lágrima en el mar. Porque hoy mencionaron el costo del Presupuesto Nacional y lo que nosotros pretendemos 
es menos del 0,5%, o sea, nada. ¿Cómo nos vamos a acercar? Bueno, con la mejor buena voluntad vamos a 
acercarnos del proyecto del Poder Ejecutivo al nuestro, pero esperamos una manifestación de voluntad de 
esta Comisión para que el acercamiento se haga al revés: que se acerquen hacia nuestro Presupuesto y no que 
nosotros tratemos de ver cómo nos acercamos al proyecto del Poder Ejecutivo. Cuando uno ve $ 147:000.000 
en el año 2014, puede ser que en futuras Rendiciones de Cuentas se pueda evaluar si se van a invertir en 
compra de computadoras o si se va a hacer un "leasing", pero hoy los primeros dos o tres años son 
fundamentales en lo informático, en la reestructura, en la capacitación. De esa manera podremos tener una 
Corte -como dijeron anteriormente- "aggiornada", adaptada, vanguardia en el siglo XXI. 


Vuelvo a insistir: la democracia tiene un costo y quien controla todos los procesos electorales debe tener un 
costo que en el Presupuesto -digo una vez más- hoy es una lágrima. Bueno: yo vengo, como todos los que 
estamos acá, a apelar por esa lágrima en el mar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BERNINLI.- Antes que nada quería volver a saludar a los miembros de la Corte, a quienes ya 
saludé el día que los aclamamos en Sala, en la medida en que sintetizaron un acuerdo político que nos 
debíamos desde hace más de quince años. Creo que eso fue lo que más nos emocionó a todos. 


Quiero decirles que los entiendo. Desde que tengo uso de razón, desde que yo me acuerdo, la Corte Electoral 
-vamos a hablar en términos populares- fue históricamente "ninguneada". Por algo el Rubro 0 y el salario, 
que no es producto del corto plazo, sino de una acumulación histórica, independientemente de los Gobiernos 
que han transitado, implica una mirada respecto a la jerarquía. En realidad, no diría jerarquía, porque quizás 
abusamos de tener el privilegio de contar con un sistema electoral como el que tenemos y muchas veces 
pensamos que en la medida en que funcione, nos apretamos un poco el cinto, pagamos horas extra y las cosas 
salen. Yo entiendo que eso lo tenemos que cambiar: no tengo ninguna duda de ello. Por eso, me parece 
importante que se haga una defensa política del tema como la que ustedes están haciendo. 


Ahora bien: me preocupa que la diferencia sea abismal. Cuando se hace el planteo de qué podemos 
jerarquizar es porque, para ser realistas, partimos de la base de que es imposible conciliar las posiciones tal 
cual están dadas, por más que ustedes hayan tratado de ajustarse, porque seguramente podrían haber 
planteado mucho más presupuesto. Sin embargo, lo hicieron en función de cuál debería ser el mínimo 
denominador para recuperar el tiempo perdido de veinte y pico de años hacia acá. Yo creo que en cada 
Mensaje, en cada Presupuesto, en el pasado, las otras autoridades que los precedieron a ustedes habrán 
planteado lo mismo; es lógico. 


El Ministro Penco hace un rato hacía, no una jerarquización, pero sí ponía énfasis en un orden determinado, 
que yo lo veo por el lado del salario, de la importancia de la partida por asiduidad contenida en el artículo 2, 
de la necesidad imperiosa del organismo de tener una política operativa de inscripciones y de traslados en 
forma permanente y de las necesidades informáticas, del mejoramiento de las condiciones edilicias 
inhumanas, a lo que se agrega la reestructura como tal. ¿Por qué para nosotros esto es importante? Porque 
tenemos una función a cumplir, partiendo de que la verdad en cuanto a las necesidades la tienen ustedes; en 
eso no puede haber dos opiniones. El tema es cómo avanzar, no al grado que está planteado -va a ser 
imposible por la distancia que hay-, pero sí al punto de contribuir mínimamente, con las capacidades de cada 
uno, a aproximarnos -reitero: seguramente muy lejos del planteamiento-, atendiendo las prioridades que son 
imposibles de seguir postergando. 


Yo tengo la expectativa de que a la Corte le den recursos. Lo viví en la Legislatura pasada durante el 
tratamiento de las Rendiciones de Cuentas, sobre todo, en la última, lo cual es típico uruguayo: en razón de 
las urgencias de un proceso electoral se dan rubros, porque de lo contrario, no hay gente para trabajar. Yo sé 
que eso también hay que cambiarlo. 


Apostemos a cumplir con nuestra función, teniendo en cuenta el seguimiento de este tema a la hora de 
analizar el proceso en cada Rendición de Cuentas hacia adelante. Quizá no podamos recuperar el tiempo 


perdido en un solo acto, pero debemos tener jerarquía política -en eso creo que no puede haber dos 
opiniones- y entender que hay que hacer un esfuerzo y que va a tener que ser gradual. 


SEÑOR HERBERT.- Agradezco a toda la Comisión por habernos recibido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la visita de la delegación de la Corte Electoral. 


Se levanta la sesión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


